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Equidad  
e integración 

social

El balance social del 2016 muestra 
que Costa Rica sigue siendo un país de 
alto desarrollo humano, pero que por 
acción y también por omisión hace 
más de una década que transita por el 
camino de una creciente desigualdad. 
Diversas presiones comprometen los 
logros alcanzados, principalmente las 
debilidades en el mercado de trabajo y 
la insolvencia de las finanzas públicas. 
En el período de estudio se registraron 
avances puntuales en algunos indicado-
res que por años se habían mantenido 
inmóviles, pero ninguno con la fuerza 
suficiente para superar la inercia que ha 
caracterizado la última década. 

En 2016 se redujo la pobreza, tanto 
si se mide por ingresos como por el 
método multidimensional, bajó el des-
empleo y aumentó la inversión social 
pública (ISP). Los positivos indicadores 

históricos en salud y educación no 
registraron cambios, pero crecieron la 
informalidad y la tasa de homicidios. 
Pese a los avances, persisten los proble-
mas estructurales que impiden mayores 
logros: el dinamismo económico y el 
empleo continúan desvinculados, la 
escolaridad de la de la población eco-
nómicamente activa es deficiente y 
no mejoraron las condiciones para la 
participación laboral femenina. 

La ISP creció por quinto año conse-
cutivo, pese al severo desequilibrio de 
las finanzas públicas. Sin embargo, el 
incremento no fue acompañado por 
cambios significativos en el número de 
programas sociales ni en la cantidad 
de sus beneficiarios, de modo que la 
mayor inversión se ha convertido en 
un encarecimiento de los existentes. 
Además, al considerar el problema fiscal 

que vive el país, que se ha agravado en 
2017, la tendencia al alza no parece ser 
sostenible. Debilitar la ISP tendría un 
fuerte impacto en el bienestar de muchas 
familias. En promedio, los servicios y 
transferencias sociales aumentan en un 
25,6% el ingreso total de los hogares. 
Para los del decil más pobre representa un 
incremento de más de seis veces (643%), 
mientras que en el decil más rico el efecto 
es de tan solo un 5%. Con el propósito 
de estimar el impacto distributivo de la 
inversión social, se comparó el coeficiente 
de Gini del ingreso autónomo de los 
hogares versus el que incluye la ISP. Se 
encontró que la desigualdad se reduce en 
casi trece puntos porcentuales, es decir, 
que la ISP atenúa los malos resultados 
en la distribución del ingreso.

La sostenibilidad del régimen de bienes-
tar (es decir, el conjunto de servicios que 

Síntesis del capítulo
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•	 Entre 2015 y 2016 disminuyó el porcentaje de hogares en 
pobreza: 1,2 puntos porcentuales según la medición por línea 
de ingreso (a 20,5%) y 1,3 puntos en la multidimensional 
(a 20,5%). No obstante, en 2016 un 31,5% de los hogares 
sufría alguna forma de pobreza (monetaria, multidimensional 
o ambas).

•	 El 61% de la reducción de la pobreza por ingresos se explica 
por las transferencias de los programas sociales. El efecto fue 
mayor en zonas rurales y en la pobreza extrema.

•	 Continuó la expansión real de la inversión social pública 
(ISP), aunque a un ritmo menor que en 2015. El aumento no 
es generalizado y refleja una gran dispersión entre programas 
sociales. Tarde o temprano, los graves problemas fiscales del país 
repercutirán negativamente en la disponibilidad de recursos, 
como ya ha sucedido en el pasado.

•	 La ISP atenúa el aumento de la desigualdad. En 2016 el coefi-
ciente de Gini del ingreso familiar autónomo per cápita fue de 
0,533. Si a este ingreso se le suma la ISP, se obtiene el ingreso 
familiar disponible per cápita, cuyo coeficiente de Gini baja a 
0,403. Es decir, la ISP reduce la desigualdad en casi 13 puntos 
(o un 32%).

•	 A finales del 2016 e inicios del 2017 mejoró el desempeño del 
mercado de trabajo, luego de dos años de registrar cifras negativas. 

Esto se reflejó en un repunte de las tasas de participación laboral 
y una disminución en el desempleo. No obstante, ello sucedió 
en un escenario de mayor crecimiento del empleo informal.

•	 En 2016 la Red Nacional de Cuido (Redcudi) registró 1.157 
centros infantiles financiados total o parcialmente por el Es-
tado, que atendían a 52.190 niños y niñas en todo el país. La 
distribución de beneficiarios por cantón muestra una fuerte 
concentración en diecinueve de ellos, mayoritariamente urba-
nos de la región Central. No existe una asociación clara entre 
cantones con altos porcentajes de pobreza y la Redcudi.

•	 Las políticas de vivienda de interés social han hecho una con-
tribución importante en el crecimiento del área urbanizada de 
la GAM (9,3%). Durante el período 2000-2011 se entregaron 
114.922 bonos, de los cuales 24.865 fueron en la GAM (21,6%). 
La distribución de los aportes muestra grandes diferencias por 
cantón.

•	 Según la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos (Enigh) del 
2013, en promedio, los hogares dedican un 5,5% de sus ingresos 
al pago de servicios públicos. El peso de ese gasto es mayor entre 
los más pobres. En un grupo conformado por 170.000 hogares 
los recursos destinados a servicios públicos (23%), transporte 
(predominantemente público, 11%) y telecomunicaciones 
(6%) significan un esfuerzo importante que, como se observa, 
representa el 40% de sus gastos.

Principales hallazgos

el Estado provee en cumplimiento de los 
derechos sociales a todos los habitantes 
del país) enfrenta serios problemas, que 
se agravan por la alta desigualdad. El 
aumento del empleo informal y el elevado 
incumplimiento de las garantías laborales 
que sigue registrando este Informe tienen 
dos implicaciones concretas. Por un lado, 
generan presión sobre el régimen, pues 
muchas familias requieren los servicios y 

transferencias que les brindan los progra-
mas sociales para compensar su situación 
de vulnerabilidad. Por el otro, erosionan 
su financiamiento, pues las personas 
que conforman esos hogares no realizan 
aportes al sistema de seguridad social, ni 
pagan impuestos directos. 

Dejar la senda de la creciente desigual-
dad es el principal desafío que enfrenta 
Costa Rica en materia social. Comprender 

por qué le ha costado tanto al país admi-
tir su deterioro en este ámbito, podría 
ofrecer pistas para retomar el rumbo 
correcto. Ser omisos en el reconocimiento 
de la propia realidad hace más difícil 
avanzar hacia entornos de mayor y mejor 
distribución de la riqueza, aspiración de 
una sociedad que ambiciona altos niveles 
de desarrollo humano.
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	 En el país hay casi 88.000 hogares no pobres pero vulnerables a caer en pobreza 
no extrema, cuyos ingresos están cerca de  la línea de pobreza. 

	 La reducción de la pobreza en 2016 se explicó en un 61% por el efecto que tienen 
las transferencias monetarias que entregan los programas sociales, mientras que el 
ingreso laboral apenas da cuenta de un 17%.

31,5% de los hogares sufre pobreza por: 
ingresos, multidimensional o ambas

El Informe Estado de la Nación 2017 
destaca que una tercera parte de los 
hogares en Costa Rica (31,5%) sufría 
algún tipo de pobreza durante 2016, 
ya sea monetaria (ingresos insuficientes 
para adquirir una canasta de bienes y 
servicios básicos para vivir dignamente), 
multidimensional (involucra la medición 
de veinte indicadores agrupados en cinco 
dimensiones: educación, salud, vivienda 
y uso de internet, trabajo y protección 
social) o ambas.

Desde 1994 se inició un período de 
estancamiento de la pobreza (por in-
gresos) que, con algunas variaciones en 
años específicos (como 2003 y 2007), 
mantiene el indicador en un 20%. En 
2016 se registró una incidencia de 20,5%, 
que implica un descenso con respecto 
a la cifra de 2015 (21,7%), un cambio 
que según el INEC fue estadísticamente 
significativo. No obstante, un ejercicio 
realizado para el Informe Estado de la 
Nación obtuvo resultados que cuestionan 
tal afirmación. 

Con este fin, el más reciente Informe 
utilizó la base de datos del semipanel 
de las Encuestas Nacional de Hogares 
(Enaho) para indagar acerca de los fac-
tores que podrían asociarse a la aparen-
te reducción de la pobreza, tanto si se 
mide por ingresos como por el método 
multidimensional. La base de datos del 
semipanel de las Enaho dio seguimiento 
a la situación de un mismo grupo de 
hogares y personas durante 2015 y 2016.

En la medición de la pobreza por 
ingresos, se consideraron tres elementos 
que están estrechamente relacionados 
con ese fenómeno: el valor de la canasta 
básica alimentaria (CBA), que determina 
la línea de pobreza (LP), las transferencias 
monetarias de los programas sociales y el 
cambio en los ingresos laborales.

El estudio estimó la contribución de 
cada uno de estos factores a la reducción 
de la pobreza. Primero, la disminución 
atípica en la LP y el valor de la CBA 
generó un 22% de la reducción; el au-
mento en los ingresos laborales da cuenta 

del 17%, con diferencias por zona, y el 
restante 61% se debe al incremento en el 
ingreso per cápita derivado de la entrega 
de subsidios estatales (transferencias 
monetarias y becas) a los hogares pobres, 
especialmente en las zonas rurales.

La pobreza multidimensional mostró 
una reducción en su incidencia, que 
pasó de 21,8% en 2015 a 20,5% en 
2016 (-1,3 puntos porcentuales). El 
indicador “sin uso de internet” es el más 
relevante para explicar la disminución, 
seguido por “bajo capital humano” y 
“sin bachillerato”.

En otras ediciones este Informe ha 
señalado que, aunque muchos hogares 
superan la LP, son vulnerables a caer 
en ella por tener ingresos cercanos a la 
misma, lo que se confirma al observar 
la dinámica de entrada y salida de la 
pobreza que ocurre de un año a otro.

Para esta edición se muestra la cantidad 
de hogares que se encuentran en condición 
de pobreza extrema, no extrema o no pobre 
pero vulnerable, según diferentes rangos 
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de distancia de sus ingresos totales con 
respecto a la CBA y la LP. Destaca un grupo 
de tamaño considerable que está en los 
límites para pasar de una situación a otra.  
Por ejemplo, hay casi 88.000 hogares no 
pobres pero vulnerables a caer en pobreza 
no extrema, cuyos ingresos superan la LP, 
pero se alejan de ella en menos de un 20%. 
Es decir, si reciben un subsidio estatal, pero 
por su condición de no pobres se les retira 
esa ayuda entrarían en pobreza. 

Los flujos de entrada y salida de la 
pobreza de un año a otro constituyen un 

Contribución de cada factora/ la 
reducción de la pobreza por ingreso, 
según zona. Semipanel 2015-2016
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consideran, por lo que se convierten en 
el factor más significativo. Segundo, los 
resultados por zona son distintos. En 
la urbana, los factores más importantes 
son el aumento del ingreso laboral y la 
reducción de la LP, mientras que en la 
rural los subsidios estatales explican en 
su totalidad la reducción de la pobreza, 
pues el efecto del ingreso laboral fue más 
bien negativo, es decir, este factor más 
bien la aumentó. 

Por otra parte, al descomponer los 
efectos combinados de los factores (grá-
fico 2.8) se obtiene que la disminución 
atípica en la LP y el valor de la CBA gene-
ró un 22% de la reducción de la pobreza 
por ingresos; el aumento en los ingresos 
laborales da cuenta del 17%, con dife-
rencias por zona como ya se mencionó, 
y el restante 61% se debe al incremento 
en el ingreso per cápita derivado de la 
entrega de subsidios estatales (transfe-
rencias monetarias y becas) a los hogares 
pobres, especialmente en las zonas rura-
les (Fernández y Del Valle, 2017).

Por último, el gráfico 2.9 compara 
algunas características de los hogares en 
2016, según el flujo de entrada o salida de 
la pobreza por ingresos. Obviamente, de 
manera sistemática los no pobres ocupan 
mejores posiciones en todos los indi-

Cambio en la incidencia de la pobreza por ingresos con respecto 
al resultado de 2016, según escenarios simuladosa/, total y por zona. 
Semipanel 2015-2016

a/ Los escenarios simulan los efectos que pudieron tener tres factores en los resultados de pobreza de 2016: la 
línea de pobreza (LP), los subsidios estatales y los ingresos laborales. Escenarios con cifras negativas indican que 
la pobreza aumentó. 

Fuente: Fernández y Del Valle, 2017, con datos del semipanel 2015-2016 de la Enaho, del INEC.

GRÁFICO 2.7
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Fuente: Fernández y Del Valle, 2017, con datos del 
semipanel 2015-2016 de la Enaho, del INEC.
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reto para la política social, pues no solo se 
trata de sacarlos, sino también de evitar 
que los hogares vulnerables caigan en ella. 
Para estos últimos los programas sociales 
son fundamentales, ya que les brindan 
oportunidades para que las personas am-
plíen sus capacidades y no dependan de la 
asistencia social. Cuando una persona no 
es pobre gracias a la ayuda estatal, pero no 
desarrolló capacidades que le permitirían 
acceder a un empleo de calidad, si pierde 
ese subsidio −dado que técnicamente ya 
no es pobre− recaerá en esa condición. 

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Fernández 
y Del Valle, 2017, con datos del semipanel 2015-2016 
de la Enaho, del INEC.

Hogares en condición de pobreza o de vulnerabilidad a caer en ella, según 
rango del ingreso totala/. 2016
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hogares pobres fue el principal motor 
en la dimensión de trabajo, mientras 
que el área de salud tuvo efectos mixtos 
que prácticamente tendieron a anularse 
entre sí. Protección social fue el único 
ámbito que tuvo resultados negativos 
(Fernández y Del Valle, 2017).

Por el contrario, en la zona rural el 
indicador “sin uso de internet” tuvo un 
efecto leve en favor de los pobres, y la 
dimensión de vivienda en general tuvo 
un deterioro muy marcado, particular-
mente por las condiciones de “hacina-
miento” y “mal estado de techo y pisos”. 
La dimensión de trabajo también sufrió 
desmejoras que propiciaron un aumento 
de la pobreza, en especial por “incumpli-
miento de derechos laborales” e “incum-
plimiento del salario mínimo”.

Por el contrario, los principales impul-
sores de la reducción de la pobreza mul-
tidimensional en la zona rural fueron las 
dimensiones de educación y salud. En 
el primer caso se registraron avances en 
“bajo capital humano” y “sin bachillera-
to”. En el segundo caso, “sin seguro de 
salud” y “sin eliminación de la basura” 
contribuyeron a mejorar las condiciones 
de vida de los hogares rurales (Fernández 
y Del Valle, 2017).

Empleos de calidad son 
indispensables para lograr 
reducciones sostenidas en la pobreza

En las secciones anteriores se mostró el 
fuerte peso que tienen las transferencias 
de los programas sociales en la reducción 
de la pobreza por ingresos, impacto que 
entre 2015 y 2016 fue superior al 60% y 
favoreció en especial a las zonas rurales. 
No obstante, si los subsidios estatales no 
generan mejoras en las capacidades de 
todas las personas que integran los hoga-
res, será difícil que estos superen su con-
dición a futuro, pues muchas de las ayu-
das (no todas) son de tipo asistencialista 
y, por tanto, solo atenúan temporalmente 
la pobreza. Si los miembros de las fami-
lias no logran acceder a empleos de cali-
dad, que les permitan obtener ingresos 
por sus propios medios, la probabilidad 
de encontrarse en pobreza bajo cualquier 
medición es muy alta (Fernández y Del 
Valle, 2017). Además, al considerar la cri-
sis fiscal que atraviesa el país este factor se 
torna frágil, sobre todo si se empiezan a 

aplicar medidas de contención del gasto 
público que afecten los recursos destina-
dos a las transferencias sociales.

Entre un 20% y un 25% de la reduc-
ción de la pobreza reportada en 2016 se 
explica por la disminución atípica que 
tuvo el valor de la línea de pobreza (LP) 
en ese año. Es atípica porque en el perío-
do 2010-2014 la LP creció por encima del 
4% anual, en 2016 se redujo 1,1%, pero 
en 2017 volvió a crecer, esta vez en 1,7%. 
Por su parte, el aumento en los ingresos 
laborales contribuyó con menos del 20% 
del cambio y su efecto fue negativo en 
la zona rural. Estos resultados sugieren 
que el descenso de la pobreza podría ser 
reversible si no se acompaña de un creci-
miento económico sostenido y generador 
de empleo.

En otras ediciones este Informe ha 
señalado que, aunque muchos hogares 
superan la LP, son vulnerables a caer 

en ella por tener ingresos cercanos a la 
misma. Ello se confirma al observar la 
dinámica de entrada y salida de la pobre-
za que ocurre de un año a otro, tal como 
se explicó en párrafos anteriores.

El gráfico 2.11 muestra la cantidad de 
hogares que se encuentran en condición 
de pobreza extrema, no extrema o no 
pobre pero vulnerable, según diferen-
tes rangos de distancia de sus ingresos 
totales con respecto a la canasta básica 
alimentaria (CBA) y la LP. Destaca un 
grupo de tamaño considerable que está 
en los límites para pasar de una situación 
a otra. Por ejemplo, hay casi 88.000 
hogares no pobres pero vulnerables a caer 
en pobreza no extrema, cuyos ingresos 
superan la LP, pero se alejan de ella en 
menos de un 20%. Es decir, si reciben un 
subsidio estatal pero por su condición de 
no pobres se les retira esa ayuda, entra-
rían en pobreza. 

Hogares en condición de pobreza o de vulnerabilidad a caer en ella, 
según rango del ingreso totala/. 2016

a/ Una vez calculada la condición de pobreza de todos los hogares, se compara su ingreso total con el valor de la 
canasta básica alimentaria (CBA) y la línea de pobreza (LP) y se clasifican en cinco grupos, según la distancia entre 
ambos.

Fuente: Gómez Campos, 2017, con datos de la Enaho, del INEC.
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GRÁFICO 2.11

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos, 2017, con datos de la Enaho, del INEC.

Más información en página 83 del Informe Estado de la Nación 2017.
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	 Pobreza en la región Chorotega bajó de un 33,2% de los hogares en 2014 a un 
23,6% en 2016.

	 Falta evidencia que justifique este cambio significativo en la reducción de la pobreza 
en tan corto plazo; resultados pueden ser efecto de ajustes metodológicos realizados 
por el INEC en las Enaho 2014 y 2015.

Guanacaste muestra una tendencia  
decreciente de la pobreza en el largo plazo

La pobreza total y extrema en la región 
Chorotega se ha venido reduciendo desde 
mediados de los años noventa, lo que 
evidencia una tendencia de disminución 
en el largo plazo. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional 
de Hogares (Enaho), en Guanacaste la 
pobreza pasó de afectar a un 33,2% de los 
hogares en 2014 a un 23,6% en 2016. Este 
notable descenso cambió su posición con 
respecto a las demás regiones periféricas del 
país: dejó de ser una de las dos más pobres, 
junto con la Brunca, y se convirtió en la 
de menor incidencia. También hubo una 
disminución, menos acelerada pero igual-
mente significativa, en la pobreza extrema.

Para este Informe Estado de la Nación 
2017 se llevó a cabo una investigación 
especial que incluyó el procesamiento y 
análisis de datos estadísticos y documen-
tos sobre la región Chorotega, así como 
la realización de talleres de consulta en 
Liberia y Cañas.

El principal hallazgo es que, aunque la 
pobreza viene disminuyendo en Guana-

caste, no se encontró evidencia robusta 
para justificar el fuerte cambio de los 
últimos dos años, por lo que la hipótesis 
más fuerte para explicar los resultados 
es que son efecto de varios ajustes me-
todológicos realizados por el Instituto 
Nacional de Estadísticas y Censos en 
las Enaho de 2014 y 2015. 

Dado que esta disminución es muy 
reciente, no es correcto hacer afirma-
ciones contundentes sobre un cambio 
estructural en las condiciones de vida de 
la población, en especial porque persisten 
dudas sobre los factores que subyacen a 
esa variación. Lo que se sabe en 2017 
es que la provincia de Guanacaste, que 
muestra la Enaho en la actualidad, es 
considerablemente más urbana y con 
una economía más ligada a los servicios, 
que lo reflejado por la misma encuesta 
hace algunos años. Básicamente, luego 
de los ajustes metodológicos, la Enaho 
parece capturar una realidad distinta en 
las condiciones de empleo y localización 
de la población.

Para entender las causas de la dismi-
nución reportada en 2015 y 2016 es 
necesario examinar el comportamiento 
del mercado de trabajo y la política so-
cial. En el primer caso se esperaría una 
combinación positiva de más ocupación 
y mejores ingresos, y en el segundo una 
mayor inversión en programas sociales 
y un aumento en el número de bene-
ficiarios. 

Con respecto a los ingresos, entre 2014 
y 2016 se registró un fuerte incremento 
en términos reales en el ingreso total del 
hogar (que considera todas las fuentes), 
que ascendió a 818.116 colones corrien-
tes en el último año, el segundo más alto 
entre todas las regiones de planificación, 
solo por debajo de la Central. Por otra 
parte, los indicadores arrojan dudas sobre 
la calidad del empleo generado. Por ejem-
plo, la participación laboral de las mujeres 
ha crecido, pero los nuevos puestos se 
concentran en servicios domésticos, una 
actividad con baja remuneración y escasa 
protección social. En Guanacaste es alto 



10

el porcentaje de hogares con jefatura 
femenina (36,1%), un indicador que 
está asociado a la pobreza.

En cuanto a la política social, dado 
que tradicionalmente Guanacaste se 
consideraba una de las regiones con más 
zonas de bajo desarrollo relativo, en la 
administración Solís Rivera ha recibido 
una alta prioridad en la focalización de 
recursos. En el programa “Puente al 
Desarrollo”, Mideplan identifica ocho 
distritos de atención prioritaria: Liberia, 
Nicoya, Santa Cruz, Bagaces, Cañas, La 
Cruz, Santa Cecilia y Sardinal. Por su 
parte, el programa “Tejiendo Desarrollo” 
tiene dos territorios y cinco cantones 
prioritarios: Santa Cruz, Carrillo, Nicoya, 
Nandayure y Hojancha.

El Informe 2017 también destaca 
que, en esta región, los servicios ganan 
participación, mientras las actividades 
agropecuarias la pierden. Históricamente 
Guanacaste se ha caracterizado por ser 
una de las provincias más pobres del 
país, con una estructura productiva muy 

ligada al sector primario tradicional 
y el desarrollo de grandes inversiones 
públicas. Hace al menos tres décadas la 
región inició un profundo cambio en su 
estructura productiva. Lo que antes fue 
una economía de base agropecuaria se ha 
ido orientando cada vez más al turismo 
y los servicios.

El empleo en actividades agrope-
cuarias pasó de representar un 25,3% 
en 2001, a solo un 13,6% en 2016, 
mientras que el empleo en hoteles y 
restaurantes (aproximación al turismo) 
creció de 9,4% a 12,8% en el mismo 
período. Un sector que ha crecido bas-
tante es el de servicio doméstico, una 
alternativa para la inserción laboral 
femenina, pero que, como se mencionó, 
se caracteriza por la precariedad laboral 
y los bajos salarios.

Adicionalmente, pasada la crisis econó-
mica mundial de 2008-2010, la región 
comenzó a recibir inversión, sobre todo 
pública, para el mejoramiento de la 
infraestructura de transporte, hospitala-

ria, de riego y comercial. En el período 
más reciente destaca la apertura de la 
Universidad Invenio en Cañas y, como 
parte de esa iniciativa, la construcción del 
proyecto “Continuum Datacenter”, que 
albergará una zona franca; actualmente 
opera en forma parcial y se espera que 
genere empleos de alta calificación en 
los próximos años. A ello se suman las 
oportunidades para personal técnico y 
de ingeniería que ofrecen las actividades 
de producción de electricidad de fuentes 
renovables en Tilarán y Cañas.

Como recomendación para futuras 
encuestas del Instituto Nacional de Es-
tadísticas y Censos (INEC) se sugie-
re ampliar la muestra en las regiones 
periféricas, pues hay indicios de que 
no está captando de manera adecuada 
las dinámicas regionales. Asimismo, el 
país carece de información actualizada 
con desagregación territorial, ya sea a 
nivel de regiones, cantones o distritos, 
que orienten la toma de decisiones en 
política pública. 
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Dado que la disminución de la pobreza 
en Guanacaste es muy reciente, no es 
correcto hacer afirmaciones contunden-
tes sobre un cambio estructural en las 
condiciones de vida de la población, en 
especial porque persisten dudas sobre los 
factores que subyacen a esa variación. Lo 
que se sabe en 2017 es que el Guanacaste 
que muestra la Enaho en la actualidad 
es considerablemente más urbano y con 
una economía más ligada a los servicios, 
que lo que reflejaba la misma encuesta 
hace algunos años. Es decir, luego de los 
ajustes metodológicos, la Enaho pare-
ce capturar una realidad distinta en las 
condiciones de empleo y localización de 
la población, cuya consolidación –o no− 
deberá analizarse en los próximos años.

Se recomienda que en futuras encues-
tas el INEC amplíe la muestra de las 
regiones periféricas, pues hay indicios 
de que no se está captando de manera 
adecuada sus dinámicas. Esto, aunado 
a la carencia que tiene el país de infor-
mación actualizada con desagregación 
territorial, ya sea por regiones, cantones 
o distritos, dificulta el diseño de políticas 
públicas y la toma de decisiones basadas 
en datos confiables y veraces. 

Tendencia de reducción de la pobreza 
en Guanacaste en el largo plazo

Como se observa en el gráfico 2.13, 
desde 1990 la pobreza total y extrema en 
Guanacaste26 exhibe una tendencia decre-
ciente, con algunas oscilaciones. Cuando 
se pasó de la Encuesta de Hogares de 
Propósitos Múltiples (EHPM), aplica-
da entre 1990 y 2009, a la Encuesta 
Nacional de Hogares (Enaho) a partir 
de 2010, hubo cambios en los resultados, 
aunque es importante tener en cuenta 
que las cifras no son comparables entre sí 
debido a cambios metodológicos27. En el 
período 2010-2014 las Enaho mostraron 
una incidencia de la pobreza total esta-
ble, superior al 30% de los hogares. Por 
el contrario, la pobreza extrema aumentó 
de 9,9% en 2010 a 12,1% en 2014. 

Para entender las causas de la disminu-
ción reportada en 2015 y 2016 es nece-
sario examinar el comportamiento del 
mercado de trabajo y la política social. 
En el primer caso se esperaría una com-
binación positiva de más ocupación y 
mejores ingresos, y en el segundo una 

Región Chorotega: distribución de hogares por zona, con datos de la Enaho 
ponderados y sin ponderar

Fuente: Elaboración propia con datos de las Enaho, del INEC.
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GRÁFICO 2.12

Región Chorotega: hogares en condición de pobreza total y extremaa/

a/ Las cifras de los períodos 1990-2009 y 2010-2016 no son comparables, debido a cambios metodológicos en las 
encuestas. 

Fuente: Elaboración propia con datos de las encuestas de hogares del INEC.
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GRÁFICO 2.13

mayor inversión en programas sociales y 
un aumento en el número de beneficia-
rios. Si el cambio en estos indicadores se 
mueve en sentido contrario, el resultado 

dependerá de la variación en cada uno de 
ellos y de su importancia relativa en el 
ingreso total de los hogares.  Las cifras del 
período 2010-2016 son contradictorias. 

Región Chorotega: hogares en condición de pobreza total y extremaa/

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos de de las encuestas de hogares del INEC.
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Región Chorotega: distribución de personas ocupadas, según rama 
de actividad
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es el de servicio doméstico, una alterna-
tiva para la inserción laboral femenina, 
pero que, como se mencionó, se caracte-
riza por la precariedad laboral y los bajos 
salarios. 

Pasada la crisis económica mundial 
de 2008-2010, la región comenzó a reci-
bir inversión, sobre todo pública, para 
el mejoramiento de la infraestructura 
de transporte, hospitalaria, de riego y 
comercial. Ejemplos de ello son la amplia-
ción de la carretera Cañas-Liberia, el 
nuevo canal de riego en el DRAT y, 
desde la iniciativa privada, la edificación 
del Hospital CIMA y la entrada en ope-
ración de una serie de nuevos hoteles. 
Todo lo anterior se suma a una creciente 
demanda del sector empresarial para la 
creación de una zona franca y el finan-
ciamiento y construcción del Mercado 
Regional Chorotega28, proyectos que 
generan grandes expectativas.

Costa Rica no posee cuentas nacio-
nales desagregadas territorialmente, por 
lo que no es posible asociar de manera 
directa el comportamiento de los indi-
cadores de pobreza con el valor agregado 
de la producción regional. A partir de la 
revisión de estadísticas complementarias 
del sector agropecuario, el turismo y la 
construcción, así como de la percepción 
de los informantes clave que participa-
ron en los talleres de consulta, se puede 
afirmar que no hay evidencia de cambios 
relevantes en las oportunidades econó-
micas y de empleo en Guanacaste en los 
último dos años.

Por el lado del sector agropecuario, la 
estructura de la producción no muestra 
cambios relevantes. La ganadería y el arroz 
prevalecen como las actividades que abar-
can las mayores proporciones de territorio, 
y en cultivos permanentes domina la caña 
de azúcar. Cuatro productos lideran las 
exportaciones agropecuarias regionales: 
melón, filetes y demás carnes de pescado, 
alcohol etílico y jugos y concentrados de 
frutas, sin grandes variaciones en los últi-
mos diez años (MAG, 2015).

En el caso de la construcción, si bien 
han crecido el número de permisos y el 
total de metros cuadrados registrados 
entre 2014 y 2016, apenas alcanzan los 
niveles del período 2004-2005 (gráfico 
2.17). Además es importante señalar que 
en cantidad de permisos de construcción, 

Región Chorotega: distribución de personas ocupadas, 
según rama de actividad

Fuente: Gómez Campos, 2017 con datos de las Enaho, del INEC.
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GRÁFICO 2.16

Guanacaste: área construida en nuevas obras y número de permisos 
de construcción

Fuente: Elaboración propia, a partir de la base de datos de permisos de construcción del INEC.
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Más información en página 89 del Informe Estado de la Nación 2017.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos, 2017 con datos de la Enaho, del INEC.
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	 ISP reduce la desigualdad en casi trece puntos (equivalente a un 32%).

	 En promedio los servicios y transferencias sociales aumentan en un 25,6% el ingreso 
total de los hogares.

Inversión social pública atenúa  
los malos resultados  

en la distribución de los ingresos

La inversión social pública (ISP), en-
tendida como los recursos que el Estado 
destina a acciones para mejorar la calidad 
de vida de la población,  posee un fuerte 
impacto en la reducción de la desigualdad 
de los ingresos.

Históricamente, América Latina se 
ha caracterizado por ser la región más 
desigual del mundo y Costa Rica no es 
ajena a esa realidad. Las asimetrías en la 
distribución de los ingresos son la causa 
y el efecto de otras desigualdades en los 
ámbitos del trabajo, la educación y la 
salud. Costa Rica pasó de ser uno de 
los países más equitativos de la región, 
a estar en rangos similares al promedio. 
El indicador más utilizado para medir la 
desigualdad de ingresos es el coeficiente 
de Gini, el cual varía entre 0 (igualdad 
total) y 1 (máxima desigualdad). Durante 
2016 su valor fue de 0,521, sin cambios 
significativos desde 2011, lo que refleja 
un estancamiento en niveles altos.

En 2016 continuó la expansión real 
de la inversión social pública, pero a un 

ritmo menor que 2015. De esta forma, 
el indicador acumuló cinco años con-
secutivos de aumento. En relación con 
el Producto Interno Bruto, la tendencia 
es creciente desde 2007, pasó de 17,7% 
en ese año, a un 23,2% en 2016.

Bajo este contexto, el Informe Estado 
de la Nación 2017 realizó un estudio 
del efecto distributivo de la inversión 
social en la equidad. Se comparó el co-
eficiente de Gini del ingreso autónomo 
de los hogares versus el que incluye la 
inversión social pública. Los resultados 
muestran que el coeficiente de Gini del 
ingreso familiar autónomo (sin transfe-
rencias públicas) es de 0,533. Si a este 
se le suma el “salario social” producto 
de la ISP se obtiene el ingreso familiar 
disponible, cuyo coeficiente es de 0,403 
y equivale a una reducción de 13 puntos 
porcentuales (32%). 

En promedio, el ingreso per cápita de 
los hogares aumenta un 25,6% gracias a la 
ISP, y el impacto es mayor en los hogares 
más pobres. Por ejemplo, en el 10% de 

hogares de menores ingresos autónomos, 
la ISP incrementa su ingreso per cápita 
más de seis veces (643%), mientras que 
en el 10% de hogares más ricos el efecto 
es de tan solo un 5%.

Este impacto no solo es significativo, 
sino que ha aumentado con el tiem-
po, producto de una creciente ISP y 
una mayor asignación a rubros de gasto 
más progresivos, como los servicios de 
educación o los programas selectivos. 
Dichos resultados se explican por un 
incremento, no solo del peso de la ISP 
(neta de pensiones contributivas) en el 
ingreso de los hogares, sino también de 
su progresividad. Los recursos de la in-
versión social pasaron de representar un 
14,4% del ingreso familiar autónomo per 
cápita en 1990, a 21% en la década de 
2000 y a 25,6% en 2016. De este modo, 
mientras la desigualdad en la distribu-
ción del ingreso familiar autónomo ha 
venido creciendo, la correspondiente al 
ingreso familiar disponible ha tendido a 
estabilizarse. Se concluye así que, cuan-
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do se utiliza un concepto más amplio 
de ingreso, se comprueba que la ISP 
ha logrado neutralizar el aumento en 
la desigualdad en la distribución del 
ingreso base.

Por otra parte, la ISP permite que las 
personas y sus hogares accedan a los 
servicios sociales públicos, ya sea de 
manera directa o mediante transferencias 
monetarias. Este Informe 2017 también 
analizó su distribución entre los distintos 
estratos de ingreso y su impacto en la 
equidad. El estudio realizado dividió 
los hogares en cinco y diez grupos de 
igual tamaño, conocidos como quintiles 
y deciles, respectivamente, ordenados de 
menor a mayor de acuerdo con su ingreso 
familiar autónomo neto per cápita, es 
decir, sin contabilizar las transferencias 
en dinero que son parte de la inversión 
social. Luego se asignó la ISP según la 
identificación de beneficiarios efectivos 
(por ejemplo, estudiantes de centros 
públicos), consumidores efectivos de 
los servicios (pacientes en consultas en 
la CCSS, por ejemplo) o subsidios y 
transferencias monetarias (pensiones y 
becas, entre otros).

En el análisis por quintiles los resul-
tados sugieren una distribución de la 
ISP bastante similar entre los grupos, 
aunque el primero y el quinto reciben 
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Ingresos de los hogares y su distribución porcentual, por decilesa/, 
según tipob/. 2016
(colones corrientes por hogar al mes)

a/ Los hogares fueron ordenados en diez grupos de igual tamaño, según su ingreso familiar autónomo per cápita 
(sin ISP) y de menor a mayor. 
b/ El ingreso autónomo se refiere al ingreso promedio del hogar per cápita mensual (sin transferencias sociales), con 
ajustes por subdeclaración.
c/ No incluye el monto de las pensiones contributivas.

Fuente: Elaboración propia a partir de Trejos y Mata, 2017.
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GRÁFICO 2.27

Inversión social municipal 
complementa ISP

En un contexto de déficit fiscal que 
dificulta mantener el ritmo de expan-
sión de la ISP por la vía del Presupuesto 
Nacional, el sector municipal emerge 
como un actor que complementa la ges-
tión y el financiamiento de los progra-
mas sociales. El Vigesimosegundo Informe 
Estado de la Nación analizó por primera 
vez este tema y planteó que los ayunta-
mientos no solo cuentan con un marco 
jurídico que los habilita para actuar en 
este ámbito, sino que, en promedio, ya 
dedican más de un 20% de sus ingresos 
a inversión social. Otra característica que 
favorece una mayor participación de los 
gobiernos locales es que podrían impul-
sar y ejecutar programas sociales con un 
enfoque territorial más preciso y, de esta 
manera, lograr mayores impactos.

La tendencia creciente en la inversión 
social municipal (ISM) durante el perío-
do 2007-2016 refleja la importancia que 
tienen estos programas para los gobier-
nos locales, pero su visión aún se centra 
en los rubros que tradicionalmente se 
han considerado de su responsabilidad, 
como obras de mejoramiento en acue-
ductos y alcantarillados, recolección 
de basura y transferencias a otros entes 

administrativos, como los comités de 
deportes y las juntas de educación. Se 
instituyó como costumbre el desarrollo 
de una labor social basada en obligacio-
nes del pasado o adquiridas por mandato 
del Gobierno Central. Como resultado 
de ello, son pocos los municipios que 
incluyen en sus presupuestos programas 
sociales distintos a los ya mencionados. 
Los casos en que existen proyectos nove-
dosos, no necesariamente corresponden a 
ayuntamientos de mayor tamaño relativo 
en presupuesto. 

Un 32% del gasto municipal se invierte 
en programas sociales

En 2016 la ISM ascendió a 130.543 
millones de colones, equivalentes a un 
32% del gasto total y un 24% de los 
ingresos totales de las municipalidades. 
En el gráfico 2.29 se ilustra la tendencia 
de esos porcentajes desde 2007, que no 
mostró fluctuaciones importantes en el 
período. Además, se incluye la propor-
ción de ingresos que los gobiernos locales 
no logran ejecutar, cifra que es similar 
a la destinada a los programas sociales. 
La ISM creció entre 2007 y 2008, luego 
disminuyó hasta 2011, y a partir de 2012 
retomó la tendencia al alza. No obstante, 
en 2014 y 2015 el aumento estuvo por 

debajo de la variación en los ingresos y 
gastos totales, por lo que la ISM perdió 
peso relativo. Esa situación se revirtió 
en 2016. 

El destino de la ISM refleja las labores 
tradicionalmente asignadas a los gobier-
nos locales39 (gráfico 2.30). En 2016 el 
rubro más importante fue la recolección 
y depósito de basura, con un monto 
de 43.471 millones de colones. Se debe 

Evolución del coeficiente de Gini, 
según tipos de ingreso familiar per 
cápitaa/. Varios años

a/ El ingreso familiar autónomo excluye las transfe-
rencias estatales en dinero, mientras que el ingreso 
familiar disponible sí las considera, junto con el resto 
de la ISP. 

Fuente: Trejos y Mata, 2017, con datos de la STAP, INEC, 
BCCR y otras instituciones públicas.
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GRÁFICO 2.28

Inversión social municipal (ISm) 
como porcentaje del ingreso total 
(IT) y del gasto total (GT) municipal, 
e ingreso total no ejecutado

Fuente: Elaboración propia a partir de Navarro, 2017, 
con datos de la Contraloría General de la República.
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Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, a partir de Trejos y Mata, 2017.
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Ingresos de los hogares y su distribución porcentual, por decilesa/, 
según tipob/. 2016
(colones corrientes por hogar al mes)

a/ Los hogares fueron ordenados en diez grupos de igual tamaño, según su ingreso familiar autónomo per cápita 
(sin ISP) y de menor a mayor. 
b/ El ingreso autónomo se refiere al ingreso promedio del hogar per cápita mensual (sin transferencias sociales), con 
ajustes por subdeclaración.
c/ No incluye el monto de las pensiones contributivas.

Fuente: Elaboración propia a partir de Trejos y Mata, 2017.
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Inversión social municipal 
complementa ISP

En un contexto de déficit fiscal que 
dificulta mantener el ritmo de expan-
sión de la ISP por la vía del Presupuesto 
Nacional, el sector municipal emerge 
como un actor que complementa la ges-
tión y el financiamiento de los progra-
mas sociales. El Vigesimosegundo Informe 
Estado de la Nación analizó por primera 
vez este tema y planteó que los ayunta-
mientos no solo cuentan con un marco 
jurídico que los habilita para actuar en 
este ámbito, sino que, en promedio, ya 
dedican más de un 20% de sus ingresos 
a inversión social. Otra característica que 
favorece una mayor participación de los 
gobiernos locales es que podrían impul-
sar y ejecutar programas sociales con un 
enfoque territorial más preciso y, de esta 
manera, lograr mayores impactos.

La tendencia creciente en la inversión 
social municipal (ISM) durante el perío-
do 2007-2016 refleja la importancia que 
tienen estos programas para los gobier-
nos locales, pero su visión aún se centra 
en los rubros que tradicionalmente se 
han considerado de su responsabilidad, 
como obras de mejoramiento en acue-
ductos y alcantarillados, recolección 
de basura y transferencias a otros entes 

administrativos, como los comités de 
deportes y las juntas de educación. Se 
instituyó como costumbre el desarrollo 
de una labor social basada en obligacio-
nes del pasado o adquiridas por mandato 
del Gobierno Central. Como resultado 
de ello, son pocos los municipios que 
incluyen en sus presupuestos programas 
sociales distintos a los ya mencionados. 
Los casos en que existen proyectos nove-
dosos, no necesariamente corresponden a 
ayuntamientos de mayor tamaño relativo 
en presupuesto. 

Un 32% del gasto municipal se invierte 
en programas sociales

En 2016 la ISM ascendió a 130.543 
millones de colones, equivalentes a un 
32% del gasto total y un 24% de los 
ingresos totales de las municipalidades. 
En el gráfico 2.29 se ilustra la tendencia 
de esos porcentajes desde 2007, que no 
mostró fluctuaciones importantes en el 
período. Además, se incluye la propor-
ción de ingresos que los gobiernos locales 
no logran ejecutar, cifra que es similar 
a la destinada a los programas sociales. 
La ISM creció entre 2007 y 2008, luego 
disminuyó hasta 2011, y a partir de 2012 
retomó la tendencia al alza. No obstante, 
en 2014 y 2015 el aumento estuvo por 

debajo de la variación en los ingresos y 
gastos totales, por lo que la ISM perdió 
peso relativo. Esa situación se revirtió 
en 2016. 

El destino de la ISM refleja las labores 
tradicionalmente asignadas a los gobier-
nos locales39 (gráfico 2.30). En 2016 el 
rubro más importante fue la recolección 
y depósito de basura, con un monto 
de 43.471 millones de colones. Se debe 

Evolución del coeficiente de Gini, 
según tipos de ingreso familiar per 
cápitaa/. Varios años

a/ El ingreso familiar autónomo excluye las transfe-
rencias estatales en dinero, mientras que el ingreso 
familiar disponible sí las considera, junto con el resto 
de la ISP. 

Fuente: Trejos y Mata, 2017, con datos de la STAP, INEC, 
BCCR y otras instituciones públicas.
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Inversión social municipal (ISm) 
como porcentaje del ingreso total 
(IT) y del gasto total (GT) municipal, 
e ingreso total no ejecutado

Fuente: Elaboración propia a partir de Navarro, 2017, 
con datos de la Contraloría General de la República.
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Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Trejos 
y Mata, 2017, con datos de la STAP, INEC, BCCR y 
otras instituciones públicas.

Más información en página 97 del Informe Estado de la Nación 2017.

un poco más que su peso poblacional, a 
costa del tercero y el cuarto. Al analizar 
la composición relativa se observa que 
cerca del 70% de la ISP que reciben los 
dos quintiles más pobres proviene de 
los servicios de educación y salud, cifra 
que sube al 80% cuando se agregan los 
programas de vivienda. La estructura es 
similar en la parte media de la distribu-
ción, es decir, en el tercer quintil, pero 
cambia en los dos más ricos. En estos 
adquieren protagonismo los servicios 
de protección social y lo pierde, sobre 
todo, la educación. Por criterio de acceso, 
los programas universales son los más 
importantes para los hogares pobres o 
vulnerables, los cuales perciben dos de 
cada tres colones de la ISP. Esos pro-
gramas, junto con los selectivos, dan 
cuenta de más del 90% de la inversión 
que obtiene este grupo.
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	 En el cuarto trimestre de 2016 y los dos primeros de 2017 se observan signos de 
recuperación en el mercado de trabajo, sin embargo, se acompañó de un aumento 
del empleo informal.

	 Enaho 2016 revela que solo un 37,8% de la población ocupada disfruta de todas las 
garantías laborales; mientras que un 18,6% no tiene acceso a ninguna de ellas. 

Desempeño del mercado laboral mejora,  
pero con resultados dispares

El mercado de trabajo mejoró su des-
empeño a finales de 2016 e inicios de 
2017 después de dos años de registrar 
cifras negativas,  que se reflejó en un 
crecimiento de las tasas de participa-
ción laboral y una disminución en el 
desempleo; no obstante, estas mejoras 
son dispares y no generalizadas.

A partir del tercer trimestre de 2010, 
el Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censo (INEC) realiza trimestralmente la 
Encuesta Continua de Empleo (ECE). 
El análisis del mercado laboral basado 
en esa fuente indica que hacia finales 
de 2016 se empezó a observar signos de 
recuperación, luego de un desempeño 
negativo en el segundo trimestre de 2015 
y que se intensificó en los dos primeros 
de 2016. Durante ese período se contra-
jeron la fuerza de trabajo y las personas 
ocupadas, el desempleo se estancó en 
niveles altos y disminuyeron las tasas netas 
de participación laboral y de ocupación. 

El Informe Estado de la Nación 2017 in-
dica que aún es pronto para asegurar que 

efectivamente ha mejorado el panorama 
laboral, pues la información disponible 
hasta el momento muestra que las buenas 
noticias se conjugan con la expansión 
de la informalidad y la persistencia de 
brechas de género.

Las mujeres son las más perjudicadas 
en épocas negativas y se recuperan más 
lentamente en las fases de crecimiento. 
Por ejemplo, entre el segundo trimestre 
de 2015 y el tercero de 2016 la fuerza de 
trabajo disminuyó en 75.102 personas, de 
las cuales 52.330 eran mujeres. Al mejorar 
la situación, entre el cuarto trimestre de 
2016 y el segundo de 2017, el mismo 
indicador aumentó en 73.188 personas, 
de las cuales 25.954 eran mujeres. En otras 
palabras, en el período de contracción de la 
fuerza laboral, el 70% de las personas que 
quedaron desempleadas fueron mujeres, 
pero en los trimestres de reactivación tan 
solo representan un 35% del incremento.

En cuanto al desempleo entre 2014 y 
2016 osciló alrededor de un 9,5%, con 
mayor afectación a las mujeres (12%) 

que a los hombres (8%). A partir del 
cuarto trimestre de 2016 se observa una 
reducción interanual significativa. Dos de 
cada tres personas desempleadas tienen 
secundaria incompleta o menos, y una 
de cada diez es profesional con título 
(este grupo representa el 20% de los 
ocupados). Cabe destacar que, aunque las 
personas con educación universitaria son 
pocas entre las desempleadas, muestran 
una tendencia creciente en el período 
analizado, en especial las no graduadas.

Al desagregar la variación interanual de 
las personas ocupadas (o generación de 
empleo) según actividades productivas, 
se obtienen resultados heterogéneos. De 
acuerdo con la ECE, en el período 2010-
2017 la generación de empleo (o puestos 
de trabajo) ascendió a 35.000 en prome-
dio por año, de los cuales 31.000 han 
sido informales y solo 4.000 formales.

El análisis que realiza el Informe 2017 
muestra que los sectores más perjudica-
dos en la fase de contracción, como el 
informal, el privado y las ocupaciones de 
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calificación media, fueron también los 
que más crecieron durante la expansión. 
Las ocupaciones no calificadas aún no 
se recuperan, el empleo formal no se vio 
afectado en la etapa contractiva, lo mismo 
que las ocupaciones de calificación alta, 
aunque estas últimas han disminuido 
en la fase expansiva. Cabe destacar el 
aumento del empleo público, que podría 
estar relacionado con las actividades de 
educación y salud.

Otros grupos que fueron muy afectados 
en los trimestres de contracción laboral 
y que se han venido recuperando son los 
jóvenes de entre 15 y 24 años, los adultos 
mayores de 45, incluidos los mayores de 
60, y las personas con niveles de educa-
ción de primaria completa, secundaria 

incompleta y universitaria sin título
Asimismo, los datos de la Enaho 2016 

revelan que solo un 37,8% de la po-
blación ocupada disfruta de todas las 
garantías laborales establecidas en el 
Código de Trabajo que son captadas 
por la encuesta: aguinaldo, días pagos 
por enfermedad, derecho a vacaciones, 
seguro de riesgos del trabajo, pago de 
horas extra y aseguramiento directo 
ante la CCSS. En el extremo opuesto, 
un 18,6% no tiene acceso a ninguna de 
ellas. La garantía que más se cumple es el 
pago del aguinaldo (tres de cada cuatro 
trabajadores) seguida por la cobertura 
del seguro social y las vacaciones (poco 
más de dos de cada tres ocupados). La 
menos acatada es el reconocimiento 

de horas extra, que se pagan solo en la 
mitad de los casos. 

En la situación más extrema, en la que 
más de la mitad de los trabajadores no 
disfruta de garantías laborales o recibe 
solo una, están los pobres y los pobres 
extremos, las personas que brindan ser-
vicios domésticos y la población adulta 
mayor. Adicionalmente, las personas 
migrantes, los obreros de la construcción 
y del sector agropecuario, los empleados 
del sector transporte, las personas de 
entre 15 y 24 años y las mujeres registran 
porcentajes de cumplimiento inferiores al 
promedio nacional. En el otro extremo, 
los mayores niveles de acatamiento se 
dan en los sectores financiero, salud, 
enseñanza, industria y comercio.

Variación interanual neta de las personas ocupadas en períodos 
trimestrales seleccionados, según características del empleo
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observada en el segundo trimestre de 
2017, de 125.000 empleos apenas logró 
compensar la pérdida ocurrida un año 
antes (132.000). Además, al comparar 
esa cifra con otros indicadores econó-
micos, no se encuentra una explicación 
robusta que la respalde. 

En promedio, un 42% de las perso-
nas ocupadas trabaja en la informali-
dad, según la definición del INEC18. Del 
empleo creado por año desde 2010, alre-
dedor de 31.000 puestos han sido infor-
males y solo 4.000 formales. Esta asime-
tría se ratifica al estimar y comparar los 
coeficientes de correlación de Pearson19  
entre la generación de empleos totales y 
las dos modalidades de ocupación: 0,74 
en el caso de los puestos informales, ver-
sus 0,41 en los formales. Es decir, el dina-
mismo reciente del empleo es explicado 
principalmente por la informalidad. El 
gráfico 2.3 también desglosa la informa-
ción por sector y permite observar que 
en los trimestres de expansión, como en 
2013 o 2017, el empleo informal tam-
bién creció, mientras que en épocas de 
contracción, como en 2015 y 2016, dis-
minuyó. Por el contrario, la tendencia del 
empleo formal es muy estable, sobre todo 
a partir de 2014. 

Al desagregar la variación interanual 
de las personas ocupadas (o generación 
de empleo) según actividades producti-
vas, se obtienen resultados heterogéneos. 
Primero, el sector terciario (comercio y 
servicios), al tener el mayor peso relativo 
en el empleo total (superior al 70%), es el 
que más influye en las tendencias genera-
les. Sufrió una severa contracción por dos 
años consecutivos (2015-2016), pero se 
reactivó en los dos primeros trimestres de 
2017. Entre las actividades con más creci-
miento están enseñanza, salud, transpor-
te, comercio e industria manufacturera, 
aunque en algunas de ellas durante el 
2016 apenas se logró compensar los pues-
tos perdidos. Segundo, el sector primario 
(o agropecuario) ha mostrado tendencias 
opuestas en los últimos años: luego de 
un período de crecimiento importante, 
desde el tercer trimestre de 2014 hasta el 
segundo de 2015, entró en una larga fase 
contractiva que se extendió del cuarto 
trimestre de 2015 al primero de 2017. 
Tercero, hay dos sectores que han perdi-
do empleos desde el cuarto trimestre de 

2015 y en el segundo de 2017 aún no se 
habían recuperado: servicio doméstico y 
construcción. 

El gráfico 2.4 muestra la variación inte-
ranual promedio del empleo en algunas 
categorías seleccionadas para dos perío-
dos recientes. Es claro que los secto-
res más perjudicados en la fase de con-

tracción, como el informal, el privado y 
las ocupaciones de calificación media, 
fueron también los que más crecieron 
durante la expansión. Las ocupaciones 
no calificadas aún no se recuperan, el 
empleo formal no se vio afectado en 
la etapa contractiva, lo mismo que las 
ocupaciones de calificación alta, aunque 

Variación interanual de las personas ocupadas, por trimestres, 
según formalidad del empleo

Fuente: Elaboración propia con datos de las ECE, del INEC.
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Más información en página 79 del Informe Estado de la Nación 2017.

Evolución de la fuerza de trabajo, personas ocupadas y desempleadas, 
por trimestres
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heterogénea y con amplia presencia 
de sectores poco productivos. Las bre-
chas de productividad reflejan y a la vez 
refuerzan asimetrías en capacidades, en 
la calidad de los empleos y los salarios, el 
poder de negociación, el acceso a redes 
de protección social y las opciones de 
movilidad ocupacional ascendente a lo 
largo de la vida laboral. Así, se propi-
cian círculos viciosos no solo de pobreza, 
inequidad y bajo crecimiento, sino tam-
bién de lento aprendizaje y débil cambio 
estructural (Cepal, 2016). 

En sus últimas ediciones, el Informe 
Estado de la Nación ha documentado que 
la generación de empleo en el país ha sido 
modesta, en el contexto de un dinamis-
mo económico que no está alcanzando 
para ofrecer mayores oportunidades a 
la población (para más detalles véase el 
capítulo 3). No obstante, hacia finales del 
año 2016 e inicios del 2017 la oferta del 
mercado de trabajo dio señales de recupe-
ración. Aún es pronto para asegurar que 
efectivamente ha mejorado el panorama 
laboral, pues la información disponible 
hasta el momento muestra resultados 
dispares y avances no generalizados, ya 
que las buenas noticias −como la reduc-
ción del desempleo y el crecimiento de 
los puestos de trabajo− se conjugan con 
la expansión de la informalidad y la per-
sistencia de brechas de género. 

Cada trimestre, a partir del tercero 
de 2010, el INEC realiza la Encuesta 
Continua de Empleo (ECE). El análisis 
del mercado laboral basado en esa fuente 
indica que, en efecto, en el cuarto trimes-
tre de 2016 y los dos primeros de 201714  
empezaron a observarse signos de recupe-
ración, luego de un desempeño negativo 
iniciado en el segundo trimestre de 2015 
y que se intensificó en los dos primeros de 
2016. Durante ese período se contrajeron 
la fuerza de trabajo y las personas ocu-
padas, el desempleo se estancó en nive-
les altos y disminuyeron las tasas netas 
de participación laboral y de ocupación, 
sobre todo entre las mujeres. 

El gráfico 2.2 muestra la evolución en 
el número de personas que participan 
en el mercado laboral. Destaca la con-
tracción que se dio a partir del segun-
do trimestre de 2015, así como el com-
portamiento inestable en la cantidad de 
personas desempleadas, cuya tendencia 

decreciente se mantuvo hasta el segundo 
trimestre del 2017. 

Las tendencias negativas también se 
presentaron en las tasas netas de parti-
cipación laboral (TNP) y de ocupación, 
y aunque se comenzaron a recuperar en 
los últimos tres trimestres analizados, 
aún no alcanzan el promedio del período 
(2010-2017). La situación es especial-
mente preocupante para las mujeres, cuya 
TNP se mantiene en 45%, muy inferior 
a los máximos niveles registrados por la 
ECE a finales del 2013, que ya de por sí 
eran bajos. 

Las mujeres son las más perjudicadas 
en épocas negativas y se recuperan más 
lentamente en las fases de crecimiento. 
Por ejemplo, entre el segundo trimestre 
de 2015 y el tercero de 2016 la fuerza 
de trabajo disminuyó en 75.102 perso-
nas, de las cuales 52.330 eran mujeres. 
Al mejorar la situación, entre el cuarto 
trimestre de 2016 y el segundo de 2017, 
el mismo indicador aumentó en 73.188 
personas, de las cuales 25.954 eran muje-
res. En otras palabras, en el período de 
contracción de la fuerza laboral, el 70% 
de las personas que quedaron desemplea-
das fueron mujeres, pero en los trimestres 
de reactivación ellas tan solo explican un 
35% del incremento. 

En cuanto al desempleo, entre 2014 y 
2016 osciló alrededor de un 9,5%, afec-
tando más a las mujeres (12%) que a los 
hombres (8%). A partir del cuarto tri-

mestre de 2016 se observa una reducción 
interanual significativa. Dos de cada tres 
personas desempleadas tienen secunda-
ria incompleta o menos, y una de cada 
diez es profesional con título (este grupo 
representa el 20% de los ocupados). Cabe 
destacar que, aunque las personas con 
educación universitaria son pocas entre 
las desempleadas, muestran una tenden-
cia creciente en el período analizado, en 
especial las no graduadas. 

También disminuyeron las tasas de 
presión general15, desempleo ampliado16  
y ocupados con subempleo17 que benefi-
ciaron de manera más significativa a los 
hombres. Sin embargo, en el segundo 
trimestre de 2017 todos esos indicado-
res aumentaron (excepto el desempleo 
abierto, que bajó), sobre todo entre las 
mujeres. 

Según la ECE, en el período 2010-
2017 la generación de empleo (o puestos 
de trabajo), medida como la variación 
interanual de las personas ocupadas, 
ascendió a 35.000 en promedio por año 
(gráfico 2.3). La serie muestra impor-
tantes fluctuaciones en los primeros tri-
mestres de la encuesta, por lo que, si se 
restringe el análisis a un período más 
estable, por ejemplo a partir del 2013, el 
promedio cae a escasos 12.250 empleos 
por año. También es evidente la fuerte 
contracción registrada entre los terceros 
trimestres de 2015 y 2016, que llegó a 
-63.000 puestos. La notable recuperación 

Evolución de la fuerza de trabajo, personas ocupadas y desempleadas, 
por trimestres

Fuente: Elaboración propia con datos de las ECE, del INEC.

GRÁFICO 2.2

140.000 

160.000 

180.000 

200.000 

220.000 

240.000 

260.000 

280.000 

1.200.000 

1.400.000 

1.600.000 

1.800.000 

2.000.000 

2.200.000 

2.400.000 

III IV I II III IV I II III IV I II III IV I II III IV I II III IV I II III IV I II 

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 

Pe
rs

on
as

 d
es

em
pl

ea
da

s 

Fu
er

za
 d

e 
tr

ab
aj

o 
y 

pe
rs

on
as

 o
cu

pa
da

s 

Trimestres 

Fuerza de trabajo Personas ocupadas Personas desempleadas 

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos de la ECE, del INEC.





19

	 En 2016 la Red Nacional de Cuido registró 1.157 centros infantiles financiados total 
o parcialmente por el Estado, que atendían a 52.190 niños y niñas en todo el país.

	 Coordinación de la Redcudi es débil y mantiene un enfoque de atención a la pobreza.

Red Nacional de Cuido  
y Desarrollo Infantil: poca coordinación  

y múltiples actores disímiles repercuten  
en la calidad de los servicios

Los problemas de coordinación y las di-
ferencias en las modalidades de atención 
de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo 
Infantil (Redcudi) afectan el manejo y 
calidad de los servicios brindados.

Esta red forma parte del sistema de 
protección social de Costa Rica, en el 
componente de atención a la primera 
infancia e incluye a proveedores de ser-
vicios públicos (CEN-Cinai) y privados 
(centros infantiles, hogares comunitarios, 
otras modalidades de atención, coopera-
tivas) y los centros de cuido y desarrollo 
infantil (Cecudi). 

Durante 2016 la Redcudi benefició 
a 52.190 niños y niñas, con amplia 
dispersión cantonal. Con respecto al 
porcentaje de la población de 0 a 6 años 
que atiende la Redcudi, el promedio 
nacional es de 9,8%, con importantes 
variaciones territoriales, que oscilan entre 
1,3% en Tarrazú y 22,6% en Goicoechea. 

La distribución geográfica muestra dos 
patrones: coberturas muy bajas en la ma-
yoría de los cantones y una concentración 
de tasas más altas en Guanacaste y la 
Gran Área Metropolitana (GAM), esto 
demuestra que no existe una asociación 
clara entre los índices de pobreza y el 
alcance de la Red.

Para este Informe Estado de la Nación 
2017 se llevó a cabo una investigación 
cualitativa (realización de tres talleres con 
base en una muestra de entre 25% y 30% 
de los centros de la GAM, procurando 
representatividad geográfica y una cuota 
proporcional al total de establecimientos 
por provincia) sobre las percepciones de 
los proveedores con respecto al servicio 
prestado, los impactos en las familias y 
los desafíos para consolidar y ampliar 
esta Red. El principal hallazgo de este 
estudio es que la Redcudi está conforma-
da por muchos actores de características 

disímiles (incluyendo proveedores e ins-
tituciones de apoyo) y centros infantiles 
de tamaños, niveles de involucramiento 
y formas de operación muy diferentes.

La investigación deja en evidencia los 
graves problemas de coordinación, ya 
que los distintos miembros de la Red 
no conocen con exactitud lo que hacen 
unos y otros, sus públicos meta, su ca-
pacidad, enfoque y requisitos, por lo que 
terminan compitiendo por los mismos 
beneficiarios y dejando sin atención a 
muchos otros beneficiarios potenciales. 

Este desconocimiento genera malos 
entendidos, incertidumbre continua y, 
ante la falta de una rectoría efectiva del 
sector, a que se difunda información 
inexacta sobre los proveedores. Algunos 
administradores se quejan de la falta de 
planificación en cuanto a la localización 
de los planteles, pues se construyeron 
en sitios alejados de los lugares donde 
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residen los beneficiarios, lo cual implica 
largos y costosos desplazamientos para 
las madres y sus hijos, lo que desalienta 
el uso de los servicios. La incorporación 
no planificada de nuevos actores, así 
como el estímulo de unos en detrimento 
de otros, genera un ambiente de trabajo 
inadecuado. 

También se elaboró un perfil de los 
principales beneficiarios de los centros 
infantiles atendidos por el IMAS durante 
el 2016. La población atendida se con-
centró en el rango de 1 a 6 años. Hay 
una leve sobrerrepresentación masculina 
(52%), casi la totalidad son costarricenses 
y un 44% ingresó al centro con 2 años 
o menos de edad. En promedio, solo 
un 6,3% recibe el servicio de cuido en 

un cantón distinto al de su residencia. 
Es interesante el caso de la provincia de 
Heredia, donde ese porcentaje se eleva 
a 17,1%. 

Aunque se pretende que sea una po-
lítica universal, en la actualidad está 
claramente focalizada en familias pobres 
y en pobreza extrema, que representan 
el 97% de los beneficiarios (según el 
método de medición de la pobreza del 
IMAS). Las características de las jefaturas 
de los hogares muestran que el 81% es 
encabezado por mujeres, proporción 
que se reduce al 76% si se considera a 
las que no tienen pareja. Según condi-
ción de actividad, un 41% tiene empleo 
permanente, un 32,2% realiza labores 
estacionales, un 15,8% trabaja en servicio 

doméstico, un 5,2% está desempleado 
y un 4,5% estudia. El 81% de la jefas 
de hogares tiene educación secundaria 
incompleta o menos.

El Informe 2017 señala que convertir 
el cuido de personas dependientes en 
una responsabilidad social y, por tanto, 
en otro pilar del sistema de protección 
social y una fuente más de derechos, 
implica superar los problemas que has-
ta ahora ha enfrentado la Redcudi en 
términos de organización institucional, 
administrativa y financiera. Asimismo, 
implica promover cambios normativos 
orientados a crear condiciones laborales 
más equitativas, de modo que se logre 
compatibilizar las actividades productivas 
con la obligación compartida del cuido.
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una Secretaría Técnica, como órga-
no adscrito al ministerio que ejerza la  
rectoría del sector social, o en su defecto 
al IMAS, y le otorga la función de coor-
dinar los distintos actores y actividades. 
En la actualidad esa instancia opera den-
tro de la estructura del IMAS.  

Asimismo, la Ley ratifica que el Fodesaf 
es la principal fuente de financiamiento 
de la Redcudi, y señala que este debe 
asignar al menos un 4% de sus ingresos 
a ese fin. Sin embargo, hoy en día esos 
recursos solo costean los servicios sub-
sidiados por el IMAS, entre ellos los 
Cecudi. El Ministerio de Salud (Minsa) 
financia los CEN-Cinai (el único progra-
ma de la Red a su cargo) con fondos del 
Presupuesto Nacional, complementados 
con una dotación adicional de recursos 
provenientes del Fodesaf, según manda-
to de una ley anterior. Los programas a 
cargo del PANI son cubiertos en su tota-
lidad a través del Presupuesto Nacional. 

A finales de 2016 la Redcudi estaba 
constituida por 1.157 centros infantiles 
financiados total o parcialmente por el 
Estado, distribuidos por todo el país. 
Con base en los registros de permisos 
para operar, la Secretaría Técnica estima 
que, fuera de la Red, existen alrededor 
de 1.600 establecimientos privados que 
ofrecen servicios de cuido (E: Araya, 
2017 y Esquivel, 2017). 

En 2016 la Redcudi benefició a 52.190 
niños y niñas, con amplia dispersión 
cantonal

Según el Plan Nacional de Desarrollo 
2015-2018, al entrar en vigencia la Ley 
9220 las instituciones que ya prestaban 
servicios de cuido con financiamiento 
del Estado cubrían a poco más de 34.000 
personas, en casi mil centros. Como meta 
para el 2016 se esperaba alcanzar una 
cobertura cercana a 62.000 beneficiarios 
(Mideplan, 2014a). La Secretaría Técnica 
de la Redcudi estima que al final de ese 
año la meta se había cumplido en un 
84%, ya que el IMAS y el PANI supera-
ron levemente sus respectivas metas y los 
CEN-Cinai atendieron a alrededor del 
65% de su población objetivo. En total, 
la cobertura de la Red en 2016 fue de 
52.190 niños y niñas.

La composición del número de centros 
y beneficiados según institución ejecu-

tora y modalidad se muestra en el grá-
fico 2.32. La atención se reparte entre 
el IMAS (52,1%) y el Minsa (41,5%).  
El PANI tiene una participación margi-
nal, de tan solo un 6,4%. 

En el mapa 2.1 se ilustran los resulta-
dos de una aproximación al porcentaje 
de la población de 0 a 6 años que atiende 
la Redcudi por cantón40. El promedio 
nacional es de 9,8%, con importantes 
variaciones territoriales, que oscilan entre 
1,3% en Tarrazú y 22,6% en Goicoechea. 
La distribución geográfica muestra dos 
patrones: coberturas muy bajas en la 
mayoría de los cantones y una concen-
tración de tasas más altas en Guanacaste 
y la Gran Área Metropolitana (GAM). 
No existe una asociación clara entre los 
índices de pobreza y el alcance de la Red. 

Al analizar la cobertura en términos de 
instituciones ejecutoras (IMAS, PANI y 
Minsa), se observa que solo diecinueve 
municipios tienen oferta de los distintos 
tipos de centros adscritos a las tres enti-
dades. La mayoría (doce) son cantones de 
la GAM, o del resto de la región Central 
(Palmares y San Ramón). Los otros cinco 
están en el resto del país e incluyen dos 
cabeceras de provincias costeras (Limón 

y Puntarenas), Los Chiles, Tilarán y 
Turrialba. El porcentaje promedio de 
beneficiarios es de apenas un 11,6% de 
la población menor de 7 años en cada 
cantón y los municipios citados aportan 
un 48% de los niños y niñas atendidos 
por la Red.

 En el otro extremo, un grupo de diez 
cantones tiene presencia de solo un tipo 
de centro (nueve son CEN-Cinai, a cargo 
del Minsa, y el otro es un centro infan-
til privado que recibe un subsidio del 
IMAS). La población atendida equivale 
a tan solo un 1,9% de los beneficiarios 
del país. Siete de esos cantones se ubican 
en las regiones periféricas y tres en la 
Central (fuera de la GAM). El porcentaje 
promedio de cobertura de los niños y 
niñas de 0 a 6 años es de 5%. Finalmente, 
el grupo mayoritario lo constituyen 52 
cantones donde operan dos modalidades: 
CEN-Cinai y centros que operan con 
recursos del IMAS. La tasa promedio 
de atención es de un 9% y el aporte a la 
cobertura nacional de la Red es del 50%.

A partir del Sistema de Información 
Social del IMAS (conformado por las 
bases de datos SIPO y Saben) se iden-
tificaron algunas características de los 

Cantidad de centros infantiles y número de niños y niñas beneficiarias, 
según institución ejecutora de la Redcudi. A diciembre de 2016

Fuente: Gómez Campos, 2017 con datos de la Secretaría Técnica de la Redcudi, del IMAS.
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GRÁFICO 2.32
Cantidad de centros infantiles y número de niños y niñas beneficiarias, 
según institución ejecutora de la Redcudi. A diciembre de 2016

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos, 2017 con datos de la Secretaría 
Técnica de la Redcudi, el IMAS.
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niños y niñas que asisten centros de 
cuido subsidiados por esa institución  
(gráfico 2.33), los cuales son mayorita-
riamente privados y acogen al 52% de 
los beneficiarios de la Red. En 2016, la 
población atendida se concentró en el 
rango de 1 a 6 años. Hay una leve sobre-
rrepresentación masculina (52%), casi la 
totalidad son costarricenses y un 44% 
ingresó al centro con 2 años o menos de 
edad. En promedio, solo un 6,3% recibe 
el servicio de cuido en un cantón distinto 
al de su residencia. Es interesante el caso 
de la provincia de Heredia, donde ese 
porcentaje se eleva a 17,1%. 

Aunque se pretende que esta sea una 
política universal, en la actualidad está 
claramente focalizada en familias pobres 
y en pobreza extrema, que representan el 
97% de los beneficiarios (según el méto-
do de medición de la pobreza del IMAS). 
Las características de las jefaturas de los 
hogares muestran que el 81% es enca-
bezado por mujeres, proporción que se 
reduce al 76% si se considera a las que no 
tienen pareja. Según condición de activi-
dad, un 41% tiene empleo permanente, 
un 32,2% realiza labores estacionales, 
un 15,8% trabaja en servicio doméstico, 
un 5,2% está desempleado y un 4,5% 
estudia. El 81% de los jefes o jefas de 
los hogares tiene educación secundaria 
incompleta o menos.

Una red con muchos actores dispares
Con el fin de ahondar en la percep-

ción sobre el trabajo de la Redcudi y su 
impacto en las familias, se realizó una 
investigación cualitativa con proveedores 
de las diversas modalidades de servicios, 
provenientes de distintas zonas de la 
GAM. 

Se efectuaron tres talleres, en San José. 
Para la selección de las personas invitadas 
se utilizaron listas de centros infantiles 
según modalidad de atención, suminis-
tradas por la Secretaría Técnica de la 
Redcudi. Para cada taller se escogió una 
muestra de entre 25% y 30% de los cen-
tros de la GAM, procurando representa-
tividad geográfica y asignando una cuota 
proporcional al total de establecimien-
tos por provincia. El cuadro 2.3 resume 
algunas características de los participan-
tes, 43 en total, de los cuales 39 eran 
mujeres. La mayor asistencia masculina 

Características seleccionadas de los beneficiarios de la Redcudi 
en programas financiados por el ImAS y las jefaturas del hogar. 2016

Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de Información Social del IMAS.
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MAPA 2.1

Porcentaje de niños y niñas de 0 a 6 años atendidos por la Redcudi, 
según cantón. 2016
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Fuente: Gómez Campos, 2017 con datos de la Secretaría Técnica de la 
Redcudi, el IMAS y estimaciones de población cantonal del INEC. 

Porcentaje de niños y niñas de 0 a 6 años atendidos por la Redcudi, 
según cantón. 2016

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos, 
2017 con datos de la Secretaría Técnica de la Redcudi, el IMAS y 
estimaciones de población cantonal del IMEC.

Más información en página 105 del Informe Estado de la Nación 2017.



Tarifas de servicios públicos  
muestran grandes diferencias
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	 Según la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos (Enigh) de 2013, 170.000 hogares 
destinan el 40% de sus gastos en: servicios públicos (23%), transporte (11%) y tele-
comunicaciones (6%).

	 Tarifas de agua y electricidad se asocian al volumen y tipos de demanda,  generando 
disparidades entre los abonados de distintas empresas.

Tarifas de servicios públicos  
muestran grandes diferencias

Los precios  de los servicios públicos 
tienen poca relación con los costos de 
producción, más bien, se asocian al vo-
lumen y características de la demanda, lo 
que genera grandes inequidades territo-
riales en las tarifas y entre los abonados 
de diferentes empresas por el uso de un 
mismo servicio.

Un estudio exploratorio elaborado 
para el Informe Estado de la Nación 2017 
analiza el efecto que tienen el marco 
regulatorio y el modelo tarifario de los 
servicios públicos sobre la distribución 
del ingreso (capacidad de pago de las 
familias con respecto al consumo de 
servicios públicos), con énfasis en las 
tarifas de la electricidad, el agua y el 
transporte público.

El Informe destaca la relevancia de 
este tema por dos razones principales. 
Por un lado, el análisis de la equidad en 
el acceso a los servicios públicos busca 
estimar la importancia que tiene el pago 
de esos servicios en la estructura del gasto 
de los hogares.

De acuerdo con la Encuesta Nacional 
de Ingresos y Gastos de los Hogares 
(Enigh) de 2013, las familias destinan un 
5,5% de sus ingresos al pago de servicios 
públicos. Por zona y región se observan 
diferencias que fluctúan desde 6,4% en 
la zona rural, hasta 6,9% y 7,5% en las 
regiones Chorotega y Pacífico Central, 
respectivamente. Cuando la información 
se ordena por quintiles de ingreso (de 
menor a mayor, según el ingreso per 
cápita del hogar), la proporción aumenta 
para los grupos más pobres. Una vez 
más, las regiones Chorotega y Pacífico 
Central son las que registran los mayores 
porcentajes, los cuales superan el 12% 
en el quintil más pobre.

Por lo tanto, conforme disminuye el in-
greso de los hogares, crece la importancia 
de los servicios públicos en su estructura 
de gasto. Para profundizar en este tema, 
el Informe 2017 aplicó un análisis de 
conglomerados que permitió identificar 
tres grupos bien delimitados. Desde el 
punto de vista de la equidad interesa el 

de menores ingresos y mayor porcentaje 
de gasto en servicios públicos, el cual 
está conformado por 170.296 hogares, 
un 12% del total del país, que perciben 
en promedio 320.000 colones mensuales 
y pagan alrededor de 55.000 colones en 
servicios públicos, un 20,3% de su gasto 
total, en contraste con el 6,7% y el 4,2% 
de los otros dos conglomerados, cuyos 
ingresos son muy superiores. 

Si al gasto total en estos servicios se le 
adiciona el 11% que representa el trans-
porte, predominantemente público para 
el grupo de menores ingresos, y el 6,2% 
de los servicios de telecomunicaciones 
(como el teléfono celular), que ha crecido 
de manera exponencial en años recientes, 
se obtiene que el conglomerado de interés 
dedica alrededor de un 40% de su gasto 
a los tres rubros antes mencionados. 
Para los otros dos grupos de hogares de 
mayores ingresos, la proporción se redu-
ce a menos de la mitad (17% y 19,5% 
del gasto total). Es claro, entonces, la 
existente desigualdad en el esfuerzo que 
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realizan algunos hogares para acceder a 
los servicios públicos, al menos desde 
la perspectiva de la capacidad de pago.

Por otro lado, los precios regulados 
por lo general evidencian subsidios cru-
zados (se presentan cuando un grupo de 
consumidores pagan tarifas por encima 
del costo asociado a la provisión de 
los servicios, mientras que otros pagan 
muy por debajo de dicho costo), que 
pueden provocar una redistribución de 
la carga de la tarifa entre distintos tipos 
de usuarios, sin que necesariamente in-
tervengan criterios de equidad. Aunque 
la legislación costarricense no contiene 
barreras que impidan la incorporación 
del principio de equidad en la fijación 
de las tarifas públicas, son escasos los 
ejemplos de mecanismos tarifarios que 
lo procuren. Históricamente, los criterios 
utilizados en este ámbito han sido de otra 
naturaleza, y predominan estructuras 
escalonadas que buscan racionalidad 
en el consumo o subsidios a favor del 
sector domiciliario, tanto en agua como 
en electricidad.

Por ejemplo, el modelo de precios del 
agua genera notables inequidades entre 
los abonados de los diferentes provee-
dores, que pagan tarifas distintas. El 
usuario no puede escoger el operador y, 
por tanto, es atendido según disponibi-
lidad o cercanía geográfica. Los clientes 
de Acueductos y Alcantarillados (AyA) 
son los que pagan el precio más alto 
por metro cúbico, y los de las Asadas y 
algunos municipios el menor. Esta com-
paración no resulta pura, pues no toma 
en cuenta factores como la continuidad 
y la calidad del servicio, ni reconoce las 
inversiones y los gastos en infraestructura. 

Si los pequeños sistemas colapsan, por 
falta de mantenimiento o inversión, es el 
AyA, a expensas de sus usuarios, el que 
termina asumiendo el servicio. 

El modelo actual incorpora subsidios 
cruzados entre y dentro de diversos seg-
mentos de consumo. El sector residencial 
que utiliza menos de 60 m3 recibe un 
subsidio que pagan el sector empresarial 
y el gobierno. También existen precios 
diferenciados que buscan premiar los 
menores consumos. Sin embargo, a fin 
de cuentas, un hogar pobre y numero-
so paga más por el agua, en términos 
absolutos y per cápita, que un hogar 
de mayor ingreso que tiene solo uno o 
dos miembros.

Por otra parte, las tarifas eléctricas se 
fijan en función del consumo, no del 
costo de producción. La actual estructura, 
que tiene más de veinticinco años de 
antigüedad, propicia inequidad incluso 

a lo interno de los sectores, es decir, entre 
hogares y entre empresas. Si un operador 
debe atender una región geográficamente 
dispersa y con pocos usuarios, el precio 
del servicio resultará más alto que el de 
otro que sirve una zona con más densidad 
de población. En la categoría residencial 
se subsidian los primeros 200 kWh, a 
todos los abonados sin distinción, sin 
que exista un criterio técnico que justi-
fique el establecimiento de ese límite. La 
categoría residencial representa el 86,5% 
del total de abonados del sistema; casi 
el 40% de ellos es atendido por el ICE 
y paga alrededor de un 10% más que el 
promedio nacional. Para los clientes de la 
CNFL, que son el 27,5%, el costo es un 
6% menor. Solo los usuarios del ICE y 
Coopesantos pagan más que el promedio.

En materia de transporte público, 
los problemas de diseño de las rutas, 
la ineficiencia del sistema y la falta de 
sectorización evidencian que el usuario 
no es una prioridad de la regulación. 
Las consideraciones de equidad están 
ausentes en las fijaciones tarifarias, con 
la única excepción del servicio gratuito 
que se brinda a las personas adultas ma-
yores en los primeros 25 kilómetros de 
su trayecto, de acuerdo con la Ley 3503; 
sin embargo, el mecanismo utilizado es 
engorroso.

Finalmente, cabe destacar un problema 
relevante al realizar este análisis de equi-
dad en las tarifas de los servicios públicos 
regulados: la escasez de información 
disponible para realizar mediciones más 
precisas y la falta de estudios sobre la 
magnitud y dirección de los subsidios 
que se aplican en esta materia.

Proporción del gasto de los 
hogares en servicios públicos, 
según quintil de ingreso per 
cápita y región. 2013
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Proporción del gasto de los hogares 
en servicios públicos, según quintil 
de ingreso per cápita y región. 
2013

Fuente: Elaboración propia con datos de la Enigh 2013, 
del INEC.
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GRÁFICO 2.34

Tema especial: equidad en los 
servicios públicos

Por primera vez el Informe Estado de la 
Nación introduce de manera exploratoria 
un análisis de los efectos de las tarifas de 
los servicios públicos regulados sobre la 
distribución del ingreso, es decir, analiza 
la capacidad de pago de las familias vis 
a vis el consumo de servicios públicos. 
El tema es relevante por dos razones. En 
primer lugar, este rubro representa una 
proporción importante del gasto total 
de los hogares, sobre todo los de menores 
ingresos. En segundo lugar, los precios 
regulados por lo general evidencian sub-
sidios cruzados, que pueden provocar 
una redistribución de la carga de la tarifa 
entre distintos tipos de usuarios, sin que 
necesariamente medien en ello criterios 
de equidad.

La principal conclusión de este ejerci-
cio es que la magnitud y dirección de los 
subsidios en el sistema de tarifas de servi-
cios públicos no han sido documentadas. 
El análisis parcial de algunos servicios 
sugiere que los precios guardan poca 
relación con los costos de producción, y 
más bien parecen asociarse al volumen 
y características de la demanda, lo que 
genera inequidades territoriales y entre 
abonados de diferentes empresas, por el 
uso de un mismo servicio. También hay 
evidencia de que los operadores que cap-
tan el mayor número de clientes no apro-

vechan las “economías de escala42”, lo que 
podría indicar problemas de eficiencia.

Vickrey, premio Nobel de Economía 
en 1996, plantea que es inevitable que 
el diseño de cualquier sistema tarifario 
presente una tensión entre eficiencia y 
equidad. La solución final siempre será 
subóptima y no existe un proceso técnico 
que permita estimar la mejor alternativa. 
Al final, la fijación de la tarifa siempre 
será una decisión política (Universidad 
Nacional de Colombia, 2004). 

Pago por servicios públicos consume 
en promedio un 5,5% del ingreso de 
los hogares

El análisis de la equidad en el acceso 
a los servicios públicos requiere estimar 
la importancia que tiene el pago de esos 
servicios en la estructura del gasto de los 
hogares. Si la proporción resulta mar-
ginal, independientemente del nivel de 
ingreso, la preocupación por la equidad 
no sería de índole económica, sino que 
se enfocaría en la calidad de los servicios 
que reciben los distintos abonados. Si el 
peso  relativo del gasto es alto para algu-
nos grupos de hogares, los problemas de 
equidad deben estudiarse desde ambas 
perspectivas.

De acuerdo con la Encuesta Nacional 
de Ingresos y Gastos de los Hogares 
(Enigh) del 2013, las familias destinan 
un 5,5% de sus ingresos al pago de servi-
cios públicos. Por zona y región se obser-
van diferencias, que fluctúan desde 6,4% 
en la zona rural, hasta 6,9% y 7,5% en las 
regiones Chorotega y Pacífico Central, 
respectivamente. Cuando la información 
se ordena por quintiles de ingreso (de 
menor a mayor, según el ingreso per 
cápita del hogar), la proporción aumenta 
para los grupos más pobres. Una vez 
más, las regiones Chorotega y Pacífico 
Central son las que registran los mayores 
porcentajes, los cuales superan el 12% en 
el quintil más pobre (gráfico 2.34). 

Es de esperar que, conforme disminuye 
el ingreso de los hogares, crezca la impor-
tancia de los servicios públicos en su 
estructura de gasto. Para profundizar en 
este tema se aplicó un análisis tipo clus-
ter43, o de conglomerados, que permitió 
identificar tres grupos bien delimitados. 
Desde el punto de vista de la equidad 
interesa el de menores ingresos y mayor 

porcentaje de gasto en servicios públicos, 
el cual está conformado por 170.296 
hogares, un 12% del total del país, que 
perciben en promedio 320.000 colones 
mensuales y pagan alrededor de 55.000 
colones en servicios públicos, un 20,3% 
de su gasto total, en contraste con el 6,7% 
y el 4,2% de los otros dos conglomerados, 
cuyos ingresos son muy superiores. 

Si al gasto total en estos servicios se le 
adiciona el 11% que representa el trans-
porte, predominantemente público para 
el grupo de menores ingresos, y el 6,2% 
de los servicios de telecomunicaciones 
(como el teléfono celular), que ha crecido 
de manera exponencial en años recientes, 
se obtiene que el conglomerado de interés 
dedica alrededor de un 40% de su gasto 
a los tres rubros antes mencionados. Para 
los otros dos grupos de hogares de mayo-
res ingresos, la proporción se reduce a 
menos de la mitad (17% y 19,5% del gasto 
total). Es claro, entonces, que existe des-
igualdad en el esfuerzo que realizan algu-
nos hogares para acceder a los servicios 
públicos, al menos desde la perspectiva 
de la capacidad de pago.

En materia de calidad también se 
observan inequidades relacionadas con 
disponibilidad, continuidad y otras 
variables que dificultan la comparación 
de los servicios entre usuarios. 

La Ley de la Aresep y el principio de 
equidad

El artículo 31 de la Ley de la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos 
(Aresep; nº 7593) dispone que, para la 
fijación de tarifas y precios, esa entidad 
debe tomar en cuenta la estructura pro-
ductiva y una serie de variables propias 
de cada actividad, entre las que destacan 
el tamaño y la cantidad de las empresas 
participantes en el mercado. De mane-
ra expresa indica que la equidad social 
es uno de los criterios centrales que se 
debe tener presente en cualquier fijación 
tarifaria, al igual que la sostenibilidad 
ambiental, la conservación de las fuen-
tes de energía y la eficiencia económica. 
También señala que no se permitirán 
fijaciones que atenten contra el equilibrio 
financiero de los entes prestadores del 
servicio público, con lo cual reconoce la 
dificultad de conciliar objetivos y pará-
metros muchas veces contrapuestos.Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos 

de la Enigh 2013, del INEC.
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oferente tiene la posibilidad de discrimi-
nar precios en función de la capacidad de 
pago de la demanda. 

Una alternativa a este modelo es orien-
tar la fijación de tarifas hacia el costo del 
suministro por nivel de tensión y aplicar 
una política de convergencia de precios 
entre sectores, dado que el costo no hace 
diferencia según destino (Angulo, 2017). 
Más allá de consideraciones de tipo social 
que justifiquen la aplicación de algún 
mecanismo de subsidio, parece necesario 
avanzar hacia una disminución en el 
número de tarifas y bloques de consumo.

Dado que las tarifas eléctricas se fijan 
en función del consumo, no del costo de 
producción, es evidente que no estimu-
lan la innovación. La actual estructura 
tarifaria, que tiene más de veinticinco 
años de antigüedad, propicia inequida-
des incluso a lo interno de los sectores, 
es decir, entre hogares y entre empresas.

De manera similar a lo que sucede con 
otros sectores regulados, la estructura 
tarifaria mezcla subsidios para los prime-
ros bloques de consumo (menos kWh) 
y diferenciaciones entre categorías, que 
favorecen al sector residencial a expensas 
del sector general (comercio, servicios 
y pymes). También existe una categoría 
preferencial para escuelas, centros reli-
giosos y hospitales.

Hablar de subsidios en las tarifas eléc-
tricas es complejo, debido a la dificultad 
de comparación entre pliegos tarifarios 
y el carácter endógeno de los costos, 
que cada proveedor los reparte entre sus 
abonados. Si un operador debe atender 
una región geográficamente dispersa y 
con pocos usuarios, el precio del servicio 
resultará más alto que el de otro que sirve 
una zona con más densidad de población. 
Ello genera equidad47 entre los clientes de 
un mismo proveedor, e inequidad entre 
diferentes empresas, dado un mismo 
nivel de consumo. En la investigación 
realizada para este Informe no se encon-
tró ningún estudio que cuantifique los 
subsidios en esta materia.

La estructura tarifaria es escalonada 
por bloques, con precios por kWh que 
buscan premiar un menor consumo. En 
la categoría residencial se subsidian los 
primeros 200 kWh, a todos los abonados 
sin distinción, y sin que exista un criterio 
técnico que justifique el establecimiento 

de ese límite. Al igual que en el modelo 
del agua, priva la presunción de que los 
hogares más pobres su ubican en este 
primer bloque, con los mismos proble-
mas de equidad comentados en el caso 
anterior. 

El gráfico 2.36 muestra las claras dife-
rencias en el costo del kWh entre las 
empresas distribuidoras que se repar-
ten el territorio. La categoría residencial 
representa el 86,5% del total de abona-
dos del sistema; casi el 40% de ellos es 
atendido por el ICE y paga alrededor de 
un 10% más que el promedio nacional. 
Para los clientes de la CNFL, que son el 
27,5%, el costo es un 6% menor. Solo los 
usuarios del ICE y Coopesantos pagan 
más que el promedio. También hay dis-
paridades entre la industria, el comercio 
y los servicios, segmentos en los que los 
abonados de la ESPH tienen los precios 
más bajos (Angulo, 2017).

En Costa Rica los precios de la electri-
cidad en el segmento residencial son ele-
vados en comparación con otros países de 
la región centroamericana (Rojas, 2017). 

Los precios son determinados por diver-
sos factores48, algunos que los operadores 
pueden controlar y otros de naturaleza 
externa. Sin embargo, tampoco en este 
caso existe un estudio que cuantifique el 
peso relativo de cada uno de esos “dispa-
radores”. 

El crecimiento en los costos de opera-
ción de las empresas es uno de los facto-
res determinantes en el aumento de las 
tarifas eléctricas y, en ese contexto, cabe 
destacar que el artículo 31 de la Ley de 
la Aresep obliga a reconocer el financia-
miento de los proyectos, sin considerar 
las divergencias que puedan existir entre 
la vida útil de estos y los plazos de los cré-
ditos. Así por ejemplo, puede suceder que 
el préstamo asociado a un proyecto con 
una vida útil de cincuenta años o más, 
deba ser amortizado en un período de 
doce años. Esto provoca un serio proble-
ma de inequidad intergeneracional, pues 
significa imponerles tarifas más altas a las 
generaciones actuales y entregarles a las 
futuras bienes y obras de infraestructura 
totalmente pagados.

Precio promedio de la electricidad, según tarifa y empresa. A mayo de 2017
(colones por kWh)

Fuente: Gomez Campos, 2017, con datos de la Aresep.
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GRÁFICO 2.36

Más información en página 112 del Informe Estado de la Nación 2017.

 Precio promedio del kWh, según tarifa y empresas

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos, 2017, con datos de la Aresep.





Oportunidades,  
estabilidad  
y solvencia  
económicas

Después de un par de años de notable 
estabilidad, entre mediados de 2016 e 
inicios de 2017 Costa Rica experimentó 
turbulencias en el tipo de cambio de su 
moneda y el resurgimiento de presiones 
inflacionarias. Las variaciones no fueron 
prolongadas, ni tuvieron la fuerza sufi-
ciente para interrumpir las tendencias 
recientes en materia de estabilidad y 
oportunidades laborales y empresariales, 
pero sí evidenciaron la vulnerabilidad de 
la economía nacional ante cambios en 
los precios. A ello se suma la amenaza 
de una crisis fiscal en el corto plazo. En 
el primer semestre de 2017 el Gobierno 
Central enfrentó problemas de flujo 
de caja para atender sus obligaciones, 
y el país sufrió una nueva rebaja en la 
calificación internacional de su deuda. 
Entre tanto, el sistema político pospu-
so −una vez más− la implementación 

de una reforma fiscal, y los esfuerzos 
administrativos y de contención de gasto, 
aunque notables, no lograron corregir 
el desbalance estructural de las finanzas 
públicas.

En 2016 el déficit fiscal representó un 
5,2% del PIB, 0,5 puntos porcentuales 
menos que el año anterior. A pesar de 
esta reducción, los ingresos no alcanzan 
para hacer frente a la acelerada expansión 
del gasto público. Como el Gobierno 
Central ha recurrido a créditos para 
cubrir este desbalance, la deuda pública 
nuevamente creció con rapidez (3,9 
puntos porcentuales del PIB), hasta 
alcanzar un monto equivalente al 45% 
de la producción. El costo de pedir 
prestado es cada vez más alto y, en el 
futuro, el sacrificio que deberá realizar 
la sociedad costarricense para equilibrar 
las finanzas públicas será mayor.

Uno de los principales hallazgos de 
este Informe es que entre la ciudadanía 
existe una percepción generalizada de 
que es necesario realizar un ajuste; no 
obstante, la disposición de las personas 
para aceptar que aumenten los impues-
tos, como uno de los componentes de 
la reforma, depende de factores como la 
calidad y la transparencia de la gestión 
gubernamental. De no hacerse nada, 
el nuevo gobierno (2018-2022) tendrá 
que enfrentar una delicada situación 
fiscal, en el marco de un Congreso 
conformado por actores políticos dis-
tintos, lo que lo obligará a emprender 
un nuevo proceso de negociación. 
Además, el contexto demográfico es 
adverso para el fisco, dado el acelerado 
crecimiento de la población adulta 
mayor que demanda más pensiones y 
servicios de salud.

Síntesis del capítulo
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•	 En 2016 la economía costarricense creció un 4,3%, sin cambios 
importantes en la tendencia de años previos. Destaca el aporte 
del sector exportador, cuya reactivación explica un 42% del 
dinamismo registrado en ese año. 

•	 Desde 2014 se observa una expansión del empleo para personas 
con baja calificación educativa, especialmente en la industria 
tradicional, la agricultura, el comercio y los servicios no espe-
cializados. Sin embargo, este fenómeno ha sido acompañado 
por un deterioro en la calidad de los puestos de trabajo: mayor 
informalidad, bajo aseguramiento, menor crecimiento del 
ingreso y más subempleo.

•	 El comercio y la agricultura no tradicional son los sectores 
que tienen mayor capacidad para generar encadenamientos 

productivos, pero a la vez son los menos capaces de impulsar 
el empleo.

•	 En 2016 el déficit fiscal del Gobierno Central fue de 5,2%, el 
más bajo en los últimos cinco años. Sin embargo, las debilidades 
estructurales en este ámbito no han sido corregidas.

•	 Las personas que valoran positivamente la gestión del Gobier-
no tienden a respaldar en mayor medida el incremento de los 
impuestos.

•	 El cambio demográfico plantea retos para las finanzas públicas: se 
espera que a partir del año 2018 finalice la etapa de “dividendo 
fiscal”, lo cual significa que crecerá más rápidamente la propor-
ción de personas que demandan servicios públicos, atención de 
la salud y pensiones, que los contribuyentes potenciales.

Principales hallazgos

La vulnerabilidad de la estabilidad 
monetaria y cambiaria fue evidente con 
las pequeñas turbulencias experimentadas 
a inicios del 2017. Esas presiones pue-
den generar mayores incrementos en la 
inflación, el tipo de cambio y las tasas 
de interés para lo que resta del 2017 e 
inicios del 2018, lo cual, a su vez, podría

afectar el consumo de las personas y la 
generación de empleo. Además, el riesgo 
de la materialización de una crisis fiscal 
puede desgastar los controles del Banco 
Central sobre la inflación.

El impacto negativo de un ajuste fiscal 
podría ser atenuado por la presencia de 
un aparato productivo vigoroso. Sin 
embargo, el crecimiento económico de 
Costa Rica se mantiene en un nivel simi-
lar al promedio de largo plazo, cercano 
al 4% anual. En 2016, la reactivación 
del sector exportador de bienes, con un 
repunte superior al 7%, no bastó para 
conseguir que el desempeño de la eco-
nomía mejorara significativamente con 
respecto a años anteriores. Por su parte, 
la demanda interna se desaceleró, tanto 
en el consumo de los hogares, como por 
parte del Gobierno y la inversión privada. 
En el corto plazo, el debilitamiento de 

esta última podría tener un efecto per-
judicial en el mercado de trabajo, dada 
su relevancia como fuente de empleo. 
Además del insuficiente dinamismo de 
la economía, existe una desconexión 
estructural entre crecimiento y opor-
tunidades laborales: los sectores que 
están más encadenados con el resto del 
aparato productivo no son los mayores 
empleadores, ni los que más se expanden. 
Esto significa que las actividades exito-
sas no tienen la fuerza para generar un 
“efecto derrame” sobre el conjunto de la 
economía. Estos resultados subrayan la 
necesidad de diseñar políticas públicas 
específicas, según los requerimientos de 
cada sector y región del país.

En 2016 se registró una leve mejora 
en el mercado laboral, pero en forma 
coincidente con un deterioro en la calidad 
del empleo. En anteriores entregas el In-
forme Estado de la Nación ha advertido 
que, después de una crisis económica, 
las últimas en encontrar trabajo son las 
personas de menor calificación educativa. 
En el período bajo análisis, por prime-
ra vez desde la crisis de 2008-2009 la 
mayoría de las plazas creadas fue para 
personas con secundaria incompleta. No 

obstante, esas oportunidades fueron de 
baja calidad, lo que trajo consigo mayor 
informalidad, subempleo y exiguas re-
muneraciones para los nuevos ocupados.

Para enfrentar estos problemas es fun-
damental aplicar políticas de fomento 
productivo y mejorar las capacidades de 
la institucionalidad pública. No solo se 
deben fortalecer los programas dirigi-
dos al mercado interno, sino también 
propiciar mayores encadenamientos, 
que permitan trasladar el dinamismo 
de los sectores más exitosos al resto 
de la economía. Empero, los esfuerzos 
del país para acometer estas tareas se 
ven amenazados, a corto plazo, por 
los riesgos asociados a la insosteni-
bilidad de las finanzas del Gobierno 
Central, y las presiones inflacionarias 
y cambiarias.

El diagnóstico y los desafíos econó-
micos son claros. La respuesta a ellos es 
de carácter político. Hasta el momento, 
Costa Rica ha optado por posponer la 
implementación de reformas estruc-
turales en materia fiscal y de fomento 
productivo, con lo cual compromete sus 
avances en desarrollo humano sostenible 
y erosiona la equidad intergeneracional.
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	 22% de quienes creen que el Gobierno utiliza correctamente los recursos apoya el 
incremento en el impuesto de ventas, frente a un 12,3% que opina lo contrario.

	 Variables como la edad influyen en el respaldo ciudadano a aumentar impuestos: 23% 
de las personas mayores de 50 años los apoya, frente a solo 15% de los jóvenes. 

Una valoración positiva de la gestión  
del Gobierno incrementa el apoyo  

ciudadano a nuevos impuestos

La calidad y la transparencia de la 
gestión gubernamental son clave para 
que la ciudadanía costarricense apoye 
el aumento, y la aprobación de nuevos 
impuestos en el país.

En Costa Rica, la falta de solvencia de 
las finanzas públicas demanda cambios 
estructurales en el sistema impositivo 
y en la composición del gasto público. 
Las propuestas de reforma han sido un 
común denominador de los planes de 
gobierno de casi todas las administracio-
nes, pero el debate público en torno al 
tema se ha agudizado en las dos últimas 
décadas, ante la persistencia del déficit 
fiscal en un contexto de crecientes de-
mandas ciudadanas.

Los estudios realizados para este In-
forme Estado de la Nación 2017 evi-
dencian que entre la ciudadanía existe 
una percepción generalizada de que es 
necesario realizar un ajuste en el tema 
fiscal. En este Informe, a partir de las 
encuestas Percepciones Ciudadanas en 
torno a las propuestas de reforma fiscal 

del período 2015-2016 realizadas por 
el Centro de Investigación y Estudios 
Políticos de la Universidad de Costa Rica 
(CIEP-UCR), el Ministerio de Hacienda 
y la Delegación de la Unión Europea, se 
efectuó un análisis de las variables más 
relacionadas con el apoyo al incremento 
de los impuestos, un aspecto crítico de 
las propuestas gubernamentales.

Al momento de la encuesta, el 90% 
de las personas consultadas no conocía 
a profundidad las iniciativas de reforma 
planteadas por el Gobierno. Este resulta-
do contrasta con el 73% de entrevistados 
que reconoció la necesidad de un ajuste 
fiscal, y el 55% que indicó que, de no 
avanzarse en ese sentido, la situación 
económica de Costa Rica empeorará.

Los hallazgos de esta encuesta muestran 
dos situaciones relevantes. En primer 
lugar, existe un alto nivel de acuerdo 
ciudadano sobre la necesidad de realizar 
algún tipo de reforma fiscal, lo cual, en 
principio, podría servir de base para 
iniciar un diálogo político acerca del 

tema. En segundo lugar, pese al descono-
cimiento mayoritario con respecto a los 
proyectos presentados por el Ejecutivo, 
la ciudadanía es capaz de exponer su 
propia visión de la reforma fiscal.

Uno de los principales hallazgos de 
este análisis corresponde a que la valora-
ción del desempeño estatal incide en el 
respaldo al aumento de impuestos. Las 
personas que valoran positivamente al 
Gobierno y creen que realiza una buena 
labor castigando la evasión, o que utiliza 
de manera correcta los tributos, son más 
proclives a apoyar un incremento. Ade-
más, la edad influye ya que un 23% de 
las personas mayores de 50 años apoya 
los impuestos, frente a solo un 15% de 
los jóvenes.

La propuesta de aumentar el impuesto 
de ventas, que afectaría a la mayoría de 
la población, fue la que recibió menos 
apoyo, solo un 14% de las personas en-
trevistadas. Aun en este caso de rechazo 
generalizado, son diferentes los perfiles de 
quienes respaldan y quienes se oponen a 
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la medida. En este sentido, como ya se 
mencionó, la percepción ciudadana sobre 
la gestión estatal es determinante. Un 
22% de quienes creen que el Gobierno 
utiliza correctamente los recursos apoya 
el incremento, frente a solo un 12,3% 
que opina lo contrario.

Asimismo, las personas que califican 
de manera positiva la gestión guberna-
mental se muestran más favorables al 
aumento. Un 15% de los entrevistados 
que consideran importante el pago de 
los tributos está a favor de elevar el 
impuesto de ventas, contra un 2,3% 
que lo rechaza. Al igual que en el caso 
anterior, las personas de mayor edad 
tienden a estar más a favor de aumentar 
el impuesto de ventas, que los menores 
de 50 años.

Apoyo al aumento de los impuestos en general, según variables 
demográficas y de percepcióna/. 2016
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de profesionales liberales), y por tanto 
en segmentos específicos de la población, 
más que los impuestos generales o sobre 
el consumo, que afectan a toda la socie-
dad. En síntesis, respaldan el aumento 
de impuestos que pagan “otros” (los más 
adinerados).

La valoración de la gestión estatal inci-
de en el respaldo al aumento de impues-
tos. Las personas que valoran positiva-
mente al Gobierno y creen que realiza 
una buena labor castigando la evasión, o 
que utiliza de manera correcta los tribu-
tos, son más proclives a apoyar un incre-
mento (gráfico 3.33). Además la edad 
influye: un 23% de las personas mayores 
de 50 años apoya los impuestos, frente 
a solo un 15% de los jóvenes (obsérvese, 
sin embargo, que ambas proporciones 
son bajas). 

La propuesta de aumentar el impuesto 
de ventas, que afectaría a la mayoría de 
la población, fue la que recibió menos 
apoyo: solo un 14% de las personas entre-
vistadas. Aun en este caso de rechazo 
generalizado son diferentes los perfiles 
de quienes respaldan y quienes se oponen 
a la medida. En este sentido, como ya se 
mencionó, la percepción ciudadana sobre 
la gestión estatal es determinante. Un 
22% de quienes creen que el Gobierno 
utiliza correctamente los recursos apoya 
el incremento, frente a solo un 12,3% 
que opina lo contrario (gráfico 3.34). 

Asimismo, las personas que califican de 
manera positiva la gestión gubernamen-
tal se muestran más favorables al aumen-
to. Un 15% de los entrevistados que 
consideran importante el pago de los tri-
butos está a favor de elevar el impuesto de 

ventas, contra un 2,3%. Al igual que en el 
caso anterior, las personas de mayor edad 
tienden a estar más a favor de aumentar 
el impuesto de ventas, que los menores 
de 50 años.

Apoyo al aumento de los impuestos en general, 
según variables demográficas y de percepcióna/. 2016

a/	La	diferencia	entre	las	categorías	de	cada	variable	es	estadísticamente	significativa.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Beltrán	y	Guzmán,	2017,	y	CIEP-UCR,	2016
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Apoyo al aumento del impuesto de ventas, según variables demográficas 
y de percepcióna/. 2016

a/	La	diferencia	entre	las	categorías	de	cada	variable	es	estadísticamente	significativa.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Beltrán	y	Guzmán,	2017,	y	CIEP-UCR,	2016.
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Apoyo a aumento de los impuestosa/.
2016
(porcentajes)

a/	 La	 encuesta	 planteó	 las	 siguientes	 preguntas:	
“¿Usted	 aumentaría	 el	 impuesto	 a	 los	 profesionales	
liberales,	como	abogados	o	médicos?”,	“¿Usted	aumen-
taría	el	 impuesto	a	 las	ganancias	de	 las	empresas?”,	y	
“¿Usted	aumentaría	el	impuesto	a	los	bienes	de	lujo?”.

Fuente:	CIEP-UCR,	2016.
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Apoyo al aumento del impuesto de ventas, según variables demográficas 
y de percepcióna/. 2016
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de profesionales liberales), y por tanto 
en segmentos específicos de la población, 
más que los impuestos generales o sobre 
el consumo, que afectan a toda la socie-
dad. En síntesis, respaldan el aumento 
de impuestos que pagan “otros” (los más 
adinerados).

La valoración de la gestión estatal inci-
de en el respaldo al aumento de impues-
tos. Las personas que valoran positiva-
mente al Gobierno y creen que realiza 
una buena labor castigando la evasión, o 
que utiliza de manera correcta los tribu-
tos, son más proclives a apoyar un incre-
mento (gráfico 3.33). Además la edad 
influye: un 23% de las personas mayores 
de 50 años apoya los impuestos, frente 
a solo un 15% de los jóvenes (obsérvese, 
sin embargo, que ambas proporciones 
son bajas). 

La propuesta de aumentar el impuesto 
de ventas, que afectaría a la mayoría de 
la población, fue la que recibió menos 
apoyo: solo un 14% de las personas entre-
vistadas. Aun en este caso de rechazo 
generalizado son diferentes los perfiles 
de quienes respaldan y quienes se oponen 
a la medida. En este sentido, como ya se 
mencionó, la percepción ciudadana sobre 
la gestión estatal es determinante. Un 
22% de quienes creen que el Gobierno 
utiliza correctamente los recursos apoya 
el incremento, frente a solo un 12,3% 
que opina lo contrario (gráfico 3.34). 

Asimismo, las personas que califican de 
manera positiva la gestión gubernamen-
tal se muestran más favorables al aumen-
to. Un 15% de los entrevistados que 
consideran importante el pago de los tri-
butos está a favor de elevar el impuesto de 

ventas, contra un 2,3%. Al igual que en el 
caso anterior, las personas de mayor edad 
tienden a estar más a favor de aumentar 
el impuesto de ventas, que los menores 
de 50 años.

Apoyo al aumento de los impuestos en general, 
según variables demográficas y de percepcióna/. 2016

a/	La	diferencia	entre	las	categorías	de	cada	variable	es	estadísticamente	significativa.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Beltrán	y	Guzmán,	2017,	y	CIEP-UCR,	2016
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Apoyo al aumento del impuesto de ventas, según variables demográficas 
y de percepcióna/. 2016

a/	La	diferencia	entre	las	categorías	de	cada	variable	es	estadísticamente	significativa.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Beltrán	y	Guzmán,	2017,	y	CIEP-UCR,	2016.
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Apoyo a aumento de los impuestosa/.
2016
(porcentajes)

a/	 La	 encuesta	 planteó	 las	 siguientes	 preguntas:	
“¿Usted	 aumentaría	 el	 impuesto	 a	 los	 profesionales	
liberales,	como	abogados	o	médicos?”,	“¿Usted	aumen-
taría	el	 impuesto	a	 las	ganancias	de	 las	empresas?”,	y	
“¿Usted	aumentaría	el	impuesto	a	los	bienes	de	lujo?”.

Fuente:	CIEP-UCR,	2016.
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Más información en página 162 
del Informe Estado de la Nación 
2017.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017 con datos de Beltrán y Guzmán, 2017, y CIEP-UCR, 2016.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017 con datos de Beltrán y Guzmán, 2017, y CIEP-UCR, 2016.
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Las exportaciones reactivaron su con-
tribución al crecimiento económico en 
2016, gracias a una importante mejora 
en el desempeño de la agricultura, la 
manufactura y el turismo.

De acuerdo con la Promotora de Co-
mercio Exterior de Costa Rica (Pro-
comer) las ventas externas de bienes 
aumentaron en 7,5%, el nivel más alto 
desde 2011. El 86% de ese crecimiento 
obedece a un repunte de las ventas de 
las empresas adscritas a los regímenes de 
zonas francas y perfeccionamiento activo. 
Los tres productos más exitosos en el 
último año fueron materiales eléctricos, 
banano y jugos y concentrados de frutas. 
Los dos primeros se recuperaron después 
de la contracción de 2015, mientras que 
el último mantiene una senda sostenida 
de alto crecimiento.

El Informe Estado de la Nación 2017 
señala que en 2016, el crecimiento pro-
medio de los veinte principales bienes 
de exportación fue de 11,2%, muy 
por encima del total; y que durante los 

últimos catorce años estos productos 
incrementaron su participación en la 
oferta exportable del país, de 42% en 
2003 a 63% en 2016. Además, en ese 
período aumentó el peso relativo de la 
piña, las prótesis de uso médico, otras 
agujas y catéteres, cánulas e instrumentos 
similares, otros dispositivos de uso mé-
dico y jeringas. Cabe destacar que, con 
excepción de la piña, el banano y el café, 
la mayoría de los principales bienes de 
exportación proviene de zonas francas.

Constantemente, la oferta exportable 
es ampliada por la entrada de nuevos 
productos, aunque pocos consiguen 
posicionarse en el mercado. En 2016 
estos aportaron un 1,7% del total de ex-
portaciones de bienes, una participación 
baja que, sin embargo, representa un 
crecimiento del 83%. Las ventas de ace-
leradores de partículas pasaron de 4.656 
a 161.219 dólares entre 2015 y 2016. 
Otros artículos nuevos que lograron ex-
portaciones superiores a 100.000 dólares 
fueron las frutas tropicales conservadas 

excepto en su jugo de miel, azúcar de 
caña certificada como orgánica, produc-
tos orgánicos sintéticos para el avivado 
fluorescente y preparaciones de plátano 
frito. De acuerdo con Procomer algunos 
de estos bienes en realidad ya existían 
en el mercado, pero incrementaron su 
valor agregado, es decir, se exportaban 
como productos crudos y pasaron a ser 
artículos procesados.

El Informe destaca que durante 2016, 
Estados Unidos adquirió un 39% de las 
exportaciones totales de bienes, por lo que 
sigue siendo el principal socio comercial 
de Costa Rica. Dada la importancia de 
este país en el desempeño del sector 
exportador, ediciones anteriores del In-
forme del Estado de la Nación estudiaron 
el posicionamiento y diversificación de 
la oferta destinada a ese mercado. En 
esta vigesimotercera edición, se utiliza 
la metodología de la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe 
(Cepal 2017), para estimar el avance en 
términos de crecimiento y participación 

	 Ventas externas de bienes aumentaron en 7,5%, el nivel más alto desde 2011.

	 Los tres productos con la mayor mejora en los últimos dos años fueron: materiales 
eléctricos, banano y jugos y concentrados de frutas.

Sector exportador recupera  
su dinamismo en el 2016
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de las exportaciones costarricenses con 
respecto a sus competidores. 

En este análisis se consideran dos varia-
bles: las variaciones en la competitividad, 
medidas como los cambios en la cuota 
de mercado de productos costarricenses 
en Estados Unidos, y el posicionamien-
to en sectores dinámicos que tienen 
un crecimiento superior al promedio. 
A partir de estas dos dimensiones se 
clasifica la oferta exportable en cuatro 
grupos, denominados estrellas nacientes, 
estrellas menguantes, oportunidades 

perdidas y retiradas. Las dos primeras 
categorías corresponden a los productos 
más competitivos. 

Entre los períodos 2001-2002 y 2015-
2016 creció la participación de mercado 
de Costa Rica y, por tanto, la oferta 
exportable hacia Estados Unidos se 
consolidó. El 57% de los productos 
vendidos en 2015-2016 corresponde 
a estrellas nacientes y menguantes, lo 
que supone un incremento de diecio-
cho puntos porcentuales con respecto 
a 2001-2002. Entre los bienes que 

lograron esta mejora se encuentran los 
productos farmacéuticos, textiles y de 
confección, las frutas y nueces comesti-
bles y los instrumentos médicos. Parte 
de este avance se debe a que dieciocho 
productos que habían perdido cuotas de 
mercado (oportunidades perdidas) en 
2015-2016 aumentaron su competitivi-
dad y se ubicaron en las dos categorías 
antes mencionadas. En el período de 
estudio, las oportunidades perdidas se 
redujeron de 43% a 26%.

Distribución de los bienesa/ exportados 
a Estados Unidos, según características 
de competitividad

144	 ESTADO DE LA NACIÓN OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONÓMICAS CAPÍTULO 3

Un segundo patrón que se identifica 
luego de la crisis de 2008-2009 es la 
brecha en el crecimiento mensual según 
se consideren o no las zonas francas, la 
cual no se observaba desde 2001. Entre 
diciembre de 2015 y noviembre de 2016, 
el crecimiento mensual sin zonas francas 
estuvo por debajo del IMAE total en 
aproximadamente 1,8 puntos porcentua-
les. Una brecha similar se registró entre 
2001 y 2002. El patrón de los últimos 
dos años señala que, en ciertos períodos, 
la producción de zonas francas aumenta 
más rápido que el resto de la economía, 
hecho que reafirma la dependencia que 
tienen las exportaciones de los ciclos de 
ventas de algunas empresas que operan 
en zonas francas.

Recuperación de la demanda externa 
impulsa el sector exportador 

La exposición del sector externo a los 
cambios en el entorno internacional 
ocasiona variabilidad en su aporte al 
PIB y a la generación de oportunidades. 
Después de un año en que prácticamente 
no crecieron, en 2016 las exportaciones 
recuperaron su dinamismo, gracias a una 
mejora en el desempeño de la agricultura, 
la manufactura y el turismo. De acuerdo 
con Procomer, las ventas externas de 
bienes aumentaron en 7,5%8, el nivel más 
alto desde 2011 (gráfico 3.4). El 86% de 
ese crecimiento obedece a un repunte de 
las ventas de las empresas adscritas a los 
regímenes de zonas francas y perfeccio-
namiento activo9. Los tres productos más 
exitosos en el último año fueron mate-
riales eléctricos, banano y jugos y con-
centrados de frutas. Los dos primeros se 
recuperaron después de la contracción de 
2015, mientras que el último mantiene 
una senda sostenida de alto crecimiento.

En 2016, el crecimiento promedio de 
los veinte10 principales bienes de expor-
tación fue de 11,2%, muy por encima 
del total. Durante los últimos catorce 
años estos productos incrementaron su 
participación en la oferta exportable del 
país, de 42% en 2003 a 63% en 2016. En 
ese período aumentó el peso relativo de 
la piña, las prótesis de uso médico, otras 
agujas y catéteres, cánulas e instrumentos 
similares, otros dispositivos de uso médi-
co y jeringas (gráfico 3.5). Cabe destacar 
que, con excepción de la piña, el banano 

Aporte de los principales productos de exportación al total 
de ventas externas de bienes

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Procomer.
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Tasa de crecimiento  
de las exportaciones de bienes 
(porcentajes)

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Procomer.

5,8 

-10,9 

15,0 

10,2 
7,4 

-1,0 

4.,4 

0,8 

7,5 

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 

GRÁFICO 3.4

y el café, la mayoría de los principales 
bienes de exportación proviene de zonas 
francas.

De manera constante la oferta expor-
table es ampliada por la entrada de nue-
vos productos, aunque pocos consiguen 
posicionarse en el mercado. En 2016 
estos aportaron un 1,7% del total de 
exportaciones de bienes, una participa-
ción baja que, sin embargo, representa un 
crecimiento del 83%. Las ventas de acele-
radores de partículas pasaron de 4.656 a 
161.219 dólares entre 2015 y 2016. Otros 

artículos nuevos que lograron expor-
taciones superiores a 100.000 dólares 
fueron las frutas tropicales conservadas 
excepto en su jugo de miel, azúcar de 
caña certificada como orgánica, produc-
tos orgánicos sintéticos para el avivado 
fluorescente, y preparaciones de plátano 
frito. De acuerdo con Procomer, algunos 
de estos bienes en realidad ya existían en 
el mercado, pero incrementaron su valor 
agregado, es decir, se exportaban como 
productos crudos y pasaron a ser artícu-
los procesados (E11: López, 2017). 

El crecimiento de las ventas externas 
de bienes ha sido acompañado por una 
concentración de los países receptores. 
Entre 2006 y 2016, las exportaciones 
a los diez principales destinos pasaron 
de representar el 67% al 79% del total. 
En ese período se amplió la participa-
ción de Panamá, con un aumento de las 
compras de preparaciones alimenticias, 
materias plásticas y manufacturas, y la 
de Nicaragua, con las exportaciones de 
sal, cemento, yeso, tierras y piedras. En 
el caso de Bélgica destaca el dinamismo 
de los productos médicos, que pasaron 
del 3% al 50% del total de las exporta-
ciones enviadas a esa nación. Este resul-
tado tiene dos motivos: el incremento 
del número de empresas de zonas francas 
que producen esos artículos y el papel 
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que juega Bélgica como hub logístico, al 
ser la puerta de entrada de muchas de las 
exportaciones dirigidas a varios países de 
la Unión Europea.

Estados Unidos sigue siendo el prin-
cipal socio comercial de Costa Rica. En 
2016 adquirió un 39% de las exporta-
ciones totales de bienes. Dada la impor-
tancia de este país en el desempeño del 
sector exportador, en el Decimonoveno 
Informe del Estado de la Nación se estu-
dió el posicionamiento y diversificación 
de la oferta destinada a ese mercado. En 
esta edición se utiliza la metodología de 
Cepal (2017b)12, para estimar el avance 
en términos de crecimiento y participa-
ción de las exportaciones costarricenses 
con respecto a sus competidores. En este 
análisis se consideran dos variables: i) las 
variaciones en la competitividad, medi-
das como los cambios en la cuota de 
mercado de productos costarricense en 
Estados Unidos, y ii) el posicionamiento 
en sectores dinámicos que tienen un 
crecimiento superior al promedio. A par-
tir de estas dos dimensiones se clasifica 
la oferta exportable13 en cuatro grupos, 
denominados estrellas nacientes, estre-
llas menguantes, oportunidades perdidas 
y retiradas (figura 3.2). Las dos primeras 
categorías corresponden a los productos 
más competitivos. En el Decimonoveno 
Informe se identificó una mejoría en las 
estrellas nacientes y una menor partici-
pación del grupo "retirada", en el tiempo 
transcurrido entre los períodos 2000-
2005 y 2005-2012.

Entre los períodos 2001-2002 y 2015-
2016 creció la participación de mercado 
de Costa Rica y, por tanto, la oferta 
exportable hacia Estados Unidos se con-
solidó. El 57% de los productos vendi-
dos en 2015-2016 corresponde a estrellas 
nacientes y menguantes (gráfico 3.6), 
lo que supone un incremento de diecio-
cho puntos porcentuales con respecto a 
2001-2002. Entre los bienes que lograron 
esta mejora se encuentran los productos 
farmacéuticos, textiles y de confección, 
las frutas y nueces comestibles y los ins-
trumentos médicos (Meneses y Córdova, 
2017). Parte de este avance se debe a 
que dieciocho productos que habían per-
dido cuotas de mercado (oportunida-
des pérdidas) en 2015-2016 aumentaron 
su competitividad y se ubicaron en las 

dos categorías antes mencionadas. En el 
período de estudio, las oportunidades 
perdidas se redujeron de 43% a 26%. 
Las mejoras en la competitividad de la 
oferta podrían estar relacionadas con la 
institucionalidad a cargo de la promo-
ción de la inversión extranjera directa y 
las exportaciones (en particular Comex, 
Procomer y Cinde), aunque estas últimas 
se concentran principalmente en el régi-
men de zonas francas (PEN, 2016).

Distribución de los bienesa/ expor-
tados a Estados Unidos, según 
categorías de competitividad

a/	 Corresponde	 a	 productos	 clasificados	 a	 dos	 dígitos	
en	el	Sistema	Armonizado	Centroamericano.

Fuente:	 Meneses	 y	 Córdova,	 2017,	 con	 datos	 de	 Cepal,	
2017b.
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GRÁFICO 3.6
Aumentan exportaciones e 
importaciones amparadas a tratados 
de libre comercio

El crecimiento del sector exportador 
es resultado de mayores flujos comercia-
les, que a su vez se derivan, en parte, de 
las políticas y acuerdos que ha suscrito 
el país. Los tratados de libre comercio 
(TLC) son instrumentos de política 
pública que pretenden no solo facilitar 
las ventas externas de bienes y servicios, 
sino también incrementar el consumo 
de productos extranjeros en el mercado 
nacional. Hasta 2016 Costa Rica había 
firmado catorce TLC que contemplan el 
intercambio de bienes con 49 naciones, 
lo cual significa que más del 80% de las 
exportaciones se destina a países con los 
que se han establecido acuerdos de este 
tipo. 

En un estudio efectuado para este 
Informe, Gamboa (2017) analizó la evo-
lución del comercio de bienes realizado 
por Costa Rica bajo el marco de los TLC 
que en 2016 tenían más de tres años 
de vigencia. Es importante aclarar que 
el aumento o disminución de los flujos 
comerciales no debe atribuirse de manera 
exclusiva a los tratados, pues hay muchos 
otros factores relevantes, como la logísti-
ca de transporte, la competitividad de la 
oferta, la competencia en el mercado de 
destino, la situación económica mundial 
y el contexto de cada país. 

En la mayoría de los casos, la imple-
mentación de los TLC trajo consigo el 
incremento de las ventas externas, pero 

FIGURA 3.2

Clasificación de la competitividad de la oferta exportable

Fuente:	Cepal,	2017b.
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Córdova, 2017, con datos de Cepal, 2017b.
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La mejora observada en la reducción 
del déficit fiscal es claramente insuficiente 
para atender los desafíos estructurales de 
la insostenibilidad fiscal, que hace más 
de siete años muestra el país.

El Informe Estado de la Nación 2017 
evidencia que las mejoras en la admi-
nistración tributaria, las medidas de 
contención de gasto y un contexto in-
ternacional favorable, permitieron que 
entre el 2015 y 2016 el déficit fiscal del 
Gobierno Central se redujera de 5,7% a 
5,2% del Producto Interno Bruto (PIB), 
el menor de los últimos cinco años.

Los impuestos recaudados por el Go-
bierno Central, o ingresos tributarios, 
crecieron un 4,3% en términos reales 
durante 2016, una cifra muy similar a 
la del año previo. La administración 
Solís Rivera puso en marcha iniciati-
vas novedosas, como la identificación 
de datos para mejorar los controles 
cruzados en la fiscalización, en par-
ticular, entre las bases de datos de las 
direcciones generales de Tributación y 

de Aduanas. Además, se implementó 
la retención automática del impuesto 
sobre la renta a las compras hechas con 
tarjetas de débito y crédito y se agilizó el 
sistema informático de administración 
tributaria virtual (ATV) para el pago 
de impuestos. Estos esfuerzos tuvieron 
un impacto significativo entre 2014 y 
2015, cuando la tasa de crecimiento de 
los ingresos tributarios pasó de 1% a 
4,2% y se logró sostener ese ritmo en 
el año siguiente. 

Asimismo, los ingresos tributarios 
de 2016 ascendieron a 4,2 billones de 
colones. El 55% del aumento logrado 
provino del impuesto sobre la renta (ISR), 
cuya recaudación creció un 13,5% en 
términos nominales ese año. Este im-
puesto fue clave en la mejora de la carga 
tributaria, que pasó de 12,9% a 13,3% 
del PIB entre 2014 y 2016.

A pesar de los diversos factores que 
generaron una evidente reducción del 
déficit fiscal, persisten desafíos estruc-
turales como el acelerado crecimiento 

del endeudamiento que experimenta el 
país. En 2016, la deuda del Gobierno 
Central representó un 45% del PIB, 3,9 
puntos porcentuales más que en 2015. 
Durante ese mismo año, la mayor parte 
de la deuda tenía tasa fija y vencimien-
tos más prolongados, lo cual redujo las 
presiones generadas por cambios en la 
tasa de interés. Entre 2000 y 2016, el 
peso relativo del endeudamiento a tasa 
fija pasó de 38% a 76% del total, y los 
créditos con vencimiento menor a un 
año disminuyeron de 32% a 12%. Un 
dato importante es que, aunque el 77% 
de la deuda es interna, el 62% de ella 
se emitió en moneda nacional y el resto 
en dólares. Esto incrementa la vulnera-
bilidad del Gobierno ante eventuales 
depreciaciones de la moneda nacional 
al momento de pagar sus deudas.

En 2016 se cumplió un cuatrienio en 
que el déficit fiscal no bajó del 5% del 
PIB. De acuerdo con la Cepal (2017), 
Costa Rica tiene el tercer desbalance 
financiero más alto de América Latina. 

	 En 2016 el déficit fiscal del Gobierno Central fue de 5,2%, el más bajo en los últimos 
cinco años.

	 Costa Rica posee el tercer desbalance financiero más alto de América Latina.

Reducción del déficit fiscal  
no corrigió desbalance estructural  

de las finanzas públicas
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Adicionalmente, los elevados nive-
les de endeudamiento y gasto público 
pueden generar presiones sobre las tasas 
de interés. En el plano internacional, 
el crecimiento de la deuda aumenta el 
riesgo de invertir en el país, por lo que 
los acreedores podrían exigir un mayor 
rendimiento por destinar sus recursos a 
los bonos costarricenses. En el ámbito 
nacional, el agotamiento de la capacidad 
de las fuentes internas (fondos privados 
de pensiones, CCSS y otros) para seguir 
comprando bonos del Ministerio de 
Hacienda puede elevar el costo y, en 
consecuencia, estrujar el financiamiento 
al sector privado.

El Informe destaca que en tanto el 
país no corrija las fallas estructurales 
que provocan la falta de solvencia del 
Gobierno Central, el modesto avance 
logrado podría revertirse en el corto 
plazo, por las presiones externas de las 
tasas de interés y la depreciación de la 
moneda nacional. 
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más adverso para el fisco. Pese a algunas 
mejoras en el balance financiero del 2016, 
Costa Rica sigue sin resolver los proble-
mas estructurales que mantienen un ele-
vado déficit fiscal desde hace siete años. 
En ausencia de reformas, la insuficiencia 
de ingresos ha hecho que el Gobierno 
recurra a un mayor endeudamiento para 
cumplir con sus obligaciones inmediatas 
de gasto en remuneraciones, intereses y 
transferencias. 

Hasta el momento, las manifestacio-
nes más severas de la crisis fiscal están 
siendo evitadas con deuda pública, pero 
esto solo empeora el escenario futuro, 
pues el tamaño del ajuste requerido para 
lograr sostenibilidad será cada vez mayor. 
Además, en una sociedad cuya población 
envejece, las demandas por servicios de 
salud y pensiones aumentarán la presión 
sobre las finanzas públicas. Tal como ha 
reiterado este Informe en diversas edicio-
nes, para enfrentar esta situación es nece-
saria una reforma que de manera simul-
tánea genere cambios en la estructura 
tributaria, controle los “disparadores” del 
gasto público y propicie mayor eficiencia 
y rendición de cuentas sobre ese gasto, así 
como el mejoramiento de la gobernanza 
fiscal. De no ser así, el ajuste probable-
mente estará marcado por las reacciones 
abruptas e impredecibles del mercado, 
incluyendo potenciales y elevados incre-
mentos en las tasas de interés, salida de 
capitales y depreciación cambiaria. 

Aunque el mercado aún no ha respon-
dido de esta forma, las consecuencias de 
la insostenibilidad de las finanzas públi-
cas ya son evidentes en el estrujamiento 
de la inversión en infraestructura −que 
sigue siendo un componente residual del 
gasto público, pese a las grandes nece-
sidades en esta materia−, en el finan-
ciamiento de los gastos corrientes del 
Gobierno Central con endeudamiento 
cada vez más caro, y en las calificaciones 
adversas que recibe Costa Rica de las 
agencias internacionales evaluadoras del 
riesgo-país. 

Un estudio realizado para este Informe 
revela que la mayoría de la población con-
sidera necesario llevar a cabo algún tipo 
de reforma tributaria. Si bien el grado 
de apoyo depende en buena medida de 
la valoración que hacen las personas de 
la calidad de los servicios públicos, este 

resultado indica que existe una base para 
emprender el ajuste fiscal que, de forma 
urgente y prioritaria, deberá impulsar el 
gobierno que iniciará funciones en 2018.

Esta sección da seguimiento a los 
principales indicadores de estabilidad y 
solvencia económica: inflación, tipo de 
cambio y tasas de interés. Además incluye 
tres estudios. El primero explora los retos 
que plantea el cambio demográfico para 
las finanzas públicas; el segundo analiza 
las percepciones ciudadanas como fac-
tores determinantes para la aprobación 
de aumentos en los impuestos, y el últi-
mo mide la asimetría en el traspaso de 
los precios internacionales de materias 
primas energéticas y no energéticas al 
mercado local

Reducción del déficit fiscal no genera 
mayor sostenibilidad de las finanzas 
públicas

Mejoras en la administración tributa-
ria y un contexto internacional favorable, 
permitieron que en 2016 el déficit fiscal 
del Gobierno Central se redujera a un 
5,2% del PIB, el menor de los últimos 
cuatro años (gráfico 3.21). Sin embargo, 
este resultado es claramente insuficiente: 
en 2016 se cumplió un cuatrienio en que 
el déficit fiscal no bajó del 5% del PIB. De 
acuerdo con la Cepal (2017a), Costa Rica 
tiene el desbalance financiero más alto 
de América Latina. Por otra parte, en la 
medida en que el país no ha corregido 
las fallas estructurales que provocan la 
falta de solvencia del Gobierno Central, 
el modesto avance logrado podría rever-
tirse en el corto plazo, por las presiones 
externas de las tasas de interés y la depre-
ciación de la moneda nacional. 

En años recientes, Costa Rica no siem-
pre tuvo un déficit fiscal tan elevado. En 
2007 y 2008, por ejemplo, los ingresos 
tributarios fueron superiores a los gastos 
totales; es decir, hubo un superávit fiscal. 
Esa bonanza se disolvió en 2009 cuando, 
en respuesta a la crisis económica, el 
Gobierno aumentó el gasto público en 
remuneraciones y transferencias, que son 
erogaciones continuas y tienen efectos 
permanentes. Además, el incremento no 
fue acompañado de recursos frescos, ni 
estuvo asociado a mejoras en la infraes-
tructura del país. Como consecuencia, 
en 2010 el gasto primario aumentó un 

13% en términos reales, y desde entonces 
mantiene una tendencia creciente (grá-
fico 3.22). En 2016 los ingresos totales 
del Gobierno Central fueron de apro-
ximadamente 4,6 billones de colones, 
mientras que el gasto sin incluir el pago 
de intereses (lo que se denomina gasto 
primario) fue superior en un 17%. 

Crecimiento de las remuneraciones y 
las transferencias limita la reducción 
del gasto público

En 2016 el gasto total del Gobierno 
Central representó un 19,8% del PIB, 
similar a la cifra reportada el año ante-
rior. La administración Solís Rivera con-
tuvo el gasto en remuneraciones, el cual 
creció un 3%, la tasa más baja del último 
decenio. Este resultado permitió que se 
redujera el peso de ese rubro en el gasto 
total (en términos nominales), de 7,3% 
del PIB en 2013, a 7,0% en 2016. Este 
leve descenso se explica, en gran medida, 
por los bajos niveles de inflación que se 
utilizan como referencia para ajustar los 
salarios. Las remuneraciones, junto con 
las transferencias, representaron el 73% 
del gasto total, lo que equivale al 15% del 
PIB (gráfico 3.23). 

Debe recordarse que, durante la 
crisis de 2008-2009, la expansión del 
gasto público generó un aumento de 
las remuneraciones y las transferencias. 
Entre 2008 y 2010 estas crecieron 26% y 
30%, respectivamente, y ese hecho tiene  

balance financiero
del Gobierno Central
(porcentaje del PIB)

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	del	Ministerio	de	
Hacienda.
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Balance financiero del Gobierno Central
(porcentajes de PIB)

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos 
del Ministerio de Hacienda.

Deudaa/ del Gobierno Central. 2000-2021
(porcentajes del PIB)

168	 ESTADO DE LA NACIÓN OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONÓMICAS CAPÍTULO 3

en el ISR son resultado de medidas admi-
nistrativas. Sin embargo, factores exter-
nos como la disminución de la factura 
petrolera también podrían haber tenido 
un impacto favorable en la recaudación, 
pues la caída en los precios del petróleo 
reduce los costos de las empresas e incre-
menta su rentabilidad, el rubro sobre el 
cual se grava. Además, para las familias 
el menor costo del petróleo significa una 
mayor disponibilidad de recursos para el 
consumo. En otras palabras, la coyuntura 
de bajos precios de las materias primas 
energéticas que se mantuvo hasta el 2016 
podría haber potenciado la recaudación 
del ISR; sin embargo, esa situación no se 
dio en los primeros meses de 2017.  

A pesar de la falta de solvencia de 
las finanzas públicas, el país sigue 
aprobando exenciones fiscales. Desde 
el año 2014, el Departamento de 
Servicios Parlamentarios de la Asamblea 
Legislativa mantiene y actualiza una base 
de datos de las exoneraciones promulga-
das desde 1953 y vigentes en la actua-
lidad33. Entre mayo de 2016 y abril de 
2017 se aprobaron 18, de las cuales 11 se 
consideran indefinidas, pues no especi-
fican el impuesto que se exonera. En la 
administración Solís Rivera se han crea-
do 49 exoneraciones, muchas más que en 
el gobierno anterior (34). 

Las mejoras en la fiscalización tienen 
un alcance limitado en un sistema tri-
butario que exonera a los servicios, la 
actividad más dinámica del sector pro-
ductivo, pues ello dificulta mantener una 
recaudación constante en términos del 
PIB (Bachas y Soto, 2016). Uno de los 
obstáculos para incrementar los ingresos 
es la presión que generan los gravámenes 
fiscales. Aunque la carga tributaria (el 
peso de los impuestos en la economía) 
de Costa Rica es la quinta más baja de 
21 países de América Latina, los pagos 
que la población debe hacer al Estado, 
incluidas las cargas sociales, representan 
un 25% del PIB. Esto se conoce como 
presión fiscal.

Financiamiento de la deuda genera 
presiones sobre la sostenibilidad 
fiscal

El acelerado crecimiento del endeu-
damiento que muestra el país responde 
a la insuficiencia de ingresos para cubrir 

Deudaa/ del Gobierno Central. 2000-2021
(porcentaje del PIB)

a/	Proyección	en	ausencia	de	cambios	en	el	sistema	tributario	y	en	la	estructura	del	gasto	público.

Fuente:	Soto,	2017,	con	datos	del	Ministerio	de	Hacienda.
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GRÁFICO 3.25

el gasto público. En 2016, la deuda del 
Gobierno Central representó un 45% del 
PIB, 3,9 puntos porcentuales más que en 
2015 (gráfico 3.25). 

El perfil de la deuda pública ha variado 
sustancialmente en los últimos quince 
años. En el 2000, el financiamiento solía 
obtenerse mediante instrumentos de tasa 
variable y de corto o mediano plazo. En 
2016, la mayor parte de la deuda tenía 
tasa fija y vencimientos más prolongados, 
lo cual reduce las presiones generadas 
por cambios en la tasa de interés (grá-
fico 3.26). Entre 2000 y 2016, el peso 
relativo del endeudamiento a tasa fija 
pasó de 38% a 76% del total, y los cré-
ditos con vencimiento menor a un año 
disminuyeron de 32% a 12%. Un dato 
importante es que, aunque el 77% de la 
deuda es interna, el 62% de ella se emitió 
en moneda nacional y el resto en dólares. 
Esto incrementa la vulnerabilidad del 
Gobierno ante eventuales depreciaciones 
de la moneda nacional al momento de 
pagar sus deudas.

El crecimiento de la deuda pública 
puede llegar a limitar las captaciones del 
sector privado en el mercado de valores. 

En el pasado reciente, una de las estrate-
gias utilizadas para minimizar ese “estru-
jamiento” fue la emisión de los llama-
dos eurobonos, en 2012, que durante 
tres años incrementó la proporción de 
créditos externos, pero alivió la presión 
que podría haber ejercido el Gobierno 
al obtener recursos del mercado interno 
con el fin de sufragar sus gastos. A ini-
cios de 2015 el Ministerio de Hacienda 
recibió los últimos mil millones de dóla-
res provenientes de los eurobonos y, 
desde entonces, las necesidades han sido 
cubiertas con financiamiento local. 

Así pues, el ahorro nacional es una de 
las fuentes que ha permitido cubrir las 
crecientes necesidades de financiamiento 
del Gobierno. En la actualidad, un 34% 
de la deuda interna está en manos de fon-
dos privados de pensiones y fidecomisos, 
un 28% ha sido adquirido por la CCSS y 
el resto del sector público no financiero, 
y un 23% por el sistema bancario. Si 
estas fuentes no estuvieran disponibles, 
el Gobierno Central tendría mayores 
dificultades para conseguir recursos y 
la presión sobre las tasas de interés sería 
mucho mayor.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Soto, 2017, con datos del Ministerio de Hacienda.

Más información en página 151 
del Informe Estado de la Nación 
2017.
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La estabilidad monetaria y cambiaria 
del país experimentó una serie de turbu-
lencias a inicios de 2017, lo que generó 
mayores incrementos en la inflación, 
el tipo de cambio y las tasas de interés, 
después de un período de rigidez del 
tipo de cambio y bajas presiones en los 
precios.

Entre enero de 2015 y junio de 2016, 
Costa Rica vivió una fase de pocas presio-
nes sobre la inflación, que incluso registró 
valores negativos. Estas reducciones se 
explican principalmente por descensos 
en el costo del petróleo y otras materias 
primas en el mercado internacional, lo 
cual generó disminuciones, sobre todo, 
en el valor de los bienes regulados. Sin 
embargo, desde mediados de 2016 se 
observa una tendencia al alza de los 
precios. En ese año la inflación fue de 
0,77%, 1,6 puntos porcentuales superior 
a la reportada en 2015. Este crecimiento 
en el costo de los principales bienes y 
servicios se mantuvo durante los primeros 
meses del 2017. 

El Informe Estado de la Nación 2017 
destaca que, durante el 2016, el tipo de 
cambio mantuvo una tendencia al alza, 
que se aceleró a partir del 2017. En ese 
período el precio promedio de venta 
pasó de 545 a 561 colones por dólar. La 
lenta pero continua depreciación de la 
moneda nacional acabó con la relativa 
estabilidad que había caracterizado al 
régimen cambiario desde que el país 
migró a una mayor flotación de la divisa.

De acuerdo con la autoridad mo-
netaria, la depreciación del 2016 fue 
ocasionada por una mayor demanda y 
una menor disponibilidad de dólares. 
Específicamente se identifican tres fac-
tores. Por el lado de la demanda hubo 
una mayor necesidad de divisas para 
financiar el crecimiento de dos tipos 
de importaciones: el consumo de la 
población en general y la compra de 
combustibles e insumos por parte del 
sector público no bancario (SPNB). Y 
por el lado de la disponibilidad influyó el 
hecho de que, ante la situación descrita, 

los intermediarios cambiarios decidieron 
aumentar sus reservas de dólares.

El incremento en el precio de la divisa 
continuó durante los primeros meses 
del 2017. En abril el tipo de cambio 
ascendió a 600 colones por dólar en 
las ventanillas de algunos bancos. Esta 
fuerte depreciación se mantuvo por unas 
semanas, hasta que intervino la autoridad 
monetaria. 

En los últimos años las intervenciones 
en el mercado cambiario por parte del 
Banco Central de Costa Rica (BCCR) 
han tenido como objetivo evitar fluc-
tuaciones severas, aunque las reglas que 
aplica la autoridad monetaria para tal 
efecto no son públicas. Esto debido a que, 
ante un exceso de oferta de dólares, el tipo 
de cambio puede caer de forma abrupta. 
En este escenario, el BCCR comprará 
más divisas para absorber el excedente 
y prevenir mayores reducciones. 

Por otra parte, se evidencia que los 
mayores incrementos experimentados 
en las tasas de interés generan fuertes 

	 Desde mediados de 2016 se observa una tendencia al alza de los precios: la inflación 
fue de 0,77%, 1,6 puntos porcentuales superior a la reportada en 2015.

	 El tipo de cambio se aceleró a partir de 2016: el precio promedio de venta pasó de 
545 a 561 colones por dólar.

El 2017 presentó mayor variación  
en los precios y tipo de cambio
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presiones al mercado. El Informe se-
ñala que la elevada dolarización de los 
créditos, sobre todo en bancos privados 
y otras instituciones, sigue siendo una 
preocupación para el BCCR, en vista de 
los riesgos que conlleva para la estabilidad 

económica. Cuanto mayor sea su deuda 
en moneda extranjera, más susceptibles 
se tornan los bancos a la volatilidad en 
los mercados internacionales. Asimismo, 
los receptores de préstamos en dólares 
se ven expuestos a alzas en las tasas de 

interés en esa moneda, lo que podría 
generar presiones adicionales sobre el 
sector bancario y aumentos en la moro-
sidad, en especial entre quienes perciben 
ingresos en colones, pero tienen deudas 
en dólares.
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Nuevas oscilaciones monetarias y 
cambiarias durante el 2017

Entre enero de 2015 y junio de 2016 
el país vivió una fase de pocas presiones 
sobre la inflación, que incluso registró 
valores negativos. Estas reducciones se 
explican principalmente por descensos 
en el costo del petróleo y otras materias 
primas en el mercado internacional, lo 
cual generó disminuciones sobre todo en 
el valor de los bienes regulados (BCCR, 
2016b). Sin embargo, desde mediados de 
2016 se observa una tendencia al alza de 
los precios. En ese año la inflación fue de 
0,77%, 1,6 puntos porcentuales superior 
a la reportada en 2015 (gráfico 3.35), un 
nivel que −debe subrayarse− sigue sien-
do históricamente muy bajo para Costa 
Rica. Este crecimiento en el costo de los 
principales bienes y servicios se mantuvo 
durante los primeros meses del 2017. 

La baja inflación también ha sido 
acompañada por una menor volatilidad 
en el comportamiento del índice de pre-
cios al consumidor (IPC) por subgrupos. 
Las variaciones interanuales de las doce 
categorías de bienes y servicios se han 
reducido gradualmente desde 2012: en 
ese año el rango se situaba entre 32,4% 
y -0,8%, y en 2016 fue de entre 4,4% y 
-2,3%. Esto evidencia que conforme ha 
disminuido la inflación (en comparación 
con lo que ocurría una década atrás), 
también lo ha hecho la volatilidad de los 
precios por grupos de bienes.

Si bien entre julio de 2015 y 2016 la 
inflación fue negativa, las expectativas de 
los agentes económicos se mantuvieron 
cercanas a 4%, sin mayores variaciones. 
Cabe recordar que este indicador nunca 
ha caído por debajo de 3,5%. Las discre-
pancias entre los niveles de inflación y 
las expectativas de las personas podrían 
obedecer a que estas consideran factores 
estructurales con un horizonte de media-
no plazo, como aumentos en las tasas 
de interés, depreciación de la moneda 

nacional y bajas en las proyecciones de 
expansión económica (Krause, 2017).

Desde una perspectiva temporal más 
amplia, debe recordarse que en los últi-
mos diez años la inflación en Costa Rica 
se redujo de dos dígitos a uno, en gran 
medida por la adopción paulatina del 
sistema de metas de inflación por parte 
del BCCR. Este consiste en proponerse 
el logro de un nivel de inflación espe-
cífico como objetivo de mediano plazo 
y anunciarlo de previo al público. El 
Banco Central decidió utilizar ese siste-
ma (2005) junto con el régimen de banda 
cambiaria (2006), ya que la estrategia de 
minidevaluaciones que se aplicaba ante-
riormente tenía un efecto de inflación 
inercial (Walsh, 2009). 

Para evaluar la política monetaria, el 
BCCR da seguimiento a la inflación 
subyacente; este indicador excluye las 
variaciones de corto plazo y fue de apro-
ximadamente el 1% durante el segundo 
semestre de 2016, con una leve tendencia 
al alza a partir de julio de ese año. Esto 
significa que, en un contexto internacio-
nal favorable, la política monetaria logró 
que la inflación subyacente estuviera más 
cerca del rango meta. 

En los últimos años la política moneta-

ria seguida por el BCCR, y en particular 
la transición hacia el marco de referencia 
que constituyen las metas de inflación y 
el régimen cambiario de flotación admi-
nistrada, han conseguido reducir paula-
tinamente la inflación. Uno de los riesgos 
que enfrenta el país para alcanzar la meta 
de inflación es una caída de la demanda 
externa, por efecto de eventuales políti-
cas de orientación proteccionista en otros 
países, y debilidades en las economías de 
la eurozona y China. Esto presionaría 
para la implementación de una política 
monetaria aun más laxa (BCCR, 2017).

Tipo de cambio muestra mayor 
volatilidad

Durante el 2015 el tipo de cambio 
mantuvo una tendencia al alza, que se 
aceleró a partir del 2016. En ese período 
el precio promedio de venta pasó de 545 
a 561 colones por dólar (gráfico 3.36)45. 
La lenta pero continua depreciación de 
la moneda nacional acabó con la relati-
va estabilidad que había caracterizado 
al régimen cambiario desde que el país 
migró a una mayor flotación de la divisa. 

De acuerdo con la autoridad mone-
taria, la depreciación del 2016 fue 
ocasionada por una mayor demanda y 

Variación interanual de los precios, expectativas inflacionarias 
e inflación subyacentea/

a/	Para	aproximar	los	movimientos	de	mediano	y	largo	plazo	de	la	inflación	se	utiliza	el	promedio	simple	de	cinco	
indicadores	de	la	inflación	subyacente:	exclusión	fija	por	volatilidad,	media	truncada,	reponderación	por	volatilidad,	
reponderación	por	persistencia	y	exclusión	fija	de	productos	agrícolas	y	combustibles.

Fuente:	Krause,	2017,	con	datos	del	BCCR.
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GRÁFICO 3.35
PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE 
PERCEPCIONES CIUDADANAS Y 
REFORMA FISCAL 
véase Beltrán y Guzmán, 2017, 
enwww.estadonacion.or.cr

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Krause, 2017, con datos del BCCR.
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una menor disponibilidad de dólares. 
Específicamente se identifican tres fac-
tores. Por el lado de la demanda hubo 
mayor necesidad de divisas para financiar 
el crecimiento de dos tipos de importa-
ciones: el consumo de la población en 
general y la compra de combustibles e 
insumos por parte del sector público no 

Evolución del tipo de cambio de referencia del banco Central 
(colones por dólar)

Fuente:	Krause,	2017,	con	datos	del	BCCR.
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GRÁFICO 3.36

Evolución de las reservas internacionales netas (RIN) del banco Central y 
el tipo de cambioa/ 

a/	Se	utiliza	el	tipo	de	cambio	de	referencia	de	venta	del	primer	día	de	cada	mes	del	Banco	Central.	

Fuente:	Krause,	2017,	con	datos	del	BCCR.
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GRÁFICO 3.37

bancario (SPNB).  Y por el lado de la dis-
ponibilidad influyó el hecho de que, ante 
la situación antes descrita, los interme-
diarios cambiarios decidieron aumentar 
sus reservas de dólares (BCCR, 2017).

El incremento en el precio de la divisa 
continuó durante los primeros meses del 
2017. En abril el tipo de cambio ascendió 

a 600 colones por dólar en las ventanillas 
de algunos bancos. Esta fuerte deprecia-
ción se mantuvo por unas semanas, hasta 
que intervino la autoridad monetaria, y 
en parte podría haber sido reforzada por 
la especulación. Ese episodio será anali-
zado con más profundidad en la próxima 
edición de este Informe.

En los últimos años las intervenciones 
en el mercado cambiario por parte del 
BCCR han tenido como objetivo evitar 
fluctuaciones severas, aunque las reglas 
que para tal efecto aplica la autoridad 
monetaria no son públicas. Debe recor-
darse que ante un exceso de oferta de 
dólares, el tipo de cambio puede caer 
de forma abrupta. En este escenario, 
el BCCR comprará más divisas para 
absorber el excedente y prevenir mayores 
reducciones. Desde la implementación 
del régimen de bandas, en 2006, la mayo-
ría de las intervenciones se hizo con el fin 
de impedir que el tipo de cambio se situa-
ra por debajo del límite inferior, lo cual 
generó una acumulación de dólares en 
las reservas internacionales netas (RIN). 
Por el contrario, desde 2014 las opera-
ciones de compra-venta entre el BCCR 
y el SPNB han procurado disminuir la 
volatilidad de la divisa y minimizar el 
riesgo cambiario. 

En abril de 2015 el BCCR había acu-
mulado 8.444 millones de dólares en 
RIN (gráfico 3.37). Sin embargo, sus 
recientes intervenciones para evitar 
mayores incrementos en el tipo de cam-
bio y satisfacer las necesidades de divisas 
del SPNB, así como los aportes rea-
lizados al Fondo Latinoamericano de 
Reservas, provocaron una reducción de 
las reservas, hasta llegar a 7.464 millones 
de dólares en febrero de 2017 (BCCR, 
2016a).

Mayores incrementos de las tasas de 
interés presionan el mercado

La tasa de política monetaria (TPM) 
es el precio que cobra el Banco Central 
por los préstamos a un día plazo. El obje-
tivo de este instrumento es influir sobre 
los costos de las entidades del sistema 
financiero para que, eventualmente, los 
cambios en ese indicador se reflejen en 
las tasas de interés de la economía. Entre 
2015 y enero de 2016 la autoridad mone-
taria efectuó ocho rebajas de la TPM, 

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Krause, 2017, con datos del BCCR..

Más información en página 165 del Informe Estado de la Nación 2017.
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La estructura económica de Costa 
Rica se caracteriza por tener bajos en-
cadenamientos productivos y laborales, 
y una desarticulación entre los sectores 
con mayores capacidades en uno u otro 
ámbito; lo que hace necesario que el país 
impulse políticas públicas focalizadas 
para cada sector, para mejorar el perfil 
de la mano de obra y la productividad. 

Un análisis realizado para el Informe 
Estado de la Nación 2017 utilizó la ma-
triz insumo-producto (MIP) del Banco 
Central (año base 2012), para apreciar 
en detalle la relación entre sectores y los 
aportes de cada uno al valor agregado 
de la producción y a la generación de 
oportunidades laborales.

Los encadenamientos productivos 
dan cuenta de las interconexiones entre 
los distintos sectores, de acuerdo con 
la capacidad de cada uno de ellos para 
absorber la oferta o suplir la demanda 
de los otros. Para analizar este tema, el 
estudio desagrega los bienes y servicios 
en cuatro grupos: claves, estratégicos, 

impulsores e independientes. Por su 
parte, los encadenamientos laborales 
muestran los efectos (directos e indirec-
tos) que genera, sobre el empleo total, 
el crecimiento de la demanda final en 
una actividad específica; esos efectos se 
conocen como “multiplicadores de em-
pleo”. Este indicador tiene tres niveles: 
alto, medio y bajo, según la cantidad de 
puestos de trabajo generados.

 En Costa Rica, la mayoría de los 
productos y las oportunidades laborales 
proviene de sectores que tienen baja ca-
pacidad para generar encadenamientos 
de empleo. Solo un 4% de los bienes 
y servicios y un 0,2% de los puestos 
de trabajo corresponden a actividades 
que muestran altos multiplicadores. 
Estos resultados explican por qué la 
economía crece más que el empleo, 
directo e indirecto. La mayor parte de la 
producción se ubica en actividades que 
se desarrollan fuera del régimen especial 
compuesto por las zonas francas y per-
feccionamiento activo, con más bienes 

y servicios con multiplicadores medios y 
altos. El régimen especial representa un 
segmento muy pequeño de la economía 
en términos absolutos, pero proporcio-
nalmente su capacidad de multiplicación 
de oportunidades laborales es mayor.

A su vez, la generación de empleo 
depende del desempeño económico y de 
la capacidad para trasladar el crecimiento 
de los sectores más dinámicos al resto 
de la economía. Para profundizar en este 
tema, con información de MIP del Banco 
Central, para el Informe 2017 se exami-
naron y agruparon los encadenamientos 
productivos según los tipos de economía 
propuestos por el Programa Estado de 
la Nación, esta vez con una adaptación 
de la composición de los sectores, por lo 
que las categorías que aquí se presentan 
no son estrictamente comparables con 
la clasificación original.

El principal resultado de este análisis 
es que la nueva economía aporta apro-
ximadamente una tercera parte del valor 
agregado total, la vieja economía un 20% 

	 Comercio y agricultura no tradicional son los sectores con mayor capacidad para 
generar encadenamientos productivos.

	 Solo un 4% de los bienes y servicios y un 0,2% de los puestos de trabajo corres-
ponden a actividades que muestran altos multiplicadores de empleo.

Urgen políticas públicas focalizadas  
que fomenten los encadenamientos  

laborales y productivos
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y los servicios de apoyo un 44%. Los 
perfiles según subsectores son diversos. 
Las actividades más susceptibles de en-
cadenarse “hacia atrás” (impulsoras) son 
la agricultura no tradicional, la industria 
tradicional y la industria no tradicional. 
Las dos primeras, en conjunto, reúnen 
cinco de los nueve sectores que poseen 
multiplicadores de empleo altos. En otras 
palabras, estas actividades tienen una alta 
capacidad no solo de generar puestos 
de trabajo, sino también de demandar 
insumos locales. Este grupo mostró una 
reactivación en 2016, de modo que sus 
encadenamientos productivos y laborales 
explican el leve descenso del desempleo 
registrado en el año. 

Dicho hallazgo resalta la importancia 
de modernizar y fortalecer el capital físico 

y humano de los sectores tradicionales 
de la economía, a través de políticas es-
pecíficas para cada uno de ellos, es decir, 
con acciones focalizadas como priorizar 
el fomento de las actividades que tienen 
mayor “capacidad de derrame” sobre el 
resto de la producción.

Adicionalmente, se encontró que la 
vieja economía muestra un fuerte con-
traste interno: mientras la agricultura 
tradicional tiene un perfil de baja pro-
ductividad, en la industria tradicional 
el indicador es levemente superior al 
promedio. En la nueva economía todas 
las actividades tienen una productividad 
superior al promedio, en tanto que los 
servicios de apoyo, aunque generan poco 
más del 40% del valor agregado de la 
economía, tienen una productividad baja, 

con la única excepción del comercio. 
Un sector con alta capacidad de enca-

denamiento o alta productividad no ne-
cesariamente genera efectos significativos 
en el empleo, por lo que los hallazgos 
reportados son útiles para el rediseño de 
las políticas en esta área. 

Ante este contexto, se destaca la rele-
vancia de implementar una política de 
fomento productivo que integre los sec-
tores tradicionales dedicados al mercado 
interno, con el fin de impulsar mayores 
encadenamientos entre la nueva y la 
vieja economía. Aunque las empresas 
que operan bajo el régimen especial 
hacen importantes contribuciones al 
crecimiento económico, su aporte al 
valor agregado y a las oportunidades 
laborales es pequeño.
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cidad para generar encadenamientos de 
empleo. Solo un 4% de los bienes y servi-
cios y un 0,2% de los puestos de trabajo 
corresponden a actividades que mues-
tran altos multiplicadores (gráficos 3.14 
y 3.15). Estos resultados explican por qué 
la economía crece más que el empleo, 
directo e indirecto. La mayor parte de la 
producción se ubica en actividades que 
se desarrollan en el régimen definitivo23, 
por lo que en este se encuentran más 
bienes y servicios con multiplicadores 
medios y altos. A su vez, el régimen espe-
cial (zonas francas y perfeccionamien-
to activo) representa un segmento muy 
pequeño de la economía en términos 
absolutos, pero proporcionalmente su 
capacidad de multiplicación de oportu-
nidades laborales es mayor.

La mayoría de los productos que tienen 
los multiplicadores de empleo más altos 
pertenece al sector manufacturero (gráfi-
co 3.16). Un caso destacado es el del café 
oro: por cada 10 nuevos trabajadores que 
se insertan en este sector (gracias al incre-
mento de su demanda final), se crean 
297 empleos indirectos, para un total de 
307 nuevos puestos. Esta capacidad de 
generar oportunidades laborales puede 
estar asociada al gran potencial que tiene 
esta actividad para demandar insumos de 
otros sectores (encadenamiento produc-
tivo tipo impulsor; Meneses y Córdova, 
2017). Otro factor relevante es que, en 
su fase agrícola, este producto es culti-
vado por muchos propietarios en forma 
manual (actividad intensiva en trabajo), 
es decir, en este sector la mano de obra es 
fundamental (E: Barboza, 2017). 

La posibilidad de que los sectores más 
dinámicos logren un “efecto derrame” 
sobre el resto de la economía depende 
de su capacidad para demandar y ofre-
cer insumos a otras actividades. En el 
Vigesimosegundo Informe Estado de la 
Nación se reportó que 34 productos tienen 
alta capacidad de “arrastre” y de “empuje” 
(pertenecen a actividades clave), mientras 
que 102 se consideran independientes. 
En esta edición se comparan los sectores 
según sus encadenamientos productivos 
y de empleo, a fin de determinar si hay 
ramas que a un mismo tiempo multipli-
can la producción y los puestos de trabajo 
(Meneses y Córdova, 2017). 

Al entrelazar los resultados en los dos 

Distribución de productosa/ por régimen aduanero, según multiplicadores 
de empleob/. 2012
(porcentajes)

a/	Se	consideran	173	productos	en	el	régimen	definitivo	y	66	en	el	régimen	especial.
b/	Alto:	valor	superior	al	promedio	de	los	multiplicadores	más	una	desviación	estándar;	medio:	valor	que	se	ubica	
entre	el	promedio	de	los	multiplicadores	y	una	desviación	estándar;		bajo:	valor	inferior	al	promedio.
	
Fuente:	Meneses	y	Córdova,	2017,	con	datos	de	la	MIP	2012,	del	BCCR.

Total 

Alto Medio Bajo Alto Medio Bajo Alto Medio Bajo

Régimen definitivo Régimen especial

23

74
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16
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3

21

1
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GRÁFICO 3.14

Participación de la oferta de trabajo por régimen aduanero, 
según multiplicadores de empleoa/. 2012
(porcentajes)

a/	Alto:	valor	superior	al	promedio	de	los	multiplicadores	más	una	desviación	estándar;	medio:	valor	que	se	ubica	
entre	el	promedio	de	los	multiplicadores	y	una	desviación	estándar;		bajo:	valor	inferior	al	promedio.

Fuente:	Meneses	y	Córdova,	2017,	con	datos	de	la	MIP	2012,	del	BCCR

Total 
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GRÁFICO 3.15

Distribución de productosa/ por régimen aduanero, según multiplicadores 
de empleo.b/ 2012 
(porcentajes)

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Meneses y Córdova, 2017, con datos de la MIP 2012, del BCCR.
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Distribución del valor agregado por nivel de encadenamien-
to productivo, según tipos de economía desagregados. 2012 
(porcentajes)
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descenso del desempleo registrado en el 
año. Este hallazgo resalta la importancia 
de modernizar y fortalecer el capital físi-
co y humano de los sectores tradicionales 
de la economía, a través de políticas espe-
cíficas para cada uno de ellos, es decir, 
con acciones focalizadas como priorizar 
el fomento de las actividades que tienen 
mayor “capacidad de derrame” sobre el 
resto de la producción (Alonso, 2016). 

Por su parte, el sector con la mayor 
capacidad de encadenamiento produc-
tivo hacia atrás y hacia adelante (clave) 
es el comercio (100%), seguido, aunque 
con porcentajes menores, por los nuevos 
servicios y la agricultura tradicional, con 
28% y 30% del valor agregado, respecti-
vamente. Si bien estas actividades hacen 
un aporte considerable al crecimiento 
del PIB, su capacidad para generar ese 
mismo impulso en el empleo es más baja. 
Como se indicó en secciones anteriores, 
en los sectores clave no hay ninguna 
rama que muestre altos multiplicadores 
de empleo y la mayoría exhibe multipli-
cadores medios. 

Mayor parte del sector servicios tiene 
bajos niveles de productividad laboral

En el Vigesimosegundo Informe del 
Estado de la Nación se realizó un balance 
sobre los niveles de productividad laboral 
según actividad económica. Entre otros 
hallazgos, se identificó una alta hetero-
geneidad, poca generación de empleo de 
las ramas más exitosas y, dentro del sector 
servicios, una dinámica dispar en la que 
la productividad de algunos segmentos 
era contrarrestada por reducciones en 
otros. Para esta edición se efectuó el 
mismo análisis, pero desde la perspectiva 
de los tipos de economía (cuadro 3.5). Se 
encontró que la vieja economía muestra 
un fuerte contraste interno: mientras la 
agricultura tradicional tiene un perfil de 
baja productividad, en la industria tradi-
cional el indicador es levemente superior 
al promedio. En la nueva economía todas 
las actividades tienen una productividad 
superior al promedio, en tanto que los 
servicios de apoyo, aunque generan poco 
más del 40% del valor agregado de la eco-
nomía, tienen una productividad baja, 
con la única excepción del comercio.

Distribución del valor agregado por nivel de encadenamiento productivo, 
según tipos de economía desagregados. 2012
(porcentajes)

Fuente:	Meneses	y	Córdova,	2017,	con	datos	de	la	MIP	2012,	del	BCCR.
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GRÁFICO 3.18

CUADRO 3.5

Productividad laboral según tipo de economíaa/. 2012
(millones de colones por trabajador) 

Tipo	de	economía Productividad	promedio

Promedio de la economía 21

Vieja economía Agricultura	tradicional 5

Industria	tradicional 23

Nueva economía Agricultura	no	tradicional 25

Industria	no	tradicional 28

Nuevos	servicios 32

Zonas	francas 24

Servicios de apoyo Educación	y	salud 15

Otros	servicios	especializados 18

Otros	servicios	no	especializados 9

Servicios	de	comercio 34

Servicios	públicos	varios 20

a/	 Las	 cifras	 que	 se	 presentan	 sobre	 fondo	 de	 color	 celeste	 corresponden	 a	 niveles	 de	 productividad		
superiores	al	promedio.

Fuente:	Meneses	y	Córdova,	2017,	con	datos	de	la	MIP	2012,	del	BCCR.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Meneses y Córdova, 2017, con datos de la MIP 2012, del BCCR.

Más información en página 138 del Informe Estado de la Nación 2017.





Armonía 
con la naturaleza

La presencia del tema ambiental en el 
discurso y la imagen del país es notoria, 
pero también su desconexión con las rutas 
que ha tomado el estilo de desarrollo 
desde los años noventa. En esta edición 
el Informe encuentra que los patrones de 
uso del suelo, sin planificación y de alto 
impacto ambiental, no solo están en la 
Gran Área Metropolitana (GAM), sino 
que se han expandido a otras partes de la 
geografía nacional, con comportamientos 
reiterados y onerosos para el desarrollo 
humano que, además, aumentan la vul-
nerabilidad a desastres y comprometen 
los innegables logros en materia de pro-
tección. No se observa, salvo en aspectos 
puntuales, una clara prioridad ambiental 
en la forma de ocupar y afectar el territorio 
y los recursos naturales fuera de las áreas 
de conservación. Costa Rica muestra, en 
consecuencia, una insostenibilidad am-

biental consolidada en algunos ámbitos, 
y riesgos en aquellos en los que mejor se 
ha desempeñado.

Ciertamente en el mediano y largo pla-
zos prevalecen tendencias insostenibles, 
pero también hay fortalezas históricas y 
avances específicos que reportar. En 2016 
se mantuvieron –e incluso mejoraron− 
algunos indicadores que sustentan la 
buena percepción internacional sobre 
Costa Rica: áreas protegidas, recupe-
ración de cobertura forestal, electri-
cidad limpia, acceso a agua potable, 
herramientas legales e instrumentos 
pioneros para la conservación, entre 
otros. La generación de datos y algunos 
reacomodos institucionales han tenido 
una evolución positiva, para tratar el 
tema de manera más integrada entre 
sectores. Sin embargo, estos logros no 
alcanzan para cambiar el rumbo en al 

menos tres frentes: los patrones de uso 
del territorio y su falta de ordenamiento, 
el aprovechamiento de recursos naturales 
clave para el desarrollo (como la energía 
y el agua) y la gestión política.

En suma, sin grandes cambios en las 
tendencias, este Informe identifica frentes 
en los que el país sigue recorriendo cami-
nos de reconocido efecto negativo para 
la sostenibilidad ambiental, y enfrenta 
esos impactos con limitadas capacidades 
y una prioridad política que no solo se 
mantiene baja, sino que podría

debilitarse si el tema no se incorpora 
de manera más clara en la agenda del 
desarrollo. La consecuencia de ello puede 
ser, a corto y mediano plazos, que la 
agudización de patrones insostenibles 
de uso del territorio y los recursos acabe 
minando las riquezas del patrimonio que 
Costa Rica ha querido cuidar.

Síntesis del capítulo
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•	 Un análisis de tres ciudades intermedias (San Isidro de El 
General, Ciudad Quesada y Guápiles) encontró patrones de 
crecimiento similares a los que llevaron al actual caos de la 
GAM: la mancha urbana aumenta de forma rápida y dispersa, 
crecen la flota vehicular y los problemas de movilidad, hay 
poco tratamiento de aguas residuales y ninguna herramienta 
completa y actualizada de ordenamiento territorial.

•	 La cobertura de alcantarillado sanitario con tratamiento de aguas 
residuales casi se duplicó, al pasar de 4,2% en 2014 a 8,2% en 
2016.

•	 La provincia de Guanacaste muestra una notable recuperación 
de su cobertura forestal: de 51% en 2005 a 60% en 2015. Sin 
embargo, paralelamente hay deforestación en algunas zonas; 

por ejemplo, en el Refugio Nacional de Vida Silvestre Corredor 
Fronterizo Costa Rica-Nicaragua se registra una pérdida de más 
de 1.300 hectáreas de bosque. 

•	 En 2016 se reportó la mayor superficie afectada por incendios 
forestales en los últimos quince años: 56.139 hectáreas. 

•	 Un análisis de imágenes satelitales encontró que entre 2000 y 
2015 se cambió el uso de 5.600 hectáreas de suelo para dedicarlas 
al cultivo de piña. 

•	 Por primera vez en 165 años de registros, el territorio nacional 
fue impactado directamente por un huracán (Otto). Fallecieron 
diez personas, 7.425 fueron atendidas en albergues temporales 
y 461 comunidades sufrieron daños de diversa índole.

Principales hallazgos
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	 La mancha urbana de las ciudades intermedias ha crecido a un ritmo mucho mayor 
que el registrado en la GAM, hasta un 40% más en períodos similares.

	 Ausencia de planificación genera altos impactos ambientales y riesgos.

Ciudades intermedias siguen patrones  
de la Gran Área Metropolitana

Un análisis especial realizado para el In-
forme Estado de la Nación 2017 encontró 
que las ciudades intermedias reproducen 
patrones de crecimiento similares a los 
que llevaron al caos actual de la Gran 
Área Metropolitana (GAM): el aumento 
rápido y disperso de la mancha urbana, 
el crecimiento de la flota vehicular y los 
problemas de movilidad, el poco trata-
miento de aguas residuales y la falta de 
herramientas completas y actualizadas 
de ordenamiento territorial.

Este estudio seleccionó tres ciudades 
que tienen gran peso regional e impor-
tantes procesos de crecimiento urbano 
reciente: Ciudad Quesada, Guápiles y 
San Isidro de El General. Se evaluaron las 
tendencias y el estado del ordenamiento 
territorial en cada una de ellas, con énfasis 
en sus implicaciones ambientales.

Fuera de la GAM, las ciudades inter-
medias operan como importantes centros 
regionales por su funcionalidad; cuentan 
con una infraestructura institucional 
que las distingue en su entorno, como: 

universidades, hospitales, sucursales de 
entidades públicas y múltiples actividades 
económicas. Algunas de ellas, debido a 
su localización e historia, realizan tareas 
especializadas y únicas (los puertos, por 
ejemplo) y otras son capitales provincia-
les que se consolidaron hace más de un 
siglo. Son polos de atracción de empleo 
y de movilidad de personas trabajadoras 
provenientes de las áreas vecinas; sus 
indicadores de desarrollo son mejores 
que los del resto de la región, ofrecen 
mayores oportunidades y niveles de ca-
lidad de vida que el promedio cantonal.

Los datos del más reciente Informe Estado 
de la Nación muestran que estas ciudades 
han visto crecer su mancha urbana a un 
ritmo mucho mayor que el registrado en 
la GAM, hasta un 40% más en períodos 
similares. San Isidro de El General es la 
que más ha aumentado, un 66% en doce 
años; la actividad productiva ha genera-
do un sistema centro-periferia con una 
alta concentración de servicios. Esto ha 
configurado una ciudad extendida, que se 

despliega a lo largo de los caminos prin-
cipales con pequeños poblados. En 2003 
había cerca de 548 hectáreas de cobertura 
urbana (un conglomerado que rodea la 
ruta 2 y se desborda hacia los costados, 
particularmente hacia el suroeste). Este 
patrón se ha mantenido en el tiempo sin 
una lógica clara de ordenamiento territorial 
y en 2015 abarcó cerca de 912 hectáreas.

Por su parte, Ciudad Quesada es el dis-
trito de la región Huetar Norte con mayor 
área urbanizada; en 2005 esta cubría cerca 
de 873 hectáreas, distribuidas en núcleos 
urbanos (algunos consolidados y otros sin 
consolidar), con un gran desarrollo lineal 
sobre algunas calles importantes. En 2016 
la mancha urbana ascendía a 1.325 hectá-
reas, lo que representa un crecimiento de 
51,8% en once años. Adicionalmente, en 
las cercanías de la ciudad el terreno es muy 
quebrado, lo que reduce la disponibilidad 
de espacios aptos para urbanización. Hay 
problemas de estacionamiento en las calles 
principales, de servicios de alcantarillado 
sanitario y pluvial, entre otros. 
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En Guápiles, la mancha urbana au-
mentó un 61% entre 2005 y 2015, al 
pasar de 817 a 1.320 hectáreas. No se 
siguió un proceso planificado de ordena-
miento territorial y la expansión se dio 
tanto en núcleos consolidados como sin 
consolidar; se desarrolló de forma lineal 
sobre algunas vías importantes.

En forma paralela al ritmo de creci-
miento de la mancha urbana, en estas 
ciudades se observa una tendencia a una 
mayor dispersión de las viviendas y las 
actividades económicas. Los desarrollos 
se extienden lejos del área construida y 
crecen en menor medida dentro o en los 
bordes de áreas ya consolidadas. Aunque 
ha variado en los últimos años, este es 
el patrón que mostró la GAM en sus 
etapas de mayor expansión.

Por otro lado, cabe destacar que la falta de 
ordenamiento territorial de estas tres ciuda-
des intermedias ha generado altos impactos 

ambientales y riesgos para su población. 
En los casos analizados, las herramientas 
de regulación son parciales, desactualizadas 
e insuficientes para la realidad actual. Ello 
conlleva una débil protección de las fuentes 
de agua, un mal manejo de los residuos 
sólidos, problemas de movilidad, sistemas 
de transporte ineficientes y un importante 
riesgo de desastre. 

Dada la escasa planificación urbana, se 
hacen notables los rezagos en términos de 
sostenibilidad. Es el caso, por ejemplo, 
del manejo de los residuos sólidos en 
estas ciudades, el porcentaje de vivien-
das que dispone de ellos por medio de 
camión recolector es menor que en la 
GAM; entre un 16% y un 6% de ellas 
utiliza otros métodos que no aseguran el 
tratamiento debido y generan contami-
nación, además de problemas de salud.

En materia hídrica, a pesar de que hay 
un buen acceso al recurso, persisten serios 

problemas en la disposición de aguas 
residuales. Los porcentajes de personas 
que no reciben agua potable son relati-
vamente bajos y menores al promedio 
del país (6,9%), aunque mayores que en 
la GAM (1,3%): 4% en San Isidro de 
El General, 2,8% en Guápiles y 2,1% 
en Ciudad Quesada.

Otro aspecto relevante es la situación 
asociada a la flota vehicular, el trans-
porte público y la infraestructura vial, 
que también reproducen los problemas 
de la GAM: congestionamiento, limi-
taciones de movilidad, largos tiempos 
de viaje y contaminación. La cantidad 
de vehículos por cada mil habitantes 
creció un 60% en el último período 
intercensal, a un ritmo superior al 6% 
anual, mayor que el promedio nacio-
nal, aunque menor que el de la GAM 
(10,5%). San Isidro tiene casi la misma 
tasa que la GAM y el país.

Evolución de la mancha urbana

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, a partir de Sánchez, 2017 con datos de ProDUS-UCR y Google Earth.

Más información en página 182 del Informe Estado de la Nación 2017.

San Isidro de El General. 2003-2015 Ciudad Quesada 2005-2016 Guápiles 2005-2015

Mancha urbana 2003

Mancha urbana 2015

Mancha urbana 2005 Mancha urbana 2005

Mancha urbana 2016 Mancha urbana 2015

Simbología Simbología Simbología
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El Informe Estado de la Nación 2017 
contempla un análisis sobre posibles 
medidas de mitigación de los efectos de 
las emisiones de gases contaminantes, 
que determinó las de mayor potencial 
como el fomento del transporte público, 
combinado con políticas de manejo de la 
demanda (cambio modal del tipo de ser-
vicio utilizado) y el uso de tecnologías que 
mejoren la eficiencia de la flota vehicular.

Dentro de las principales medidas des-
tacan: mejorar la eficiencia en transporte 
público (reducción de kilometraje y buses 
más grandes), cambio modal a transporte 
público (más pasajeros estimulados por 
un sistema atractivo), medidas de manejo 
de la demanda (menos viajes en transpor-
te particular), buses de bajas emisiones 
de carbono (buses híbridos), menor 
congestión (restricciones vehiculares), 
eco conducción (cursos en conducción 

eficiente), taxis de bajas emisiones de 
carbono (taxis híbridos y eléctricos) y 
transporte no motorizado (ciclovías- 
alquiler de bicicletas).

En el 2016 no hubo cambios en la 
matriz energética del país. Por un lado, 
se mantuvo la dependencia de la impor-
tación de hidrocarburos, y por otro, el 
modelo eléctrico sigue siendo exitoso 
desde el punto de vista ambiental, por 
el peso mayoritario de fuentes menos 
contaminantes que los combustibles 
fósiles.

Las emisiones derivadas de combus-
tibles fósiles son las que tienen mayor 
impacto en la calidad del aire. En su 
monitoreo de 2016, el Laboratorio de 
Análisis Ambiental de la Universidad 
Nacional encontró que en las áreas in-
dustriales y comerciales de alto flujo 
vehicular (La Asunción de Belén, zona 

de la Rectoría de la UNA, en Heredia, 
cercanías de la Compañía Nacional de 
Fuerza y Luz, en La Uruca) hubo concen-
traciones de partículas PM10 (partículas 
sólidas o liquidas de polvo, cenizas, ho-
llín, metales, cemento o polen, dispersas 
en la atmósfera cuyo diámetro es inferior 
o igual a 10 micrómetros) de entre 31 y 
49 μg/m3 (unidad de medición que se 
emplea en calidad del aire para expresar 
la concentración de contaminantes en 
microgramos por metro cúbico) que 
superaron tanto el valor máximo de 
exposición crónica de 30μg/m3 con-
templado en la normativa nacional, 
como el establecido por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), que es más 
exigente. En ese año también se realizaron 
mediciones de dióxido de nitrógeno con 
el resultado de que trece sitios de San 
José y cinco de Belén registraron valores 

	 En 2016 el trasporte terrestre consumió el 61% del total de combustibles fósiles 
y entre el 2015 y 2016 el parque automotor creció un 7,4% y llegó a 1.664.991 
vehículos.

	 Si en la GAM se implementara un plan de mejora para cumplir con la normativa de 
la OMS se evitaría por año: 229 muertes, 563 casos de bronquitis crónica en adultos, 
4.508 crisis asmáticas en adultos y 2.571 en menores.

Fomento del transporte público y cambios  
en políticas del servicio podrían mitigar  

efectos de emisiones de gases contaminantes
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mayores a 40 μg/m3, límite recomendado 
por la OMS.

Adicionalmente, un estudio que va-
loró el impacto que tendría en la salud 
la reducción de la contaminación del 
aire concluyó que, si se implementara 
en la Gran Área Metropolitana un plan 
de mejora para cumplir con la norma-
tiva de la OMS, por año se evitaría la 
muerte de 229 personas, 563 casos de 
bronquitis crónica en adultos, 4.508 
crisis asmáticas en adultos y 2.571 en 
niños y niñas.

La implementación de las medidas, 
mencionadas previamente, sería de gran 
contribución para reducir los efectos de 
los gases de efecto invernadero, ya que en 
Costa Rica la matriz energética acumula 
varias décadas sin avances significativos, 
lo que conlleva crecientes emisiones 
de gases y altos costos en términos de 

calidad del aire, huella de carbono y 
factura petrolera.

Desde la perspectiva del uso, en 2016 
la mayor parte de la energía secunda-
ria provino de derivados del petróleo 
(73,2%), seguidos por la electricidad 
(24,4%) y el coque (2,4%). La com-
pra de combustibles fósiles aumentó 
un 6,4% con respecto al año anterior 
y, dentro de ese grupo, el diésel y las 
gasolinas mostraron un crecimiento 
anual promedio superior al registrado 
en la última década. Nuevamente el 
transporte terrestre fue el sector con 
mayor peso (61% del consumo total), en 
concordancia con el parque automotor, 
que entre 2015 y 2016 se incrementó 
un 7,4% y alcanzó 1.664.991 unidades. 
Mientras en 1980 había 15,2 personas 
por cada vehículo, en 2015 la razón 
fue de 4; los vehículos particulares, los 

microbuses familiares y las motocicletas 
son los mayores consumidores de energía 
del sector (50,2%) y tienen la cantidad 
más grande de unidades.

Aunque en Costa Rica el desorden 
urbano y territorial ha favorecido los 
elevados niveles de consumo y depen-
dencia de los hidrocarburos, el modelo 
eléctrico del país utiliza mayoritariamente   
fuentes menos contaminantes que los 
combustibles fósiles.

Durante 2016, el 98,2% de energía 
eléctrica generada en el país provino de 
fuentes de energías limpias. Un análisis 
del Instituto Costarricense Electricidad 
identificó las fuentes con mayor potencial 
aprovechable, entre las que destacan la 
solar y la hidroeléctrica. En el primer 
caso es necesario mejorar la red de me-
dición y realizar estudios sobre cómo 
su variabilidad puede afectar el sistema. 
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El uso energético tiene diversos tipos 
de impactos ambientales. En términos 
de emisiones contaminantes, según el 
Quinto Inventario Nacional de Gases 
de Efecto Invernadero (GEI), en 2012 
el sector energía liberaba a la atmósfera 
7.214 gigagramos de dióxido de carbono 
(CO2) y el transporte era responsable 
del 68,7% de ese total. En el caso de la 

significativamente en 2016, aunque sí se 
crearon algunas herramientas y nuevos 
datos para la discusión.

Uso de la energía es dominado  
por el modelo de transporte

En Costa Rica los patrones de uso 
energético muestran dos resultados con-
trapuestos. Por un lado, se ha construido 
un modelo eléctrico que ha sido exitoso 
desde el punto de vista ambiental, por 
el peso mayoritario de fuentes menos 
contaminantes que los combustibles 
fósiles; por el otro, el desorden urbano 
y territorial (analizado en esta y edicio-
nes anteriores) ha favorecido elevados 
niveles de consumo y dependencia de 
los hidrocarburos, con fuertes impactos 
en el medio y pocas señales de cambio. 
La matriz energética acumula ya varias 
décadas sin avances significativos, lo que 
conlleva crecientes emisiones de gases y 
altos costos en términos de calidad del 
aire, huella de carbono y factura petrole-
ra, entre otros.

Desde la perspectiva del uso, en 2016 
la mayor parte de la energía secunda-
ria8 provino de derivados del petróleo 
(73,2%), seguidos por la electricidad 
(24,4%) y el coque (2,4%). La compra de 
combustibles fósiles aumentó un 6,4% 
con respecto al año anterior y, dentro de 
ese grupo, el diésel y las gasolinas mos-
traron un crecimiento anual promedio 
superior al registrado en la última década 
(Sepse, 2017). Nuevamente el transporte 
terrestre fue el sector con mayor peso 
(61% del consumo total), en concordan-
cia con el parque automotor, que entre 
2015 y 2016 se incrementó un 7,4% y 
alcanzó 1.664.991 unidades. Mientras 
en 1980 había 15,2 personas por cada 
vehículo, en 2015 la razón fue de 4,2 
(Portilla, et al., 2016). Como ilustra el 
gráfico 4.11, los vehículos particulares, 
los microbuses familiares y las motoci-
cletas son los mayores consumidores de 
energía del sector (50,2%) y tienen la 
cantidad más grande de unidades (Sepse, 
2017). 

El segundo rubro del consumo ener-
gético es la electricidad. Como se men-
cionó, a diferencia del transporte, en este 
ámbito el país ha logrado consolidar un 
modelo centrado en fuentes limpias9. Su 
capacidad instalada aumentó en marzo 

de 2016 con la entrada en operación de 
la planta hidroeléctrica Reventazón, que 
aportó 305,5 megavatios (Gobierno de la 
República, 2016a). Un análisis del ICE 
identificó las fuentes con mayor poten-
cial aprovechable10, entre las que destacan 
la solar y la hidroeléctrica (ICE, 2016). 
En el primer caso es necesario mejorar la 
red de medición y realizar estudios sobre 
cómo su variabilidad puede afectar el 
sistema (Herrera, 2017b). 

En 2016 la generación de energía eléc-
trica fue de 10.782 gigavatios/hora y el 
98,2% provino de energías renovables11. 
Las fuentes térmicas solo aportaron un 
1,8%, cifra ligeramente superior a la de 
2015 (ICE, 2017). En términos de pro-
ducción bruta, la energía eólica fue la 
única que creció en el último año (gráfico 
4.12); el resto tuvo una pequeña baja, por 
el impacto de la sequía que vivió el país 
en el año de estudio. Según el Cense-ICE 
(2017) el aumento en la demanda en las 
épocas seca y de transición ocasionó un 
leve incremento de la generación térmica 
y la compra de electricidad a otros países 
de la región.

Consumo de energía del sector transporte, por tipo de vehículo, según 
cantidad. 2016

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Sepse,	2017..
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Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos de Sepse, 2017.

Consumo de energía del sector transporte, por tipo de vehículo, según 
cantidad. 2016.
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GAM, se estima que en 2014 esta últi-
ma actividad generó 2,5 megatoneladas 
(Mt) de CO2 equivalente, y que en 2030 
su aporte ascenderá a 3,9 Mt (Grütter, 
2016). Un estudio analizó posibles medi-
das de mitigación y determinó que las 
de mayor potencial son el fomento del 
transporte público, combinado con polí-
ticas de manejo de la demanda (cambio 
modal del tipo de servicio utilizado) y el 
uso de tecnologías que mejoren la eficien-
cia de la flota vehicular (cuadro 4.3).

En materia de gases de efecto inverna-
dero (GEI), el impacto de la electricidad 
también es menor que el del transporte. 
En 2016 el Sistema Eléctrico Nacional 
emitió 539.142 toneladas de carbono. 
Las centrales térmicas generaron un 
1,8% de la energía, pero fueron respon-
sables del 25% de los gases liberados a 
la atmósfera, en tanto que las centrales 
hidroeléctricas aportaron el 74% de la 
energía y un 37% de los GEI. Las fuentes 
eólicas produjeron un 11% de la energía 
y cero emisiones, dado que en el regis-
tro de estas últimas solo se considera el 
proceso de generación, no otros factores 
como la instalación de las plantas y el 
transporte, por ejemplo. En la geotermia 
las proporciones fueron de 12% y 37,5%, 
respectivamente (Montero, 2017).  

Las emisiones provenientes de com-

bustibles fósiles son las que tienen mayor 
impacto en la calidad del aire. En su 
monitoreo de 2016, el Laboratorio de 
Análisis Ambiental de la UNA encontró 
que en las áreas industriales y comerciales 
de alto flujo vehicular (La Asunción de 
Belén, zona de la Rectoría de la UNA, 
en Heredia, cercanías de la Compañía 
Nacional de Fuerza y Luz, en La Uruca) 
hubo concentraciones de partículas PM10 
de entre 31 y 49 µg/m3 que superaron 
tanto el valor máximo de exposición 
crónica de 30μg/m3 contemplado en la 
normativa nacional, como el establecido 
por la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), que es más exigente. En el año 
bajo análisis también se realizaron medi-
ciones de dióxido de nitrógeno, trece 
sitios de San José y cinco de Belén regis-
traron valores mayores a 40 µg/m3, límite 
recomendado por la OMS (Herrera et 
al., 2016). 

Adicionalmente, un estudio que valo-
ró el impacto que tendría en la salud la 
reducción de la contaminación del aire 
(Alpízar et al., 2016) concluyó que, si 
se implementara en la GAM un plan de 
mejora para cumplir con la normativa de 
la OMS, anualmente se evitaría la muerte 
de 229 personas, 563 casos de bronquitis 
crónica en adultos, 4.508 crisis asmáticas 
en adultos y 2.571 en niños y niñas. 

En 2016 se dio un avance impor-
tante con la entrada en vigencia del 
“Reglamento de calidad del aire para 
contaminantes criterio”12, que promul-
garon el Poder Ejecutivo y el Ministerio 
de Salud, y con el cual se reformuló 
el funcionamiento de la Red Nacional 
de Monitoreo de la Calidad del Aire, 
se actualizaron los valores máximos de 
inmisiones (decreto 39951-MS) y se 
definió la forma en que se calculará el 
índice costarricense de calidad del aire 
(Herrera, 2017b).

Para finalizar, el Vigesimosegundo 
Informe Estado de la Nación reportó 
la publicación del VII Plan Nacional 
de Energía 2015-2030 (decreto 39219-
Minae). En 2016 la Secretaría Ejecutiva 
de Planificación del Subsector Energía, 
con el apoyo del Comité Técnico 
Subsectorial de Energía, valoró el cum-
plimiento de las metas de ese instru-
mento y encontró avances importantes 
en la mayoría de ellas, sobre todo en 

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE 
SITUACIÓN ENERGÉTICA  
DE COSTA RICA
véase Herrera, 2017b 
www.estadonacion.or.cr

CUADRO 4.3

Medidas de mitigación de las emisiones de gases de efecto invernadero en la Gran Área Metropolitan

Medida Principales	elementos Principal	impacto
Mitigación	acumulada	

de	GEI	2017-2030a/

Mejorar eficiencia en transporte público Reducción de kilometraje y buses más grandes Mejorar eficiencia del sistema 1.720.000

Cambio modal a transporte público Más pasajeros estimulados por un sistema más atractivo Cambio modal 1.280.000

Medidas de manejo de la demanda: 
menos viajes en transporte particular

Incentivos para no utilizar vehículo particular Evitar viajes 690.000

Buses de bajas emisiones de carbono Buses híbridos Mejorar eficiencia del vehículo 610.000

Medidas de manejo de la deman-
da: menor congestión

Menos vehículos por cambio modal 
y restricciones vehiculares

Mejorar eficiencia del vehículo 410.000

Eco conducción Cursos en conducción eficiente Mejorar eficiencia del vehículo 390.000

Taxis de bajas emisiones de carbono Taxis híbridos y eléctricos Mejorar eficiencia del vehículo 
y cambio de combustibles

170.000

Transporte no motorizado Ciclovías, alquiler de bicicletas Cambio modal 30.000

a/	Medido	en	toneladas	equivalentes	de	dióxido	de	carbono.

Fuente:	Grütter,	2016.

Más información en página 195 del Informe Estado de la Nación 2017.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Grütter, 2016.

Medidas de mitigación de las emisiones de gases de efecto invernadero en la Gran Área Metropolitana





49

	 Paso del huracán Otto cobró la vida de diez personas, 7.425 fueron atendidas en 
albergues temporales y 461 comunidades sufrieron daños de diversa índole.

	 Entre el 22 de noviembre y el 1 de diciembre 2016, 29 aeronaves realizaron 357 
misiones, que movilizaron 540 pasajeros y 135 toneladas de carga.

Alta capacidad de respuesta institucional  
ante vulnerabilidad del país  

por impacto del huracán Otto

La capacidad de movilización del apa-
rato estatal, el sector privado y la sociedad 
civil ante los impactos del huracán Otto 
en Costa Rica se considera positiva, desde 
la perspectiva de las acciones desplegadas 
y el cumplimiento de responsabilidades; 
no obstante, tras los eventos naturales 
ocurridos en el 2016 y el paso de este 
huracán se hizo evidente la vulnerabilidad 
social del país tras los desastres.

Antes de mencionar las acciones desa-
rrolladas por parte de los entes estatales 
es necesario destacar que, como parte de 
estos eventos naturales ocurridos durante 
2016, se registraron sucesos volcánicos, 
meteorológicos, deslizamientos, flujos de 
lodo, inundaciones urbanas y sismos por 
fallas locales; los episodios más frecuentes 
fueron las inundaciones, vientos y sismos. 

En este mismo año hubo dos movi-
mientos sísmicos originados en falla-
miento local. El 2 de julio un temblor 
de 5,4 magnitud de momento (Mw) que 
impactó el cantón de Upala. A nivel de 
infraestructura vial, los expertos encon-

traron deterioro en tres puentes; al menos 
en cinco comunidades se reportaron de-
rrumbes sobre las vías, desprendimientos 
y agrietamientos en taludes. Mientras que 
el 30 de noviembre se registró un sismo 
de 5,5 Mw con epicentro dos kilóme-
tros al este de Capellades, en Cartago, 
poniendo de manifiesto la fragilidad 
estructural, posiblemente originada en 
la falta de control y acatamiento de 
la normativa sobre construcción de al 
menos 70 viviendas que debieron ser 
evaluadas por el  Ministerio de Vivienda 
y Asentamientos Humanos (Mivah). 
En agosto de 2016 también empezó a 
manifestarse el fenómeno de “La Niña” 
que alcanzó su máxima intensidad en 
octubre, acarreando un aumento en las 
precipitaciones. 

Sin duda, el principal acontecimiento 
del año en materia de gestión del riesgo 
se dio en noviembre, cuando el país 
recibió el efecto directo del huracán 
Otto, el primero de esa intensidad en 
atravesar el territorio continental de 

Costa Rica en 165 años de registros de 
ciclones tropicales. Debido al impacto 
directo del huracán, se registró el falle-
cimiento de diez personas, 7.425 que 
fueron atendidas en albergues temporales 
y 461 comunidades sufrieron daños de 
diversa índole. 

El paso de Otto generó altas preci-
pitaciones en varias zonas. Las fuertes 
lluvias en la parte alta de la cuenca del 
río Zapote, en Upala, originaron un 
aumento del caudal y una seguidilla 
de desprendimientos por la saturación 
del suelo. Esto, a su vez, desencadenó 
una serie de flujos de lodo y detritos 
en varios ríos, que terminó formando 
un deslizamiento que alcanzó niveles 
extraordinarios. Fue precisamente en este 
contexto que diez personas perdieron 
la vida, producto de la combinación de 
amenazas y condiciones vulnerables.

Además, un informe técnico de la Comi-
sión Nacional de Prevención de Riesgos y 
Atención de Emergencias (CNE) señala que 
algunas de las viviendas que fueron impac-
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tadas por el huracán en varios poblados se 
ubicaban dentro de la zona de protección 
de los cauces. Por eso es relevante observar 
el rezago en esta materia: la medición 
de la pobreza según necesidades básicas 
insatisfechas (NBI), en su componente 
de albergue, ubica a Los Chiles, La Cruz, 
Upala y Buenos Aires entre las comunida-
des con mayores niveles de insatisfacción 
del país, con cifras de entre 23% y 29%, 
superadas solo por Talamanca. Los cantones 
incluidos en la declaratoria de emergencia 
por el huracán Otto, según su calificación 
comparada de rezago, reafirma que los 
impactos se dieron en territorios con gran 
desventaja social en el contexto nacional. 
Los mayores daños contabilizados por la 
CNE corresponden a la infraestructura vial 
(carreteras, puentes, alcantarillas y vados), 
que concentró más del 51,1% del total, 
casi todo en la red cantonal.

Aunque tras el paso del huracán Otto y 
los eventos ocurridos en el 2016, se evi-

denció el escenario de múltiples amenazas 
y alta vulnerabilidad de los territorios 
nacionales, cabe retomar que tal y como 
se menciona previamente, las acciones y 
respuestas del aparato institucional cen-
tral ante este fenómeno fueron positivas 
en términos generales.

Dado que este fue un evento que movi-
lizó gran parte del aparato estatal, estudios 
gestionados para el capítulo de “Armonía 
con la Naturaleza” del Informe Estado de 
la Nación 2017 revisaron documentación 
oficial y entrevistaron a un conjunto de 
actores clave para obtener información 
con respecto a la respuesta a la emergencia 
nacional, ocasionada por el efecto directo 
del huracán Otto, por parte del Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo. Dicho 
análisis se enfocó en algunas instituciones 
que son parte del Centro de Operaciones 
de Emergencia (COE) de la CNE, dos 
de los municipios más afectados y un 
organismo internacional.

Por un lado, la CNE, el COE y el Poder 
Ejecutivo tomaron una serie de medidas, 
comenzando por establecer un minucioso 
mecanismo de emisión de alertas que 
variaban según el avance del fenómeno 
y que permitieron movilizar, priorizar 
y “repriorizar” los recursos y acciones 
locales. Dentro de las principales accio-
nes implementadas está la declaración 
de asueto nacional para los empleados 
públicos (24 y 25 de noviembre) que 
permitió que los cuerpos de emergencia 
contaran con más voluntarios; al igual, 
que la orden de evacuación, voluntaria 
o forzada, de habitantes de los sectores 
comprendidos entre la isla Calero y la 
barra de Parismina en Limón.

A nivel local, dada la magnitud del 
impacto se analizaron los casos de Ba-
gaces y Upala, aunque el decreto de 
emergencia fue mucho más amplio. Una 
de las acciones tomadas fue la apertura 
de albergues: diecisiete en Upala y cinco 

Cantones con declaratoria de emergencia por el huracán Otto, según distribución de las pérdidas económicas,  
por sectora/

a/ Los gráficos dentro del mapa muestran 
la distribución porcentual de las pérdidas, 
por sector y cantón.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, 
Orozco, 2017b, con datos de CNE, 2017, 
INM, 2017b y Ministerio de la Presidencia, 
2017.
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en Bagaces. Según el marco legal esa 
tarea debe estar a cargo de los comités 
municipales de emergencias; sin embar-
go, en el caso de Upala esa entidad no 
funcionó adecuadamente o fue superada 
por la presión del momento, de modo 
que fue necesaria la intervención del 
Poder Ejecutivo.

A nivel institucional fue destacada la 
labor de otros entes que no pertenecen 
al COE, como el Consejo Nacional de 
la Persona con Discapacidad, el Consejo 
Nacional de la Persona Adulta Mayor y 
el Instituto Nacional de la Mujer, que se 
hicieron cargo del cuido y seguimiento de 
grupos específicos. Por otra parte, entre 
el 22 de noviembre y el 1 de diciembre, 
29 aeronaves realizaron 357 misiones, 
que movilizaron 540 pasajeros y 135 
toneladas de carga. Además, cabe men-

cionar el masivo y desinteresado apoyo 
brindado por la ciudadanía.

En el caso de Upala, según lo plantea-
do por el alcalde, las acciones iniciaron 
el 22 de noviembre con la declaratoria 
local de la alerta amarilla; se convocó 
al Comité Municipal de Emergencias 
(CME), se llevaron a cabo reuniones de 
preparación, se gestionó la provisión de 
suministros y se activaron las comisiones 
comunales. Toda esta coordinación se 
realizó de manera “desconcentrada de la 
CNE”. El día del evento, esa instancia 
dio la orden de evacuar, pero no logró 
hacerse  con toda la población en ries-
go. Particularmente, se mantuvieron 
personas en las orillas de los ríos, lo 
cual fue grave dado que en esos sitios 
se presentaron desbordamientos y en 
algunos casos cambios de cauce.

Durante la emergencia se hicieron 
evidentes grandes debilidades a nivel 
local, lo que generó una intervención 
más directa del Gobierno Central. Para 
algunas de las personas entrevistadas, esta 
injerencia fue producto de la falta de 
coordinación para responder a la crisis, y 
para otras fue una acción pertinente por 
la magnitud del desastre, que sobrepasó 
las capacidades municipales. En todo 
caso, el trabajo previo fue insuficiente; 
una mayor preparación habría permitido 
una respuesta mucho más oportuna, 
como sucedió en Bagaces. En el caso de 
Bagaces, el apoyo del Comité permitió 
a la Alcaldía asumir liderazgo a nivel 
local, atender de forma inmediata a 
las poblaciones afectadas y establecer 
alianzas estratégicas para hacer frente a 
la situación.

Más información en página 203 del Informe Estado de la Nación 2017.



Municipalidades con débil capacidad  
para atender emergencias
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	 De 61 municipalidades consultadas, solo ocho tienen una oficina de gestión del 
riesgo, y apenas diecisiete cuentan con un plan cantonal de desarrollo humano que 
integre esa variable.

	 23 de los gobiernos locales con plan regulador cantonal, no disponen de instrumen-
tos de gestión del suelo actualizados.

Municipalidades con débil capacidad  
para atender emergencias

Los gobiernos locales presentan im-
portantes deficiencias en sus capacida-
des de gobernanza para la atención y 
respuesta a emergencias nacionales. La 
independencia de las municipalidades 
debe ser considerada como un factor 
limitante en materia de gestión del riesgo 
de desastre, ya que implica un conflicto 
entre ese grado de autonomía y algunas 
de las potestades propias de la tutela 
administrativa por parte del Estado.

El Informe Estado de la Nación 2017 
realizó una investigación especial dedi-
cada al tema de la gobernanza para la 
prevención y reducción del riesgo, con 
especial énfasis en el rol asignado al 
sector municipal, como complemento 
al análisis sobre los impactos del huracán 
Otto, elaborado para la más reciente 
edición del Informe. 

Para lograr una buena gestión del riesgo 
de desastres es clave que los esfuerzos en 
dicho ámbito se articulen como verda-
deros sistemas de gobernanza y generen 
las capacidades necesarias en términos de 

preparación para estos eventos y preven-
ción de sus consecuencias destructivas.

Los principales hallazgos del análisis 
evidencian grandes retos en esta mate-
ria. En Costa Rica la gobernanza para 
la reducción del riesgo de desastres está 
organizada como una estructura en la que 
distintos actores, con relativa autonomía, 
ordenan sus relaciones con los demás 
en el contexto de un marco regulato-
rio más amplio. Si bien formalmente 
la Comisión Nacional de Emergencia 
(CNE) es el ente rector, en la práctica el 
Sistema Nacional de Gestión del Riesgo 
y su subsistema de reducción de riesgos 
funcionan a través de múltiples centros 
de toma de decisiones, diferentes niveles 
institucionales y escalas geográficas, y 
bajo diversos mandatos legales, lo cual 
también puede conllevar una alta frag-
mentación y dificultades para la coordi-
nación. Se evidencia que la problemática 
fundamental es una combinación de: 
marcos normativos que se traslapan y 
asignan responsabilidades administrativas 

muy variadas, y un proceso de descen-
tralización contradictorio, que pone en 
manos de los eslabones más débiles del 
Sistema (como las municipalidades) 
aspectos críticos para la reducción del 
riesgo, sin que estos tengan los recursos 
y capacidades para hacer esas tareas de 
forma adecuada.

Este análisis también destaca en reitera-
das ocasiones que la gobernanza territorial 
en esta materia presenta serias complicacio-
nes. Para empezar, el marco normativo que 
la sustenta es sumamente amplio y disper-
so. La Ley de Planificación Urbana (4240) 
establece lineamientos generales para la 
gestión del espacio, pero únicamente en 
centros urbanos. Las zonas rurales están 
sujetas a otras normas más enfocadas en 
los recursos naturales que albergan, como 
ocurre, por ejemplo, con las leyes Forestal 
(7575), de la Zona Marítimo-Terrestre 
(6043), de Biodiversidad (7878) y otras 
sobre el manejo de las áreas protegidas.

Esta complejidad implica una frag-
mentación de las labores administrativas, 
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las entidades “territorializan” sus activi-
dades en formas y escalas distintas, lo 
cual dificulta la interacción entre ellas. 
Estas fracturas tienen efectos negativos, 
por ejemplo, la comunidad de Guararí, 
en Heredia, está asentada en una zona 
riesgo de inundación y se estima que 
cerca de mil personas deben ser reubica-
das, pero, a la vez, su creación se debió 
fundamentalmente a un proyecto de 
vivienda que se construyó sin considerar 
este impedimento.

Por otra parte, un instrumento cru-
cial para organizar la gobernanza del 
territorio es el plan regulador cantonal. 
Este se relaciona con la gestión del 
riesgo del desastre (GRD) en la medida 
en que es un mecanismo prospectivo 
que puede reducir la exposición al 

riesgo de desastres. Pese a su impor-
tancia, solo una cuarta parte de los 
cantones del país, aproximadamente, 
cuenta con un plan regulador cantonal 
(PRC). Otra cuarta parte tiene planes 
parciales, sobre todo en Guanacaste y 
Puntarenas. Además, en el 54,7% de 
los municipios que tienen PRC esos 
instrumentos están desactualizados. 
Como destaca el Informe, la ausencia 
de ordenamiento territorial es un ele-
mento determinante del impacto de 
los desastres en Costa Rica.

Como complemento a esta investiga-
ción se consultó a 61 municipalidades 
sobre la incorporación de la GRD en 
su quehacer. De acuerdo con la Ley 
8488, las entidades públicas –incluidos 
los gobiernos locales− están obligadas a 

incluir criterios de prevención y mitiga-
ción del riesgo en sus planes, programas 
y proyectos. Hasta el 2016, al menos 
55 ayuntamientos contaban con un 
plan cantonal de desarrollo humano 
(PCDH) apropiado. Sin embargo, esto 
no ha incluido a todos los municipios; a 
mediados de 2017, solo diecisiete tenían 
PCDH que integraban la variable de 
gestión de riesgo.

Del total de municipalidades consul-
tadas, el 88,5% cuenta con sistemas de 
información geográfica y datos sobre 
riesgo, gracias, fundamentalmente, a 
que la CNE ha producido y difundido 
mapas de amenazas para cada uno de 
los cantones del país. No obstante, en 
las entrevistas a profundidad, realiza-
das en forma paralela a la consulta, se 

Instrumentos de gestión del riesgo en municipalidades consultadasa/, según el índice de desarrollo humano (IDH) 
cantonal. 2017
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en el Congreso, como la actualización 
de la normativa hídrica y las reformas 
constitucionales para incorporar el dere-
cho humano al agua y al saneamiento, 
y el carácter de dominio público de ese 
bien, entre otros. Hasta noviembre de 
2016, en el orden del día de la Comisión 
de Asuntos Agropecuarios y Recursos 
Naturales había al menos 39 proyectos en 
diversas fases de trámite; otros se encon-
traban en curso en otras comisiones. 
Destaca la presentación de varias inicia-
tivas relacionadas con los residuos, bolsas 
y otros materiales plásticos, orientadas a 
gravar o prohibir su uso.

En el caso de la legislación hídrica, en 
2014 la Sala Constitucional (voto 2014-
012887) encontró vicios en el expediente 
17742, que había entrado a la corrien-
te legislativa en 2010, particularmente 
porque proponía reducir las áreas de 
protección de cuerpos de agua estable-
cidas en las leyes Forestal y de Aguas. 

Instrumentos de gestión del riesgo en municipalidades consultadasa/, según el índice de desarrollo humano (IDH) 
cantonal. 2017

a/	La	consulta	abarcó	61	municipalidades.	El	gráfico	muestra	para	cada	pregunta	la	cantidad	absoluta	de	respuestas	positivas	y	negativas.	Cada	cuadro	representa	una	municipa-
lidad.	En	las	respuestas,	se	identifica	con	distintos	colores	si	el	municipio	es	catalogado	con	nivel	alto,	medio	o	bajo	en	el	índice	de	desarrollo	humano	cantonal.
b/	SIG:	Sistema	de	información	geográfica.

Fuente:	Elaboración	propia	con	base	en	Ramírez	y	Araujo,	2017	y	PNUD	y	UCR,	2016.

GRÁFICO 4.20

Tipo y número de normas y disposiciones ambientales promulgadas. 
Enero de 2016 a marzo de 2017 

CUADRO 4.7

Instrumento
Enero	2016-
marzo	2017

Decretos que crean, modifican o derogan reglamentos 35

Resoluciones 15

Declaratorias de interés público y conveniencia nacional 13

Decretos que crean, aprueban u oficializan políticas, planes, estrategias 12

Leyes 10

Decretos que establecen procedimientos o regulaciones 9

Decretos que nombran funcionarios o representantes 8

Directrices 8

Decretos que crean comités o grupos de trabajo 4

Decretos que establecen criterios o prohibiciones 3

Acuerdos institucionales 0

Otros 15

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Cabrera,	2017.

¿Cuenta con estudios de ordenamiento territorial? ¿Cuenta con SIG que contemple información sobre riesgo?

¿Se utiliza el SIGa/ para otorgar permisos?¿Cuenta con comités de emergencia vigentes?

¿Cuenta con una oficina de gestión de riesgo?

¿Reciben capacitación sobre gestión del riesgo?

Tipo IDH
IDH alto
IDH medio
IDH bajo

Sí No Sí No Sí No

Sí Sí No Sí NoNo

53

8

61

45

16

43

18

43

18

42

19

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con base en Ramírez y Araujo, 2017 y PNUD y UCR, 2016.

/b
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identificaron casos de municipalidades 
que no “cruzan” su contenido con otros 
datos al tomar decisiones sobre usos de 
suelo, como por ejemplo la ubicación 
de posibles nuevas construcciones o los 
índices de fragilidad ambiental de las 
zonas donde se localizarían. 

En cuanto a la GRD, el 72,1% de los 
municipios ha creado instancias admi-
nistrativas para atender el tema, pero a 

menudo no cuentan con recursos o per-
sonal para hacerlo de forma permanente. 
Por ejemplo, la mitad ha asignado las 
actividades en este ámbito al equipo de 
trabajo del despacho del alcalde (o viceal-
cade). En muchos casos los funcionarios 
realizan esta tarea como un recargo; 
solo ocho ayuntamientos cuentan con 
personal dedicado exclusivamente a la 
gestión del riesgo de desastre. 

También, todas las municipalidades 
consultadas afirmaron que cuentan con 
un comité municipal de emergencia 
(CME) y casi todas indicaron que este 
se reúne con una periodicidad quincenal 
o mensual. En cambio, solo el 50,8% 
tiene comités comunales de emergencia, 
los cuales usualmente se conforman en 
situaciones de crisis. 

Más información en página 203 del Informe Estado de la Nación 2017.





57

	 Destaca su uso para normar aspectos relacionados con trámites, permisos, modali-
dades de gestión y gobernanza de recursos naturales.

	 Uso del decreto ejecutivo ha ampliado considerablemente el marco normativo 
ambiental del país.

Gobiernos recurren con frecuencia  
a decretos ejecutivos  

para regular temas ambientales

El decreto ejecutivo, como instrumento 
de gestión de disposiciones ambientales, 
ha sido empleado con alta frecuencia 
por los gobiernos costarricenses, y sin 
un patrón claro de uso. 

Desde 2016 el Programa Estado de la 
Nación (PEN) ha venido construyendo 
una base de datos de decretos ejecuti-
vos, como fuente de información para 
las investigaciones que se realizan en 
el Informe Estado de la Nación. En la 
edición 2017 del Informe, se aprove-
chó esta herramienta para estudiar el 
alto número de decretos sobre asuntos 
ambientales que se emiten cada año 
en el país. Por lo que se registraron los 
decretos en esta materia promulgados en 
los dos primeros años de los gobiernos 
desde 1990.

El análisis realizado refutó la hipótesis 
de que el decreto ejecutivo se ha utilizado 
para generar disposiciones, resolver con-
flictos o mejorar la gobernanza en el área 
ambiental, en respuesta a la dificultad 
para aprobar leyes que se observa desde 

la instauración del multipartidismo en 
la Asamblea Legislativa.

Contrariamente, este estudio desta-
ca el uso del decreto desde hace varios 
años por parte de las administraciones 
gubernamentales, para normar aspec-
tos relacionados con trámites, permisos, 
modalidades de gestión y gobernanza 
de recursos naturales, entre otros. En 
especial, esta herramienta se ha utilizado 
para reglamentar y precisar detalles ope-
rativos para la implementación de leyes 
y convenios internacionales aprobados 
por el país. En ocasiones responden a la 
necesidad de cumplir con obligaciones 
nuevas o atender situaciones coyunturales.

Cabe mencionar que el decreto eje-
cutivo no tiene el alcance para regular 
derechos fundamentales de la población, 
por lo que sigue siendo necesaria la ac-
tividad legislativa para llenar los vacíos 
legales o solucionar conflictos. 

Desde hace más de dos décadas el uso 
de instrumentos específicos, como el de-
creto ejecutivo, han ampliado el marco 

normativo del país considerablemente. 
Entre enero de 2016 y marzo de 2017 se 
emitieron más de cien normas ambientales 
de diversa índole. Una proporción signifi-
cativa de ellas corresponde a disposiciones 
sustantivas, es decir, aquellas que reconocen 
derechos, imponen obligaciones, restric-
ciones y prohibiciones, o crean trámites y 
procedimientos para utilizar los recursos 
naturales y bienes ambientales. La tendencia 
de mediano plazo ha sido similar.

Además, durante el período de estudio 
se observa un predominio de los decre-
tos ejecutivos (sobre todo reglamentos) 
enfocados en los temas de biodiversidad 
(incluyendo pago por servicios ambienta-
les, asuntos forestales y áreas protegidas), 
pesca y recursos marino-costeros, residuos 
sólidos, ruido y contaminación del aire, y 
productos agroquímicos. A nivel legisla-
tivo se aprobaron pocas normas, entre las 
que destacan convenios internacionales 
y disposiciones para la regularización 
de los ocupantes de áreas sometidas a 
regímenes especiales.
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La iniciativa fue objeto de varias correc-
ciones y quedó pendiente su votación en 
segundo debate. Otro proyecto (expe-
diente 20212), presentado en 2016, se 
encontraba en la Comisión Permanente 
Especial de Ambiente al momento de 
redactarse este capítulo. Una tercera pro-
puesta (expediente 20386) se recibió en 
mayo de 2017. El plazo para la votación 
del proyecto inicial −tramitado bajo la 
modalidad de iniciativa popular− ven-
ció el 28 de marzo de 2014, y no parece 
existir voluntad política suficiente para 
aprobar alguna de las nuevas propuestas 
antes de que termine la presente legis-
latura (Cabrera, 2017). Por ahora sigue 
vigente la ley marco de 1942.

Desde 2016 el PEN ha venido cons-
truyendo una base de datos de decretos 
ejecutivos, como fuente de información 
para las investigaciones que se realizan 
en el capítulo “Fortalecimiento de la 
democracia”. En esta edición se decidió 
aprovechar esa herramienta para estudiar 
el alto número de decretos sobre asuntos 
ambientales que se emiten cada año en 
el país. Así pues, Ramírez (2016 y 2017) 
registró los decretos en esta materia pro-
mulgados en los dos primeros años de los 
gobiernos desde 1990. Con ese insumo, 
Cabrera (2017) llevó a cabo un análisis 
basado en la hipótesis de que el instru-
mento en cuestión se ha estado usando 
para generar disposiciones, resolver con-
flictos o mejorar la gobernanza en este 
campo, en respuesta a la dificultad para 
aprobar leyes que se observa desde la 
instauración del multipartidismo en la 
Asamblea Legislativa (véase el capítulo 
5). De manera clara el autor refuta ese 
supuesto y concluye que, en realidad, el 
decreto ha sido empleado con bastante 
frecuencia por los gobiernos y sin un 
patrón claro. Las dos últimas adminis-
traciones han registrado las menores can-
tidades (gráfico 4.21).

Destaca el uso del decreto para normar 
aspectos relacionados con trámites, per-
misos, modalidades de gestión y gober-
nanza de recursos naturales, entre otros. 
En especial, esta herramienta se ha utili-
zado para reglamentar y precisar detalles 
operativos para la implementación de 
leyes y convenios internacionales aproba-
dos por el país. En ocasiones responden a 
la necesidad de cumplir con obligaciones 
nuevas o atender situaciones coyuntura-
les. Cabe mencionar que esta figura no 
tiene el alcance para regular derechos 
fundamentales de la población, por lo 
que sigue siendo necesaria la actividad 
legislativa para llenar los vacíos legales 
o solucionar conflictos (Cabrera, 2017). 
Particularmente, entre el año 2016 e 
inicios del 2017, se promulgaron varios 

instrumentos asociados al registro y eva-
luación de los productos agroquímicos y 
los ingredientes que ingresan al país, los 
cuales fueron objeto de cuestionamientos 
(recuadro 4.9). 

Aporte especial: legislación sobre uso 
del suelo promulgada entre 1950 y 
2016

Desde hace ya tres años, el Departa-
mento de Servicios Parlamentarios de 
la Asamblea Legislativa contribuye a la 
preparación de este capítulo, haciendo 
análisis a profundidad sobre la legisla-
ción ambiental. En ediciones anteriores 
esta colaboración permitió conocer la 
evolución, contenido y retos pendien-
tes de la normativa relacionada con la 
energía y los recursos hídricos en más de 

Número y tipo de decretos ejecutivos sobre temas ambientales, 
por administracióna/. 1990-2015

a/	Incluye	los	dos	primeros	años	de	cada	gobierno.
b/	 Los	 usos	 administrativos	 refieren	 a	 los	 decretos	 que	 son	 promulgados	 como	 parte	 del	 quehacer	 del	 Poder	
Ejecutivo,	sin	mayor	relevancia	para	los	derechos	de	la	ciudadanía	o	las	funciones	de	la	Administración.	
c/	Los	usos	procedimentales	refieren	a	las	ocasiones	en	que	el	Poder	Ejecutivo	usa	el	decreto	como	parte	del	proce-
dimiento	institucional	para	auspiciar	un	cambio	sustantivo.
d/	Los	usos	sustantivos	refieren	a	los	casos	en	que	el	Poder	Ejecutivo	hace	uso	del	decreto	para	promover	mejoras	
tangibles	en	los	derechos	de	la	ciudadanía,	o	bien	otorga	nuevas	funciones	a	las	entidades	públicas	concernidas.

Fuente:	Cabrera,	2017,	con	información	de	la	base	de	datos	de	decretos	ejecutivos	del	PEN	y	Ramírez,	2016.
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GRÁFICO 4.21

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE 
NORMATIVA AMBIENTAL, 
véase Cabrera, 2017, en 
www.estadonacion.or.cr

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Cabrera, 2017, con información de la base de datos de decretos 
ejecutivos del PEN y Ramírez, 2016.

Más información en página 213 del Informe Estado de la Nación 2017.
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Las acciones colectivas sobre asuntos 
ambientales siguen aumentando en un 
contexto en el que, más bien, la protesta 
ciudadana en general ha disminuido 
desde 2014. Durante siete años, la movi-
lización social sobre este tema ha estado 
por encima del promedio reportado 
desde 1993.

El análisis sobre conflictividad realizado 
para el Informe Estado de la Nación 2017 
destaca que el activismo social en general 
y el ambiental son disímiles en términos 
de tendencias; en el segundo de estos 
ámbitos las luchas no presentan “picos” 
de conflicto, sino que se diseminan a lo 
largo del tiempo. En 2016 se registraron 
51 casos, uno más que en 2015.

Esta situación ha hecho que la pro-
testa ambiental tenga una importancia 
creciente en el escenario global de las 
acciones colectivas en el país. Se evidencia 
que, durante 2016, el peso relativo de la 
conflictividad sobre asuntos ambientales 
en relación al total de las manifestaciones 
ciudadanas fue de un 15,8%, la propor-

ción más alta del período. Esta tendencia 
al alza se observa desde inicios del siglo.

La información analizada en este In-
forme exhibe tres áreas temáticas gene-
radoras de conflicto, a saber: diversas 
actividades productivas, el acceso a los 
recursos (agua) y la discusión sobre el 
proyecto de Ley de Bienestar Animal.

En primer lugar, los asuntos relacio-
nados con las actividades productivas 
contabilizaron dieciséis acciones colec-
tivas de diverso signo: sectores agrícolas 
que se oponían a ciertas restricciones 
o acuerdos comerciales, así como gru-
pos de campesinos y pescadores que 
planteaban demandas específicas. Cabe 
destacar que la defensa del ambien-
te no fue la motivación en todos los 
casos; en algunos se trató, más bien, 
del apoyo a ciertas modalidades de 
producción o directamente el rechazo 
a normas y regulaciones ambientales. 
Los pequeños productores, frijoleros, 
arroceros, piñeros y pescadores fueron 
los principales actores.

El segundo motivo de protesta es el 
acceso a los recursos, específicamente el 
agua, un tema que genera tensiones cre-
cientes. Hubo movilizaciones en Paraíso, 
Puntarenas y los barrios del sur de San 
José, a las que se agregó la oposición a 
proyectos hidroeléctricos manifestada 
por diversos sectores en Pérez Zeledón. 
Además, hay un conflicto de larga data 
en Sardinal de Carrillo, donde desde 
2008 se han presentado recursos legales y 
críticas contra el proyecto de ampliación 
del acueducto, los estudios de impacto 
ambiental y la información científica 
que los sustenta.

El tercer tema con más presencia giró 
en torno a la discusión legislativa del 
proyecto que, ya avanzado el año 2017, se 
convirtió en la Ley de Bienestar Animal. 
Otros asuntos no generaron muchas 
acciones colectivas, pero destacaron en 
el debate público. Por ejemplo, se ha 
dado un conflicto (antes y después de la 
aprobación de la Ley de Bienestar Ani-
mal) con respecto a las peleas de gallos. 

	 Durante 2016 las acciones colectivas sobre asuntos ambientales representaron un 
15,8% del total, el porcentaje más alto del período 1993-2016.

	 Asuntos relacionados con actividades productivas, el acceso a los recursos (agua), 
y el proyecto de Ley de Bienestar Animal fueron los principales temas generadores 
de conflicto.

Protesta ciudadana en temas ambientales 
mantiene niveles que superan el promedio
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También hubo protestas relacionadas 
con el desalojo de familias en la zona 
sur y un caso particular de recolección 
de firmas para normar el ruido del tren 
metropolitano.

En general, las tendencias de la pro-
testa ambiental reportadas en ediciones 
anteriores se mantienen. Primero, en 
2016 los actores principales fueron los 
grupos de vecinos y los productores 
agropecuarios. Esto varía cada año, pero 
la presencia de protagonistas locales es 
mucho más constante en este ámbito que 
en los demás asuntos que son motivo 
de conflicto en el país. Segundo, con 
respecto a los métodos de protesta, las 
manifestaciones “de la calle” (marchas, 
bloqueos y mítines o concentraciones) 
son la principal vía de expresión; juntas 
representan el 60,8% de las acciones 
colectivas sobre temas ambientales, lo 
que contrasta con la tendencia –mucho 
menor− que se observa en otras materias. 

Por último, se reitera el hecho de que 
el Estado (entendido como el conjunto 
de instituciones que conforman los tres 
poderes de la República) es el destinatario 
al que se dirige, de forma mayoritaria 
y creciente, la protesta ambiental. Así 
sucedió en el 88% de las movilizaciones 
registradas en 2016.

Asimismo, en esta edición se reportan 
otros conflictos asociados al tiburón 
martillo y el registro y evaluación de los 
productos agroquímicos. En el primer 
caso, en abril de 2017, la exportación 
de aletas almacenadas de este tiburón 
(luego de su desprendimiento o corta 
legal del cuerpo) recibió un “Dictamen 
de extracción no perjudicial negativo” 
del Consejo de Autoridades Científicas 
de la Convención sobre el Comercio 
Internacional de Especies Amenazadas 
de Fauna y Flora Silvestres (Cites) y 
llegó a manos del Sistema Nacional de 
Áreas de Conservación (Sinac) −en su 

condición de autoridad administrativa 
Cites− para que se emitiera la respectiva 
resolución. Semanas después, el Poder 
Ejecutivo dispuso que, en adelante, el 
Incopesca y el Ministerio de Agricultura 
y Ganadería (MAG) serán las autorida-
des científica y administrativa de Cites, 
respectivamente, para especies marinas 
de interés pesquero y acuícola (decreto 
ejecutivo 40379, artículos 3 y 4). De 
esta forma, se eliminó la participación 
de una instancia científica colegiada en 
la emisión de criterios técnicos, permisos 
y certificados de pesca para las especies 
mencionadas.

En segundo lugar, la promulgación, 
entre el año 2016 e inicios del 2017, de 
dos instrumentos asociados al registro 
y evaluación de los productos agroquí-
micos y los ingredientes que ingresan 
al país. Estos han generado reacciones 
contrapuestas de los actores sociales e 
institucionales. 

Acciones colectivas sobre medio 
ambiente, como porcentaje del total 
general
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áreas temáticas generadoras de conflicto. 
En primer lugar figuran los asuntos rela-
cionados con diversas actividades pro-
ductivas, que en conjunto contabilizaron 
dieciséis acciones colectivas de diverso 
signo: sectores agrícolas que se oponían 
a ciertas restricciones o acuerdos comer-
ciales, así como grupos de campesinos 
y pescadores que planteaban demandas 
específicas. Valga decir que no en todos 
los casos la motivación fue la defensa 
del ambiente; en algunos se trató más 
bien del apoyo a ciertas modalidades 
de producción, o directamente el recha-
zo a normas y regulaciones ambientales. 
Pequeños productores, frijoleros, arro-
ceros, piñeros y pescadores fueron los 
principales actores.  

En orden de importancia, el segundo 
motivo de protesta fue el agua, un tema 
que genera tensiones crecientes. Hubo 
movilizaciones en Paraíso, Puntarenas 
y los barrios del sur de San José, a las 
que se agregó la oposición a proyectos 
hidroeléctricos manifestada por diversos 
sectores en Pérez Zeledón. También hay 
un conflicto de larga data en Sardinal de 
Carrillo, donde desde 2008 se han pre-
sentado recursos legales y críticas contra 
el proyecto de ampliación del acueducto, 
los estudios de impacto ambiental y la 
información científica que los sustenta. 

El tercer tema con más presencia giró 
en torno a la discusión legislativa del 
proyecto que, ya avanzado el año 2017, se 

convirtió en la Ley de Bienestar Animal. 
Otros asuntos no generaron muchas 
acciones colectivas, pero destacaron en 
el debate público. Por ejemplo, se ha 
dado un conflicto (antes y después de 
la aprobación de la Ley de Bienestar 
Animal) con respecto a las peleas de 
gallos. Además hubo protestas relacio-
nadas con el desalojo de familias en la 
zona sur y un caso particular de recolec-
ción de firmas para normar el ruido del 
tren metropolitano. También se realiza-
ron acciones vecinales contra la corta de 
árboles en un terreno de la UCR.

En general, las tendencias de la pro-
testa ambiental reportadas en edicio-
nes anteriores se mantienen. En primer 
lugar, en 2016 los protagonistas fueron 
los grupos de vecinos y los productores 
agropecuarios. Esto varía cada año, pero 
la presencia de actores locales es mucho 
más constante en este ámbito que en 
los demás asuntos que son motivo de 
conflicto en el país. En segundo lugar, las 
manifestaciones “de la calle” (marchas, 
bloqueos y mítines o concentraciones) 
son la principal vía de expresión; jun-
tas representan el 60,8% de las acciones 
colectivas sobre temas ambientales, lo 
que contrasta con la tendencia −mucho 
menor− que se observa en otras materias. 
Por último, se reitera el hecho de que 
el Estado (entendido como el conjunto 
de instituciones que conforman los tres 
poderes de la República) es el destinata-

rio al que se dirige, de forma mayoritaria 
y creciente, la protesta ambiental (gráfico 
4.27). Así sucedió en el 88% de las movi-
lizaciones registradas en 2016. 

Cabrera (2017) reporta otros conflic-
tos asociados a la implementación de 
normativa sobre los recursos marinos y 
la pesca. Uno de ellos tiene que ver con 
un proyecto que tramita la Asamblea 
Legislativa y que, de aprobarse, permiti-
ría otorgar nuevas licencias para la pesca 
de camarón y renovar las que están vigen-
tes. La iniciativa ha encontrado una fuer-
te oposición de sectores ambientalistas y 
de pescadores; además ha recibido dic-
támenes negativos del Departamento de 
Servicios Técnicos del Congreso y tiene 
más de trescientas mociones presentadas. 

También se han dado conflictos rela-
cionados con el tiburón martillo. Esta 
especie está incluida en el apéndice II 
de la Convención sobre el Comercio 
Internacional de Especies Amenazadas 
de Fauna y Flora Silvestres (Cites), lo 
cual significa que puede llegar a estar 
amenazada de extinción si no se controla 
su comercio. En abril de 2017, la exporta-
ción de aletas almacenadas de este tibu-
rón (luego de su desprendimiento o corta 
legal del cuerpo) recibió un “Dictamen 
de extracción no perjudicial negativo” 
del Consejo de Autoridades Científicas 
Cites y llegó a manos del Sinac −en su 
condición de autoridad administrativa 
Cites− para que se emitiera la respectiva 
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Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	de	datos	de	acciones	colectivas	del	PEN.
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GRÁFICO 4.25

Acciones colectivas sobre medio 
ambiente, como porcentaje 
del total general

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	
de	datos	de	acciones	colectivas	del	PEN.
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áreas temáticas generadoras de conflicto. 
En primer lugar figuran los asuntos rela-
cionados con diversas actividades pro-
ductivas, que en conjunto contabilizaron 
dieciséis acciones colectivas de diverso 
signo: sectores agrícolas que se oponían 
a ciertas restricciones o acuerdos comer-
ciales, así como grupos de campesinos 
y pescadores que planteaban demandas 
específicas. Valga decir que no en todos 
los casos la motivación fue la defensa 
del ambiente; en algunos se trató más 
bien del apoyo a ciertas modalidades 
de producción, o directamente el recha-
zo a normas y regulaciones ambientales. 
Pequeños productores, frijoleros, arro-
ceros, piñeros y pescadores fueron los 
principales actores.  

En orden de importancia, el segundo 
motivo de protesta fue el agua, un tema 
que genera tensiones crecientes. Hubo 
movilizaciones en Paraíso, Puntarenas 
y los barrios del sur de San José, a las 
que se agregó la oposición a proyectos 
hidroeléctricos manifestada por diversos 
sectores en Pérez Zeledón. También hay 
un conflicto de larga data en Sardinal de 
Carrillo, donde desde 2008 se han pre-
sentado recursos legales y críticas contra 
el proyecto de ampliación del acueducto, 
los estudios de impacto ambiental y la 
información científica que los sustenta. 

El tercer tema con más presencia giró 
en torno a la discusión legislativa del 
proyecto que, ya avanzado el año 2017, se 

convirtió en la Ley de Bienestar Animal. 
Otros asuntos no generaron muchas 
acciones colectivas, pero destacaron en 
el debate público. Por ejemplo, se ha 
dado un conflicto (antes y después de 
la aprobación de la Ley de Bienestar 
Animal) con respecto a las peleas de 
gallos. Además hubo protestas relacio-
nadas con el desalojo de familias en la 
zona sur y un caso particular de recolec-
ción de firmas para normar el ruido del 
tren metropolitano. También se realiza-
ron acciones vecinales contra la corta de 
árboles en un terreno de la UCR.

En general, las tendencias de la pro-
testa ambiental reportadas en edicio-
nes anteriores se mantienen. En primer 
lugar, en 2016 los protagonistas fueron 
los grupos de vecinos y los productores 
agropecuarios. Esto varía cada año, pero 
la presencia de actores locales es mucho 
más constante en este ámbito que en 
los demás asuntos que son motivo de 
conflicto en el país. En segundo lugar, las 
manifestaciones “de la calle” (marchas, 
bloqueos y mítines o concentraciones) 
son la principal vía de expresión; jun-
tas representan el 60,8% de las acciones 
colectivas sobre temas ambientales, lo 
que contrasta con la tendencia −mucho 
menor− que se observa en otras materias. 
Por último, se reitera el hecho de que 
el Estado (entendido como el conjunto 
de instituciones que conforman los tres 
poderes de la República) es el destinata-

rio al que se dirige, de forma mayoritaria 
y creciente, la protesta ambiental (gráfico 
4.27). Así sucedió en el 88% de las movi-
lizaciones registradas en 2016. 

Cabrera (2017) reporta otros conflic-
tos asociados a la implementación de 
normativa sobre los recursos marinos y 
la pesca. Uno de ellos tiene que ver con 
un proyecto que tramita la Asamblea 
Legislativa y que, de aprobarse, permiti-
ría otorgar nuevas licencias para la pesca 
de camarón y renovar las que están vigen-
tes. La iniciativa ha encontrado una fuer-
te oposición de sectores ambientalistas y 
de pescadores; además ha recibido dic-
támenes negativos del Departamento de 
Servicios Técnicos del Congreso y tiene 
más de trescientas mociones presentadas. 

También se han dado conflictos rela-
cionados con el tiburón martillo. Esta 
especie está incluida en el apéndice II 
de la Convención sobre el Comercio 
Internacional de Especies Amenazadas 
de Fauna y Flora Silvestres (Cites), lo 
cual significa que puede llegar a estar 
amenazada de extinción si no se controla 
su comercio. En abril de 2017, la exporta-
ción de aletas almacenadas de este tibu-
rón (luego de su desprendimiento o corta 
legal del cuerpo) recibió un “Dictamen 
de extracción no perjudicial negativo” 
del Consejo de Autoridades Científicas 
Cites y llegó a manos del Sinac −en su 
condición de autoridad administrativa 
Cites− para que se emitiera la respectiva 
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Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	de	datos	de	acciones	colectivas	del	PEN.
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Acciones colectivas sobre medio 
ambiente, como porcentaje 
del total general

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	
de	datos	de	acciones	colectivas	del	PEN.
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GRÁFICO 4.26Acciones colectivas totales y sobre temas ambientales

Más información en página 221 del Informe Estado de la Nación 2017.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con información de la base de datos de acciones 
colectivas del PEN.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con 
información de la base de datos de acciones co-
lectivas del PEN.
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áreas temáticas generadoras de conflicto. 
En primer lugar figuran los asuntos rela-
cionados con diversas actividades pro-
ductivas, que en conjunto contabilizaron 
dieciséis acciones colectivas de diverso 
signo: sectores agrícolas que se oponían 
a ciertas restricciones o acuerdos comer-
ciales, así como grupos de campesinos 
y pescadores que planteaban demandas 
específicas. Valga decir que no en todos 
los casos la motivación fue la defensa 
del ambiente; en algunos se trató más 
bien del apoyo a ciertas modalidades 
de producción, o directamente el recha-
zo a normas y regulaciones ambientales. 
Pequeños productores, frijoleros, arro-
ceros, piñeros y pescadores fueron los 
principales actores.  

En orden de importancia, el segundo 
motivo de protesta fue el agua, un tema 
que genera tensiones crecientes. Hubo 
movilizaciones en Paraíso, Puntarenas 
y los barrios del sur de San José, a las 
que se agregó la oposición a proyectos 
hidroeléctricos manifestada por diversos 
sectores en Pérez Zeledón. También hay 
un conflicto de larga data en Sardinal de 
Carrillo, donde desde 2008 se han pre-
sentado recursos legales y críticas contra 
el proyecto de ampliación del acueducto, 
los estudios de impacto ambiental y la 
información científica que los sustenta. 

El tercer tema con más presencia giró 
en torno a la discusión legislativa del 
proyecto que, ya avanzado el año 2017, se 

convirtió en la Ley de Bienestar Animal. 
Otros asuntos no generaron muchas 
acciones colectivas, pero destacaron en 
el debate público. Por ejemplo, se ha 
dado un conflicto (antes y después de 
la aprobación de la Ley de Bienestar 
Animal) con respecto a las peleas de 
gallos. Además hubo protestas relacio-
nadas con el desalojo de familias en la 
zona sur y un caso particular de recolec-
ción de firmas para normar el ruido del 
tren metropolitano. También se realiza-
ron acciones vecinales contra la corta de 
árboles en un terreno de la UCR.

En general, las tendencias de la pro-
testa ambiental reportadas en edicio-
nes anteriores se mantienen. En primer 
lugar, en 2016 los protagonistas fueron 
los grupos de vecinos y los productores 
agropecuarios. Esto varía cada año, pero 
la presencia de actores locales es mucho 
más constante en este ámbito que en 
los demás asuntos que son motivo de 
conflicto en el país. En segundo lugar, las 
manifestaciones “de la calle” (marchas, 
bloqueos y mítines o concentraciones) 
son la principal vía de expresión; jun-
tas representan el 60,8% de las acciones 
colectivas sobre temas ambientales, lo 
que contrasta con la tendencia −mucho 
menor− que se observa en otras materias. 
Por último, se reitera el hecho de que 
el Estado (entendido como el conjunto 
de instituciones que conforman los tres 
poderes de la República) es el destinata-

rio al que se dirige, de forma mayoritaria 
y creciente, la protesta ambiental (gráfico 
4.27). Así sucedió en el 88% de las movi-
lizaciones registradas en 2016. 

Cabrera (2017) reporta otros conflic-
tos asociados a la implementación de 
normativa sobre los recursos marinos y 
la pesca. Uno de ellos tiene que ver con 
un proyecto que tramita la Asamblea 
Legislativa y que, de aprobarse, permiti-
ría otorgar nuevas licencias para la pesca 
de camarón y renovar las que están vigen-
tes. La iniciativa ha encontrado una fuer-
te oposición de sectores ambientalistas y 
de pescadores; además ha recibido dic-
támenes negativos del Departamento de 
Servicios Técnicos del Congreso y tiene 
más de trescientas mociones presentadas. 

También se han dado conflictos rela-
cionados con el tiburón martillo. Esta 
especie está incluida en el apéndice II 
de la Convención sobre el Comercio 
Internacional de Especies Amenazadas 
de Fauna y Flora Silvestres (Cites), lo 
cual significa que puede llegar a estar 
amenazada de extinción si no se controla 
su comercio. En abril de 2017, la exporta-
ción de aletas almacenadas de este tibu-
rón (luego de su desprendimiento o corta 
legal del cuerpo) recibió un “Dictamen 
de extracción no perjudicial negativo” 
del Consejo de Autoridades Científicas 
Cites y llegó a manos del Sinac −en su 
condición de autoridad administrativa 
Cites− para que se emitiera la respectiva 

Acciones colectivas totales y sobre temas ambientales

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	de	datos	de	acciones	colectivas	del	PEN.
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Acciones colectivas sobre medio 
ambiente, como porcentaje 
del total general

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	
de	datos	de	acciones	colectivas	del	PEN.
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	 Según encuesta realizada para conocer actitudes ciudadanas sobre el ambiente, el 
57% de los encuestados están “muy de acuerdo” con que la economía del país puede 
crecer y progresar, igual o más, si se protege el ambiente.

	 El 73% piensa que la población costarricense no hace nada para resolver los pro-
blemas ambientales, aunque se preocupa por ellos; un 17% opina que la sociedad 
del todo no está interesada en el tema. 

La ciudadanía conocen de temas ambientales,  
pero no se refleja en acciones  

y prácticas de su vida cotidiana

Las personas en el país han interioriza-
do un discurso sobre asuntos relacionados 
con ambiente, porque  les importa el 
tema; no obstante, este supuesto conoci-
miento no se refleja en sus hábitos coti-
dianos y prácticas en materia ambiental.

Esta conclusión se desprende de las 
respuestas obtenidas de la encuesta “Pa-
trones y percepciones ciudadanas sobre 
medio ambiente y condiciones para el 
cambio”, que se realizó a mediados de 
2017 por el Programa Estado de la Na-
ción (PEN), con el apoyo del proyecto 
“Creación de capacidades de los acuerdos 
multilaterales ambientales” (AMAs) del 
Ministerio de Ambiente y Energía (Mi-
nae) y el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD). 

La encuesta indagó sobre la importan-
cia de proteger el ambiente, en compara-
ción con otros retos que enfrenta Costa 
Rica. Se constató que la mayor parte de la 
ciudadanía reconoce, al menos en teoría, 
que la protección del ambiente está entre 

los grandes desafíos del país. Es decir, 
la considera “igual de importante” que, 
por ejemplo, mejorar la educación, los 
servicios de salud o la seguridad ciudada-
na, reducir la pobreza o la corrupción y 
generar empleo. Así, por ejemplo, el 57% 
de las personas entrevistadas señaló estar 
“muy de acuerdo” con que la economía 
del país puede crecer y progresar igual 
o más si se cuida la naturaleza. 

La aplicación de dicho instrumento 
también permitió medir cuán informada 
se considera la gente sobre la problemáti-
ca ambiental y algunos riesgos asociados. 
La noción sobre la existencia del cambio 
climático y el calentamiento global −un 
tema integrador y de múltiples alcances− 
no solo es amplia, sino que ha aumentado 
significativamente: el 91% ha escuchado 
hablar sobre estos fenómenos; quince 
años antes, según Unimer (2002), el co-
nocimiento sobre el calentamiento global 
era del 60%. Aun en estratos de menor 
nivel socioeconómico y educativo, ese 

indicador no baja del 80%. Es relevante 
que el 78% de las personas opina que el 
cambio climático es causado por el ser 
humano y ya está afectando el planeta. 

Cabe destacar que los grados de in-
formación y conocimiento varían según 
la edad, el nivel educativo y el estatus 
socioeconómico. Las personas de 45 
años o más, que tienen estudios superio-
res o pertenecen a estratos económicos 
medio-altos se autoperciben como más 
informadas. También hay diferencias en 
función del rol que se desempeña en el 
hogar: los jefes y jefas muestran estar 
más informados que otros miembros, lo 
cual es relevante dado que estas personas 
son las que toman las decisiones sobre 
las prácticas que se realizan dentro de 
la vivienda. 

Aunque las percepciones y criterios 
recogidos por la encuesta denotan que las 
personas le asignan al tema ambiental un 
alto grado de relevancia, la información 
recopilada evidencia una desvinculación 
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entre los hábitos en la práctica (tanto a 
nivel de hogares como de individuos) y 
la importancia asignada a ellos.

En el caso de los hogares se indagó 
acerca de algunas acciones específicas. 
De manera positiva, más del 70% 
de las personas entrevistadas indicó 
que sus familias reutilizan empaques, 
separan recipientes de vidrio y plás-
tico y usan bombillos eficientes. Una 
proporción mucho menor, que no 
llegó a la mitad, reportó medidas para 
ahorrar agua o electricidad, o esfuerzos 
para controlar la frecuencia con que 
se cocina y se lava ropa, que implican 
modificar hábitos cotidianos. En este 
tipo de prácticas hay una diferencia 
sustantiva entre grupos: los hogares 
de estratos socioeconómicos más altos 
registran porcentajes mayores en el 
empleo de dispositivos ahorradores 
de agua (35%), separación de basura 
(77%), reutilización de bolsas plásticas 
(95%) y uso de bombillos (95%) y 
electrodomésticos eficientes (72%). 
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sonas, ni se considera que su protección 
sea incompatible con el desarrollo o deba 
sacrificarse. Sin embargo, en la prácti-
ca algunos hábitos responsables no son 
extendidos, y los que lo son suelen estar 
asociados a un beneficio directo que sirve 
como aliciente. 

La disposición a cambiar algunos patro-
nes que generan impactos en el ambiente 
se ve entorpecida por dos tipos de barre-
ras: por un lado, no hay buenas alterna-
tivas y políticas públicas para estimular 
y/o forzar la modificación de conductas 
para el beneficio colectivo (como sucede 
en materia de transporte, por ejemplo) y 
por otro, existe una resistencia cultural a 
asumir compromisos que representan un 
mayor esfuerzo individual. La percepción 
mayoritaria entre las personas entrevis-
tadas es que la gente está interesada en el 
ambiente, pero no hace nada concreto para 
protegerlo; se siente en parte responsable, 
pero considera que la obligación recae en 
mayor medida en las autoridades, y cree 
que son estas, no la ciudadanía, quienes 
no están cumpliendo con su tarea. Todos 
estos elementos confirman la importancia 
de diseñar estrategias informadas y dife-
renciadas (según las metas) para reducir la 
huella ecológica en el país. 

Resumen de hallazgos preliminares

Lo ambiental es relevante, aunque no 
prioritario, en las preocupaciones de 
la gente 

Un componente clave de la identidad 
nacional es el sentido de pertenencia a 
un país de enorme riqueza natural y una 
trayectoria ejemplar en materia ambiental. 
No obstante, algunos indicadores a los 
que el capítulo “Armonía con la natura-
leza” ha dado seguimiento por más de 
veinte años demuestran que el tema no 
es tan prioritario, ni para la población ni 
para los gobiernos, cuando se contrapone 
a otras problemáticas sociales y econó-
micas, o cuando va más allá de la agenda 
relacionada con la conservación y las áreas 
protegidas.

La encuesta indagó sobre la importancia 
de proteger el ambiente, en comparación 
con otros retos que enfrenta Costa Rica. 
Se constató que la mayor parte de la ciu-
dadanía reconoce, al menos en teoría, que 

la protección del ambiente está entre los 
grandes desafíos del país; es decir, la consi-
dera “igual de importante” que, por ejem-
plo, mejorar la educación, los servicios de 
salud o la seguridad ciudadana, reducir la 
pobreza o la corrupción y generar empleo 
(gráfico 4.30). Eso sí, en todos los retos 
planteados, con excepción de fomentar el 
deporte, son mayores los porcentajes de 
personas que los consideran “más impor-
tantes que proteger el ambiente”.

Un hallazgo aun más relevante es que 
las personas no consideran que la pro-
tección del ambiente sea un obstáculo 
para el desarrollo, un argumento que ha 
sido defendido por actores económicos y 
políticos a lo largo de los años. El 57% de 
los entrevistados está “muy de acuerdo” 
con que la economía del país puede crecer y 
progresar igual o más si se cuida la natura-
leza. Este porcentaje es significativamente 
más alto que el 39% registrado en 2002, 
en una consulta similar realizada por la 
empresa Unimer (2002)1. Esta percep-
ción es mayoritaria en todos los niveles 
socioeconómicos y educativos, tanto den-
tro como fuera de la GAM.

En esta misma línea, se exploraron las 
opiniones sobre el desarrollo de ciertas 
actividades productivas que tienen impli-
caciones para la sostenibilidad ambien-
tal (gráfico 4.31). En general, resaltan el 
amplio acuerdo con las acciones vincula-
das a la protección y el apoyo minoritario 
a las que tienen efectos negativos. Por 
ejemplo, solo un 36% de las personas 
consultadas acepta que se puede permitir 
un poco de contaminación a las empresas 
que generan empleo, afirmación que alude 
a un tema latente en la discusión nacio-
nal: el balance entre la necesidad de crear 
puestos de trabajo y el impacto ambiental 
de algunas actividades, como la minería a 
cielo abierto en su momento, o el cultivo 
de piña actualmente. De igual forma, 
menos del 30% apoya que la expansión 
agrícola sacrifique bosques o que se haga 
exploración petrolera en el país. Por el 
contrario, la gran mayoría está de acuerdo 
con fomentar el turismo ecológico, esta-
blecer obligaciones para que los comercios 
sustituyan los productos de plástico o 
promover la generación de energía eólica. 
El 80% respaldaría la exoneración de 

Importancia de proteger el ambiente, en comparación 
con otros retos del país
(porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con datos de la encuesta “Patrones y percepciones ciudadanas sobre medio ambiente 
y condiciones para el cambio”, del PEN.
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GRÁFICO 4.30
Importancia de proteger el ambiente, en comparación con otros 
retos del país 
(porcentajes)

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos de la encuesta “Patrones y percepciones ciudadanas 
sobre medio ambiente y condiciones para el cambio”, del PEN.

En el plano individual se trabajó 
con una escala que midió la frecuencia 
(“siempre”, “a veces” o “nunca”) con la 
que se llevaron a cabo ciertas acciones 
en los últimos seis meses. En contraste 
con los hallazgos a nivel de hogares, 
en este caso están más presentes los 
hábitos personales relacionados con 
el ahorro (que no implican una inver-
sión, sino actos sencillos como apagar 
luces para consumir menos electrici-
dad). Esto es notorio sobre todo entre 
quienes residen en hogares de nivel 
socioeconómico medio-bajo/bajo (lo 
cual sugiere que el principal objetivo 
es economizar dinero, sin gastar en 
dispositivos especiales). 

Al contrastar las prácticas individuales 
con distintas variables, se observa que las 
nuevas generaciones muestran un índice 
de acción personal significativamente más 
bajo que las personas de mayor edad: solo 
un 12% de los más jóvenes señala hacer 
“mucho” en favor del ambiente, contra 
un 25% del grupo de 45 años o más. 

La encuesta también planteó un con-
junto de afirmaciones sobre la población 
costarricense y su preocupación ambien-
tal, y se encontró que el 73% considera 
que la ciudadanía no hace nada para 
resolver los problemas ambientales, aun-
que sí se preocupa por ellos, y un 17% 
cree que estos asuntos no le interesan 
del todo a la colectividad. 

Asimismo, se preguntó de quién es la 
responsabilidad de proteger el ambiente 
y en qué medida la cumplen (ambos 
casos en una escala de 1 a 10). La gente 
atribuye a casi todos los actores altos 
grados de responsabilidad (más de 9 en 
la mayoría de casos, con una muy leve 
dispersión), tanto a las autoridades na-
cionales (Gobierno y Ministerio de Am-
biente y Energía) y municipales, como a 
la empresa privada y la ciudadanía. Sin 
embargo, en general el cumplimiento se 
considera bajo (entre 4,5 y 6 puntos). 
Sobresale el hecho de que las personas 
se identifican a sí mismas como las que 
más lo hacen, pese a que, por ejemplo, 
en el último año el 80% no participó 
en ningún grupo, actividad o iniciativa 
para proteger el ambiente.

Por otra parte, se midió la disposición 
de las personas para incorporar conductas 
responsables. Los hábitos relacionados 
con el hogar se analizaron con base en las 
respuestas de las jefaturas o sus parejas, 
como grupo decisor, que representa el 
71% de la muestra. Menos del 5% de este 
segmento expresó no estar en capacidad 
de adoptar, al menos, una de las medidas 
sugeridas. La mayoría afirmó que hay 
algunas prácticas que ya tiene, como el 
uso de bombillos para ahorrar energía o 
la restricción en el uso del agua. 

Con respecto a acciones menos comu-
nes, como la sustitución de electrodo-
mésticos por aparatos más eficientes y la 
instalación de paneles solares o equipos 
para consumir menos agua, las personas 
entrevistadas mostraron una amplia 
disposición, pero adujeron que tienen 
limitaciones para hacerlo, ya que se 
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requieren inversiones económicas. En 
cambio, casi una cuarta parte de los 
hogares reportó que no sustituye pro-
ductos plásticos ni transporta materiales 
separados a centros de acopio, aunque 
admite que podría hacerlo.

Adicionalmente, en los hábitos rela-
cionados con el transporte, se considera 
urgente la aplicación de políticas públicas 
que mejoren las alternativas y además 
fuercen el cambio. Un 26% de los entrevis-
tados considera que el congestionamiento 
vehicular afecta mucho su vida cotidiana. 
Más del 20% indica que está dispuesto a 
viajar en bicicleta u organizarse con otras 
personas para compartir traslados (car 
pooling), pero simplemente no lo hace; 
es decir, estas son opciones que tienen 
potencial para ser impulsadas en el país. 
La población que viaja principalmente 
en vehículo propio (25% de las personas 
consultadas) muestra una alta disponi-
bilidad para hacer cambios y algunos ya 
han variado las formas de desplazarse, 
como usar el transporte público de ma-
nera ocasional o compartir el vehículo. 
El 59% afirma estar dispuesto a utilizar 
transporte público, pero tiene limitaciones 
o simplemente no lo hace, lo cual reafirma 
que, pese a la aparente intención, hay 
barreras por la calidad de las alternativas 
y el arraigo de ciertos hábitos. 

Más información en página 233 del Informe Estado de la Nación 2017.
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También se preguntó quiénes tienen la 
responsabilidad de proteger el ambiente 
y en qué medida la cumplen (ambos casos 
en una escala de 1 a 10). Como muestra el 
gráfico 4.39, la gente atribuye a casi todos 
los actores altos grados de responsabilidad 
(más de 9 en la mayoría de casos, con una 
muy leve dispersión), tanto a las autori-
dades nacionales (Gobierno y Minae) y 
municipales, como a la empresa privada y 
la ciudadanía. Sin embargo, en general el 
cumplimiento se considera bajo (entre 4,5 
y 6 puntos). Sobresale el hecho de que las 
personas se identifican a sí mismas como 
las que más lo hacen, pese a que, por ejem-
plo, en el último año el 80% no participó 
en ningún grupo, actividad o iniciativa 
para proteger el ambiente.

Más allá de a quién se le atribuyan las res-
ponsabilidades, lo cierto es que la mayoría 
de las personas considera que los esfuerzos 
que realiza el país en materia ambiental no 
son suficientes (gráfico 4.40). Los avances 
en la protección de la biodiversidad, tra-
dicional fortaleza de la imagen nacional 
en este campo, son los más reconocidos, 
aunque siempre en el rango de los porcen-
tajes minoritarios, en este caso el 33% de 
los consultados. Mucho menores son las 
proporciones de “suficiencia” asignadas 
al crecimiento urbano, la agricultura y la 
contaminación. En términos de los riesgos 
futuros, las mayores preocupaciones son 
la contaminación del agua (77%) y su dis-
ponibilidad (71%), la pérdida de bosque 
y ecosistemas (67%) y el suministro de 
electricidad (56%).  

Con estos puntos de partida, la encuesta 
midió la disposición de las personas para 
incorporar comportamientos respon-
sables, e identificó algunas barreras que 
determinan la viabilidad de esos cambios. 
Las acciones relacionadas con el hogar se 
analizaron con base en las respuestas de las 
jefaturas o sus parejas, como grupo deci-
sor, que representa el 71% de la muestra 
(n=850). Menos del 5% de este segmento 
expresó no estar en capacidad de adoptar 
al menos una de las medidas sugeridas. La 
mayoría afirmó que hay algunas prácticas 
que ya tiene, como el uso de bombillos 
para ahorrar energía o la restricción en el 
uso del agua. Poco más de la mitad men-
cionó que separa residuos. Con respecto a 
acciones menos comunes, como la susti-

Distribución porcentual de la pregunta “¿cuál de las siguientes afirmaciones 
describe mejor lo que usted opina sobre los y las costarricenses?”
(porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con datos de la encuesta “Patrones y percepciones ciudadanas sobre medio 
ambiente y condiciones para el cambio”, del PEN.
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GRÁFICO 4.38

grado promedio de responsabilidad asignada en la protección ambiental 
y grado de cumplimiento, según actora/

a/ Se midió el grado de responsabilidad de distintos actores en relación con la problemática ambiental y el 
respectivo cumplimiento, en una escala de 1 a 10.

Fuente: Elaboración propia con datos de la encuesta “Patrones y percepciones ciudadanas sobre medio 
ambiente y condiciones para el cambio”, del PEN.
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GRÁFICO 4.39

Grado promedio de responsabilidad asignada en la protección 
ambiental y grado de cumplimiento, según actora/

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos de la encuesta “Patrones y percepciones ciudadanas 
sobre medio ambiente y condiciones para el cambio”, del PEN.

Finalmente, la disposición a cambiar 
algunos patrones que generan impactos 
en el ambiente se ve entorpecida por dos 
tipos de barreras: por un lado, no hay 
buenas alternativas y políticas públicas 
para estimular o forzar la modificación 
de conductas para el beneficio colectivo 
(como sucede en materia de transporte, 
por ejemplo) y, por otro, existe una re-
sistencia cultural a asumir compromisos 

que representan un mayor esfuerzo 
individual. La percepción mayoritaria 
entre las personas entrevistadas es que 
la gente está interesada en el ambiente, 
pero no hace nada concreto para pro-
tegerlo; se siente en parte responsable, 
pero considera que la obligación recae en 
mayor medida en las autoridades, y cree 
que son estas, no la ciudadanía, quienes 
no están cumpliendo con su tarea. 
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	 Las mujeres y personas de 45 años o más, son los dos grupos con mayor disposición 
a asumir actitudes responsables. 

	 Los jóvenes tienen menos interés en el cambio,  particularmente de niveles socioe-
conómicos y educativos bajos.

 La mayoría de personas está dispuesta

a ser responsable con el ambiente

El Informe Estado de la Nación 2017 
realizó una clasificación de las personas 
entrevistadas en la encuesta “Patrones 
y percepciones ciudadanas sobre medio 
ambiente y condiciones para el cambio”, 
de acuerdo con su disposición a tener 
actitudes y comportamientos responsa-
bles con el ambiente; la cual evidencia 
que la mayoría de encuestados posee 
una actitud positiva para contribuir 
responsablemente en este tema.

 Este ejercicio de clasificación se hizo 
con base en diversas preguntas y seccio-
nes de la encuesta, realizada a mediados 
de 2017 por el Programa Estado de la 
Nación (PEN) con el apoyo del proyecto 
“Creación de capacidades de los acuer-
dos multilaterales ambientales” (AMAs) 
del Ministerio de Ambiente y Energía 
(Minae) y el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD). 
Como parte de la sistematización de 
datos obtenidos con esta herramien-
ta, se realizó un análisis factorial y de 
conglomerados que permitió delimitar 

cuatro grupos específicos: “dispuestos 
a todo”, “dispuestos con condiciones”, 
“desentendidos” y “apáticos”.  

Distintas ediciones del Informe Estado 
de la Nación han señalado que en el país 
persiste una paradoja: la coexistencia de 
una gran fortaleza en materia de conser-
vación, con patrones insostenibles de uso 
del territorio y los recursos, que provocan 
severos impactos y una creciente huella 
ecológica. Esta situación no es obra de 
un actor en particular (gobierno, Estado, 
empresas privadas), sino el resultado de 
muchos factores, entre los cuales uno de 
los menos explorados son los hábitos de 
las personas en su cotidianidad. 

Con el propósito de contribuir a lle-
nar el gran vacío de información sobre 
las prácticas de las personas en el tema 
ambiental, para el Informe 2017 se apli-
có esta encuesta,   para identificar los 
patrones de comportamiento y uso de 
los recursos que inciden en la huella 
ecológica, entender las percepciones, co-
nocimiento y actitudes ciudadanas sobre 

el ambiente, y valorar la disponibilidad 
de las personas para realizar cambios 
en las costumbres menos responsables.

Ante este contexto, los hallazgos de 
la encuesta “Patrones y percepciones 
ciudadanas sobre medio ambiente y 
condiciones para el cambio” revelan que 
la mayor parte de las personas entrevis-
tadas se encuentra en los segmentos que 
tienen disposición al cambio, aunque 
de formas distintas: a veces con mayor 
voluntad y sacrificio, otras en aspectos 
que no tienen un alto costo económico 
o personal. Entre quienes manifiestan 
menor interés en el cambio algunos 
son jóvenes, en particular, de niveles 
socioeconómicos y educativos bajos. En 
cambio, resalta un mayor compromiso 
entre las mujeres.

El primer grupo, denominado “dis-
puestos a todo” (32,8%), tiene mayor 
iniciativa para tomar acciones de ahorro 
y eficiencia en el uso de los recursos y el 
transporte colectivo. Considera que el 
ambiente es un asunto prioritario que 
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atañe a toda la ciudadanía, no solo al 
Gobierno. Estos piensan que no es difícil 
contribuir a la solución de los problemas 
y que para actuar no se requieren medidas 
de racionamiento o económicamente 
punitivas. Posee más representación de 
mujeres, personas de 45 años o más, 
de nivel socioeconómico alto y mayor 
escolaridad que la media.

Los “dispuestos con condiciones” 
(21,7%) son personas que están más 
dispuestas a realizar acciones en el hogar 
y en la vida cotidiana, pero no tanto a 
usar transporte colectivo o hacer cambios 
que impliquen inversiones económicas. 
Creen que consumir de manera respon-
sable no sacrifica su comodidad personal, 
ni es difícil. Reconocen que tomarían 
más medidas si estas no afectaran el 
bolsillo o ahorrarían más si el consumo 
y la contaminación tuvieran un costo 
financiero. Nuevamente, en este grupo 
predominan las mujeres, personas de 
45 años o más, residentes de hogares 
de nivel medio y alto, y una escolaridad 
superior al promedio. 

Por su parte, los “desentendidos” 
(21,8%) corresponden a personas que 
no están dispuestas a hacer cambios que 
alteren las prácticas cotidianas en el ho-
gar, pero sí podrían usar bicicleta para 
transportarse o participar en campañas 
ambientales. Eventualmente, tomarían 
algunas acciones sin que las obligaran, 
pero consideran que el problema es 
del Gobierno, no de la ciudadanía, 
y que es complicado realizar tareas 
como separar la basura. Tienen una 
proporción mayor de hombres, jóve-
nes, residentes de hogares de menor 
ingreso, y con niveles educativos de 
primaria y secundaria.

Mientras que los clasificados como 
“apáticos” (23,7%), no están dispuestos 
a realizar acciones en el hogar, ni indivi-
duales, aunque les preocupe el ambiente, 
porque la responsabilidad de protegerlo 
no es suya, sino de quienes contaminan. 
Consideran que variar sus prácticas de 
consumo sacrifica su comodidad, que es 
difícil encontrar en el mercado productos 
amigables con el ambiente y que estos 

son de menor calidad. El grupo está 
conformado sobre todo por personas 
de mayor edad, de menor nivel socioe-
conómico y baja escolaridad.

Con base en esta clasificación, el Infor-
me 2017 destaca que los dos segmentos 
menos dispuestos (desentendidos y apáti-
cos) asignan la responsabilidad a otros, ya 
se al Gobierno o a quienes contaminan. 
Tanto los “apáticos” como los “dispuestos 
con condiciones” serían más propensos a 
tomar acciones si estas fueran motivadas 
por medidas económicas.

Además, los  dos grupos con mayor 
disposición al cambio participan más en 
actividades políticas y asumen una mayor 
responsabilidad propia. Los “dispuestos a 
todo” tienen una proporción más alta de 
prácticas ambientalmente responsables, 
tanto en el hogar como a nivel individual, 
están más informados y consideran que 
el problema es importante. En cambio, 
los “dispuestos con condiciones”, al igual 
que los “desentendidos”, realizan menos 
acciones personales.

Más información en página 233 del Informe Estado de la Nación 2017.



Fortalecimiento 
de la democracia

El balance político durante el 2016 e 
inicios de 2017 da cuenta de una me-
jora relativa en la gestión de los asuntos 
gubernamentales, tanto del Ejecutivo 
como del Legislativo, con respecto a 
lo ocurrido en los dos años anteriores. 
No obstante, esa mejora no condujo a 
destrabar el sistema político, ni a resolver 
otros problemas crónicos que afectan a 
la sociedad costarricense. Sin ser des-
deñables, los resultados aún resultan 
insuficientes para avanzar en la aspiración 
de una gestión política responsable y 
oportuna.

El Ejecutivo logró mayor efectividad 
en la aprobación de sus iniciativas en 
el Congreso, no sufrió cambios en el 
Gabinete que produjeran inestabilidad 
política, como en otros años, y tuvo una 
recuperación significativa en la evaluación 
ciudadana sobre su desempeño. En el 

Legislativo hubo mayor responsabilidad 
fiscal, gracias a la disminución de lo 
que este Informe denomina “promesa 
democrática sin sustento económico”. 
Y en materia de convivencia social, el 
2016 fue el segundo año consecutivo 
de reducción de la protesta ciudadana, 
gracias a un descenso generalizado de la 
protesta de todos los actores sobre los 
que se tiene registro.

A pesar de estas mejoras, persisten 
serias dificultades en las relaciones en-
tre el Gobierno y el Congreso. Solo 
una tercera parte de las leyes aproba-
das durante la actual administración 
fue propuesta por el Ejecutivo. Hace 
diez años esa proporción era cercana 
al 50%. Además, dado el contexto de 
marcada fragmentación partidaria en la 
Asamblea Legislativa, los tiempos para 
construir acuerdos son mayores, y cada 

vez es más frecuente que la normativa 
presentada en un gobierno, no sea apro-
bada sino hasta el siguiente. Con ello, 
la ejecución de su proyecto político se 
dificulta significativamente. Frente a este 
escenario, nueva información demuestra 
que los mecanismos a disposición del 
Presidente de la República para sortear 
los bloqueos en el Legislativo tienen un 
alcance limitado. El decreto ejecutivo 
como herramienta para generar cambios 
políticos y sociales sustantivos enfrenta 
múltiples restricciones normativas y 
controles institucionales.

En otro orden de ideas, el país se 
apresta a elegir un nuevo gobierno en 
un ambiente más favorable que el de 
hace cuatro años. La mejora se debe 
al aumento de la tolerancia política y 
el apoyo ciudadano a la democracia, 
con respecto a lo observado en 2014. 

Síntesis del capítulo
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•	 En 2016 el índice de estabilidad democrática, que mide en 
forma conjunta el apoyo a la democracia y la tolerancia política, 
fue de 42 en una escala de 0 a 100. Este valor representa una 
mejora significativa, ya que en 2014 la cifra reportada fue 29. 
No obstante, los indicadores coyunturales sobre el desempeño 
político siguen mostrando un fuerte descontento y, de acuerdo 
con las encuestas del Centro de Investigación y Estudios Polí-
ticos de la UCR, a partir de agosto de 2015, más del 70% de 
la población asegura no tener simpatía partidaria.

•	 Desde 1990, la administración Solís Rivera es la que ha presentado 
la mayor inestabilidad en la conformación de su agenda legislativa 
en los períodos de sesiones extraordinarias. Esto se reflejó particular-
mente en el segundo y el tercer año de gobierno, durante los cuales 
hubo proyectos que se convocaron seis veces o más en promedio.

•	 En el último año el Gobierno mejoró la tasa de éxito de su 
agenda en el Congreso, aunque se mantuvo en niveles por 
debajo del promedio (18%). Pasó de una tasa de logro del 3% 
en el primer año, a 8% en el segundo y 14% en el tercero.

•	 Por segundo año consecutivo, la reforma fiscal fue el proyecto 
legislativo más demandado por líderes de opinión y expertos 
consultados. En orden de importancia le siguen las reformas al 
régimen de pensiones del Poder Judicial y al empleo público. 
Ninguno de los tres temas tuvo una respuesta concreta del 
Congreso durante la legislatura analizada.

•	 En el año legislativo 2016-2017 solo un 14% de las leyes que 
otorgan derechos a la población y competencias al Estado se 
aprobó sin identificar los recursos para su financiamiento, lo 
que se conoce como “promesa democrática sin sustento econó-
mico”. Esa proporción es la más baja de toda la serie histórica 
registrada por el Programa Estado de la Nación.

•	 En promedio, la promulgación de la mayoría de las leyes toma 
575 días (1,6 años), aunque hay casos extremos que superaron 
los diez años. El comportamiento anual muestra que la primera 
legislatura del Congreso en funciones (2014-2015) tuvo la 
duración media más alta de toda la serie: 779 días.

•	 A partir de 2002 se observa un leve aumento de las alianzas 
partidarias para la presentación de iniciativas de ley. En la 
época de del bipartidismo (1990-2001) se aprobaron 150 leyes 
propuestas por dos o más partidos. En el período de multipar-
tidismo (2002- 2017) esa cifra se elevó a 213.

•	 Las movilizaciones sociales registraron un nuevo descenso en 
2016. Entre enero y diciembre se contabilizó un total de 323, 
valor inferior al promedio anual para la serie histórica, que es 
de 395 acciones colectivas. Ello se debió a una reducción de las 
protestas de todos los actores, entre ellos los gremios sindicales, 
los grupos empresariales y la ciudadanía en general.

Principales hallazgos

Ambos indicadores sugieren que los 
fundamentos del sistema siguen siendo 
sólidos. Sin embargo, al mismo tiempo 
hay condiciones adversas para la com-
petencia política: prevalecen débiles 
vínculos entre ciudadanos y partidos, 
un fuerte desalineamiento electoral que 
“desengancha” a amplios territorios de la 
participación en los comicios, la persis-

tente insatisfacción con las instituciones 
democráticas y, por último, agrupaciones 
políticas altamente desacreditadas y, en 
algunos casos, incluso cuestionadas en 
sede judicial por violaciones al Código 
Electoral.

En vista de lo anterior, resulta crucial 
que las agrupaciones y actores en com-
petencia manejen con sumo cuidado el 

tono y las tácticas electorales que vayan a 
emplear. La descalificación como herra-
mienta discursiva y la evasión del debate 
sobre asuntos de fondo, entorpecerán las 
inevitables negociaciones poselectorales 
que la nueva administración deberá rea-
lizar para atender los urgentes problemas 
que enfrenta el país, especialmente en 
el terreno fiscal.
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	 Entre enero y diciembre de 2016, se contabilizó un total de 323 acciones colectivas, 
valor inferior al promedio anual de 395 para la serie histórica.

	 País no experimentaba una reducción de la protesta ciudadana en dos años conse-
cutivos desde hace una década.

Nueva reducción de acciones colectivas  
sucedió en todos los grupos sociales 

La protesta ciudadana disminuyó por 
segundo año consecutivo durante 2016 
e inicios de 2017, generado por un des-
censo en las acciones colectivas de todos 
los grupos sociales para los que se tiene 
registro, incluyendo a los gremios sin-
dicales, los empresarios y la ciudadanía 
en general.

La base de datos del Programa Estado 
de la Nación (PEN) contempla los regis-
tros de acciones colectivas desde enero de 
1992. En esta ocasión, el Informe Estado 
de la Nación 2017 señala que entre enero 
y diciembre de 2016, se contabilizaron 
un total de 323 protestas, cifra inferior al 
promedio anual de la serie histórica de 395.

Costa Rica no experimentaba la re-
ducción de la conflictividad ciudadana 
durante dos años consecutivos desde el 
período 2004-2006, luego de las fuer-
tes reacciones que generó la decisión 
gubernamental de transferir la revisión 
técnica vehicular a una empresa privada.

Los distintos grupos siguen expresando 
su malestar por los problemas que los 

aquejan; sin embargo, en ningún caso se 
ha generado un episodio de conflictivi-
dad intensa que haya afectado la gestión 
política o la convivencia general de la 
sociedad. Este descenso sostenido en 
las manifestaciones sociales alcanzó su 
punto más bajo en marzo de 2017, con 
solo 8 protestas. Durante todos los meses 
del año, con excepción de diciembre, es 
común que se presenten valores de más 
de un dígito; fue en abril de 1997 la 
última vez que se registró un solo dígito 
en un mes distinto a diciembre.

Un análisis desagregado e información 
actualizada que contempla el más reciente 
Informe Estado de la Nación 2017, con-
firman la reducción generalizada de la 
protesta en todos los actores sociales para 
los que se posee registro: trabajadores 
públicos, organizaciones de la sociedad 
civil, empresarios, sector estudiantil, 
otros trabajadores y ciudadanía.  

Al analizar el comportamiento de cada 
uno de estos grupos, desde enero de 2010, 
se evidencia que en todos los casos la línea 

de tendencia refleja un descenso de las 
acciones colectivas durante los últimos 
meses del 2016 e inicios del 2017, pero 
cada uno con movimientos particulares. 
Esta tendencia revela que los trabajadores 
públicos protestan con mayor intensidad, 
y oscilan entre momentos de relativa calma 
y coyunturas de fuerte activismo social. 
Algo similar ocurre con la ciudadanía, la 
cual, dado que no tiene una organización 
estable, tiende a utilizar más las manifes-
taciones callejeras. 

Por otra parte, la conducta de los em-
presarios es interesante: sus acciones 
colectivas se incrementaron a finales 
del 2011 y principios del 2012, por 
temas tarifarios e iniciativas de reforma 
al régimen de zonas francas, entre otros; 
luego hubo un descenso, y a inicios de 
2014 la tendencia volvió a aumentar, por 
la oposición a medidas relacionadas con 
la importación de arroz y automóviles. 
A partir de enero de 2015 este grupo 
redujo considerablemente las expresiones 
públicas de sus demandas.
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Tendencia de las acciones colectivas, según grupo. 
Enero de 2010 a marzo de 2017

a/	El	análisis	de	series	de	tiempo	estima	un	valor	de	tendencia	que	representa	las	variaciones	de	las	acciones	colec-
tivas	en	el	largo	plazo.	Se	considera	la	serie	histórica	que	inicia	en	enero	de	1992.
b/	Ciudadanía:	vecinos,	madres	y	padres	de	familia,	jóvenes,	grupos	de	ciudadanos	y	personas	privadas	de	libertad.
c/	Empresarios:	empresarios,	productores	industriales	y	agropecuarios.
d/	Estudiantes:	estudiantes	de	secundaria	y	universitarios.
e/	Otros	trabajadores:	trabajadores	del	sector	 informal,	desempleados,	extrabajadores,	grupos	de	profesionales	y	
trabajadores	del	sector	privado.
f/	Sociedad	civil:	organizaciones	defensoras	del	ambiente,	la	equidad	de	género	y	los	derechos	humanos,	de	grupos	
étnicos	y	de	personas	con	alguna	discapacidad,	asociaciones	pro	vivienda,	religiosas	y	antiguerra,	así	como	usuarios	
de	diversos	servicios.	
g/	Trabajadores:	funcionarios	públicos,	generalmente	organizados	en	sindicatos.

Fuente:	Gómez	Campos,	2017,	con	información	de	la	base	de	datos	de	acciones	colectivas	del	PEN.
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GRÁFICO 5.30Esto significa que no hay una sola manera 
de manifestarse. Todo lo contrario, con 
el tiempo, los actores sociales aprenden 
nuevas formas de plantear sus demandas, 
y valoran, de acuerdo con el efecto que 
producen, cuáles son más eficaces para sus 
intereses.

La información del período comprendi-
do entre enero de 1992 y marzo de 2017 
(9.934 acciones colectivas) muestra que los 
grupos sociales prefieren usar los mecanis-
mos formales e institucionales. Del total 
de datos disponibles, se cuenta con regis-
tros del actor y tipo de movilización en 
9.554 casos. En la mayoría de ellos (63%) 
se utilizaron los métodos antes indicados, 
que incluyen denuncias o declaraciones 
públicas (en medios de comunicación o en 
conferencias de prensa), organización de 
reuniones o consultas con autoridades, o 
la suspensión de labores que tienen algún 
grado de regulación (huelgas o paros de 
labores). Es menor el empleo de métodos 
no formales, como las protestas en la calle 
(32%) y otras opciones más radicales (5%), 
como amenazas, actos contra la propie-
dad, o invasión de propiedades. 

Por tipo de actor hay diferencias 
relevantes. Los grupos que tienen una 
estructura organizacional estable −como 
los empresarios, las organizaciones de la 
sociedad civil y los trabajadores públicos− 
usan más los mecanismos formales e insti-
tucionales. En cambio, quienes no tienen 
esa condición −como la ciudadanía, otros 
tipos de trabajadores, o los estudiantes de 
secundaria y universitarios− suelen utili-
zar modalidades informales, típicamente 
manifestaciones de la calle como bloqueos 
de vías, mítines y marchas (gráfico 5.31). 

Administración de la justicia
Esta sección se elaboró a partir de los 

principales hallazgos del Segundo Informe 
Estado de la Justicia, publicado por el 
PEN en abril de 2017. En él se avanzó en 
líneas de estudio iniciadas con la primera 
edición, tales como el control de constitu-
cionalidad, los patrones de votación de la 
Sala Constitucional, la gestión de la juris-
dicción penal, el hacinamiento carcelario 
y los resultados de las reformas en materia 
de acceso a la justicia y organización del 
Poder Judicial.

Como temas novedosos, el Informe 
dedicó un capítulo a los indicadores 

Tendencia de las acciones colectivas, según grupo. Enero de 2010 a 
marzo de 2017.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos, 2017, con información de la base de datos 
de acciones colectivas del PEN.
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Más información en página 286 del Informe Estado de la Nación 2017.

Acciones colectivas por año
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Acciones colectivas por año 

Fuente: Gómez Campos, 2017a, con información de la base de datos de acciones colectivas 1992-2017 del PEN.
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El primero, y más intenso, fue la opo-
sición del gremio de los taxistas a la 
operación de la empresa de transporte 
privado Uber, que motivó un total de 33 
acciones colectivas a lo largo del período. 
El segundo tema fue la disconformidad 
de diversos sindicatos –particularmente 
Bussco, APSE y ANDE− con los proyec-
tos de ley sobre empleo público y educa-
ción dual, que produjo 28 movilizaciones 
sociales. Y en tercer lugar se ubicaron 
las manifestaciones a favor de la Ley de 
Bienestar Animal, 8 en total.

Europa y Asia destacan en las 
relaciones bilaterales, la ONU en las 
multilaterales

Para este Informe se construyó una 
base de datos de los comunicados emi-
tidos por la Cancillería de la República 
durante los tres primeros años de la 
administración Solís Rivera. Con esa 
información fue posible identificar los 

principales hitos de las relaciones exterio-
res en los ámbitos bilateral y multilateral, 
y sus vinculaciones con la política domés-
tica del país. 

Los asuntos bilaterales abarcaron la 
mayor cantidad de comunicados, en 
particular los relacionados con Europa 
y Asia, seguidos por Sudamérica y 
Centroamérica y el Caribe. En el ámbito 
multilateral sobresalen las gestiones en la 
ONU, un foro en el que tradicionalmen-
te el país ha tenido amplia participación. 
En menor medida se citan los foros regio-
nales, como la Celac, el SICA y la OEA. 
Por último, la sistematización permitió 
registrar, por primera vez, un grupo de 
acciones de política exterior que tienen 
repercusiones en la política interna del 
país y que refieren a asuntos de protocolo, 
la población migrante y una compare-
cencia del Canciller ante la Asamblea 
Legislativa, entre otras.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos, 2017a, con información de la base de datos 
de acciones colectivas 1992-2017 del PEN.
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	 En 2016 el índice de estabilidad democrática, que mide el apoyo a la democracia 
y la tolerancia política, fue de 42 en una escala de 0 a 100;  representa una mejora 
significativa, ya que en 2014 fue de 29.

	 Entre junio de 2011 y agosto de 2017, en promedio, el 61% de la población no sim-
patizaba con ningún partido, lo que refleja el profundo desencanto con la política.

Mejora respaldo ciudadano  
a la democracia pero electores  

continúan reflejando apatía política

El apoyo ciudadano a la democracia 
y la tolerancia política mejoraron de 
manera significativa durante 2016, lo 
cual revirtió una tendencia de erosión 
de ambos indicadores en el largo plazo; 
no obstante, la situación predominante 
a poco más de un año de las elecciones 
presidenciales de 2018 refleja una apatía 
política por parte de los electores.

Hace cuatro años, antes de la campaña 
electoral de 2013-2014, los principales 
indicadores políticos estuvieron en los 
niveles más bajos desde que se tiene 
registro. El Informe Estado de la Nación 
del 2013 había anunciado que el país 
iniciaba la campaña en el contexto más 
adverso desde 1978, cuando empezó 
a realizarse la encuesta “Barómetro de 
las Américas, la cual mide el índice de 
estabilidad democrática.

En esta ocasión, los estudios llevados 
a cabo para el reciente Informe Estado 
de la Nación 2017 dan cuenta de que el 
escenario ha mejorado considerablemente 
desde el punto de vista estructural. Los 

indicadores relacionados con el apoyo 
ciudadano a la democracia arrojaron 
resultados positivos. Las mediciones 
recientes muestran una recuperación 
en el índice de estabilidad política que 
mide de manera conjunta el apoyo a la 
democracia y la tolerancia política. En 
2012 y 2014 el país llegó a su nivel más 
bajo, con un indicador de 29, en una 
escala de 0 a 100. Durante 2015 hubo 
un primer repunte y en 2016 se registró 
otra mejora que elevó el indicador a 42, 
un valor muy cercano al promedio de 
toda la serie, que es de 45 puntos, lo que 
sugiere que los fundamentos del sistema 
costarricense siguen siendo sólidos. 

Sin embargo, a pesar de los indicadores 
positivos registrados en términos de la es-
tabilidad democrática, persisten al mismo 
tiempo una serie de condiciones adversas 
para la competencia política. Por un lado, 
los datos sobre los factores coyunturales 
asociados al quehacer de las instituciones 
dan cuenta de una fuerte apatía política 
entre la población. El descontento ciu-

dadano está muy extendido en todo el 
país. Este es un fenómeno complejo y 
variado que paradójicamente, evidencia 
que el sentimiento de molestia ciudadana 
no se enfoca de modo prioritario en el 
desempeño de los gobiernos, sino que el 
malestar es más intenso con la situación 
y el rumbo del país.

La situación económica se mantiene 
como uno de los rubros peor evaluados 
en este contexto. Ello se debe, entre otros 
aspectos, a la incapacidad del sistema 
político para generar mejores condiciones 
de empleo, así como a expectativas de 
deterioro económico y financiero del Es-
tado. En cuanto al desempeño específico 
de los asuntos políticos, en promedio la 
mitad de la población manifiesta descon-
tento, y solo una de cada tres personas 
expresa interés en la política. 

Por otra parte, el comportamiento de 
apatía política previo a las elecciones de 
2018 es radicalmente opuesto a lo que 
experimentó el sistema político hace 
más de dos décadas. El alineamiento 
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partidario, medido con el indicador de 
las simpatías que expresan los ciudadanos 
hacia los partidos, cuenta una historia 
de profundo desencanto con la política. 
A inicios de la década de los noventa 
hubo una etapa de fuerte identificación 
en este ámbito: en 1993, un año antes 

de los comicios, los partidos Libera-
ción Nacional (PLN) y Unidad Social 
Cristiana (PUSC) de manera agregada 
atraían a un promedio del 94% de las 
personas consultadas. 

A partir del año 2000 se dio un reali-
neamiento. Fue un período de erosión del 

bipartidismo por diversos motivos, entre 
estos destacan los escándalos de corrup-
ción que involucraron a expresidentes 
del PLN y el PUSC. Alrededor del año 
2011 el desalineamiento se intensificó: 
la mayoría de la población dejó de ma-
nifestar afinidad clara con alguna de las 
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Evolución del alineamiento partidario en Costa Ricaa/. 1993-2017

a/	Se	mide	con	base	en	las	simpatías	partidarias	de	la	ciudadanía.	Se	utiliza	la	base	de	datos	de	Unimer	para	el	período	de	febrero	de	1993	a	junio	de	2013.	A	partir	
de	agosto	de	2013	se	usa	información	de	las	encuestas	de	opinión	del	Centro	de	Investigación	y	Estudios	Políticos	(CIEP)	de	la	UCR.

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Unimer	y	el	Centro	de	Investigación	y	Estudios	Políticos	(CIEP)	de	la	UCR.
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GRÁFICO 5.3

La más grande de ellas se ubicó en el Valle 
Central, en la región que abarca desde 
San Ramón de Alajuela en el oeste, hasta 
Paraíso de Cartago en el este. La segunda, 
al igual que en 2010, correspondió a los 
cantones de Hojancha y Nandayure, en 

Guanacaste, aunque con menor inten-
sidad en 2014. Y la tercera zona de alta 
participación apareció en las últimas elec-
ciones, en un área que se extiende hacia el 
norte del país y se concentra en el cantón 
de San Carlos. 

Los conglomerados de centros de vota-
ción de baja participación (puntos de 
color verde en el mapa 5.1) se mantuvie-
ron en las dos grandes regiones identifi-
cadas en 2010: una al noroeste, con espe-
cial influencia sobre la zona norte de la  

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con datos de Unimer y el Centro de Investigación y Estudios Políticos (CIEP) de la UCR.

Evolución del alineamiento partidario en Costa Ricaa/
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Más información en página 250 del Informe Estado de la Nación 2017.

Índice de estabilidad democráticaa/ en Costa Rica
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El índice de estabilidad política mide 
la proporción de individuos que tienen 
actitudes favorables hacia la democracia: 
aquellos que piensan que esta forma de 
gobierno es legítima (apoyo al sistema) y, 
al mismo tiempo, tienen altos niveles de 
tolerancia política, fundamentales para la 
convivencia democrática en una sociedad 
diversa. Cuando en una democracia la 
mayoría de las personas coincide con este 
perfil, se dice que las actitudes ciudadanas 
favorecen la estabilidad del sistema. 

Como se ha dicho, las mediciones 
recientes muestran una recuperación en 
este ámbito. En 2012 y 2014 el país llegó a 
su nivel más bajo, con un índice de estabi-
lidad democrática de 29, en una escala de 
0 a 100. En 2015 hubo un primer repunte, 
y en 2016 se registró otra mejora que elevó 
el indicador a 42, un valor muy cercano 
al promedio de toda la serie, que es de 45 
puntos (gráfico 5.1).

Sin embargo, los datos sobre los facto-
res coyunturales asociados al quehacer 
de las instituciones dan cuenta de una 
fuerte apatía política entre la población. 
El descontento ciudadano está muy exten-
dido en todo el país. Este es un fenómeno 
complejo y variado. Paradójicamente, el 
sentimiento de molestia ciudadana no se 
enfoca de modo prioritario en el desem-
peño de los gobiernos. Es más intenso el 
malestar con la situación y el rumbo del 
país. Todos los motivos sumados produ-
cen una combinación amorfa y difícil de 
relacionar con grupos sociales o caracte-
rísticas específicas. Tal como se indicó en 
el capítulo especial del Vigesimosegundo 
Informe Estado de la Nación, que se dedi-
có a este tema, “no hay uno, sino varios 
descontentos ciudadanos, con distintos 
perfiles y factores asociados”. Los análisis 
sobre cultura política siguen confirmando 
esta apreciación.

La situación económica del país se 
mantiene como uno de los rubros peor 
evaluados en este contexto. Ello se debe, 
entre otros aspectos, a la incapacidad del 
sistema político para generar mejores con-
diciones de empleo, así como a expectati-
vas de deterioro económico y financiero 
del Estado. Los capítulos 2 y 3 de este 
Informe profundizan en los problemas 
de pobreza, desempleo e inestabilidad del 
crecimiento económico que justifican el 
sentir ciudadano.  

Los indicadores de satisfacción con el 
desempeño específico de los asuntos polí-
ticos también arrojan un balance negati-
vo. En promedio, la mitad de la población 
manifiesta descontento, y solo una de cada 
tres personas expresa interés en la política. 
Un	factor	asociado	es	lo	que	técnicamen-
te se conoce como eficacia política. Para 
examinar este tema, el “Barómetro de las 
Américas” pregunta a los entrevistados 
qué tan de acuerdo están con la siguiente 
afirmación: “a los que gobiernan el país 
les interesa lo que piensa la gente como 
usted”. Los resultados muestran un senti-
miento de lejanía de las y los ciudadanos 
con respecto a las autoridades: solo un 
38% cree que hay interés en escucharlos. 
A pesar de ello, este es el valor más alto 
de la eficacia política desde su primera 
medición en 2008, lo cual ratifica que 
este “síndrome de lejanía” frente a la clase 
política existe desde hace ya varios años.

Finalmente, la confianza en el Congreso 
y en los partidos también tiene un balance 
negativo. En el gráfico 5.2 se presenta 
un panel con todos estos indicadores de 
cultura política, en el cual son evidentes 
la insatisfacción ciudadana con el desem-
peño específico de las instituciones de la 
democracia y el malestar con la situación 
en los ámbitos político y económico.

Desalineamiento partidario de la 
ciudadanía refleja una historia de 
fuerte desencanto

La situación imperante a poco menos de 
un año de las elecciones presidenciales de 
2018, de una ciudadanía que se siente muy 
lejos de los partidos políticos, es radical-
mente opuesta a lo que ocurría hace más 
de dos décadas. Ello ilustra los cambios 
significativos que experimentó el sistema 
político en ese período.

El alineamiento partidario, medido con 
el indicador de las simpatías que expresan 
los ciudadanos hacia a los partidos, cuen-
ta una historia de profundo desencanto 
con la política. A inicios de la década 
los noventa hubo una etapa de fuerte 
identificación en este ámbito: en 1993, 
un año antes de los comicios, los parti-
dos	Liberación	Nacional	(PLN)	y	Unidad	
Social	Cristiana	(PUSC)	de	manera	agre-
gada atraían a un promedio del 94% de las 
personas	consultadas.	Un	4%	no	se	incli-
naba por ninguna agrupación y menos del 
2% manifestó su simpatía por un partido 
distinto a los dos grupos mayoritarios en 
ese momento. Aunque con algunos cam-
bios, este comportamiento se mantuvo. 
Entre 1993 y 2001 solo un 19% de los 
entrevistados, en promedio, indicó que no 
simpatizaba con ningún partido político.

Índice de estabilidad democráticaa/ en Costa Rica

a/	 El	 índice	 mide	 la	 proporción	 de	 personas	 que	 simultáneamente	 muestran	 altos	 niveles	 de	 tolerancia	 política	
y	apoyo	a	la	democracia.

Fuente:	Alfaro,	2017,	con	datos	de	la	encuesta	“Barómetro	de	las	Américas”,	de	Lapop.
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múltiples organizaciones políticas. De 
acuerdo con la información disponible, 
entre junio de 2011 y agosto de 2017, 
en promedio, el 61% de la población 
decía no simpatizar con ningún partido.

El análisis realizado para este Informe 
2017 evidencia que la transformación 
experimentada en la cultura política 
costarricense, en los últimos veinte años, 

ha influido sobre el comportamiento 
electoral de la ciudadanía. Dos indica-
dores que permiten medir los cambios 
en las preferencias de los votantes son 
la volatilidad electoral y el “quiebre” del 
voto. La volatilidad ha aumentado de 
manera significativa desde 1998, cuando 
se produjo la ruptura del bipartidismo 
y la llegada de nuevas fuerzas a la arena 

política, aunque todavía se mantiene por 
debajo de los valores registrados a inicios 
de la década de los sesenta y finales de los 
setenta. El “quiebre” del voto también 
muestra un crecimiento sostenido desde 
1982; este fenómeno llegó a su punto 
máximo en la elección de 2010 y se 
redujo levemente en la de 2014.
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En 2016 e inicios del 2017, hubo 
mejoras en la gestión del Gobierno 
con respecto a los dos años previos. Los 
niveles de aprobación ciudadana a su 
labor tuvieron un repunte significativo y 
el Gabinete ministerial no experimentó 
cambios que produjeran inestabilidad. 
Además, tuvo una leve recuperación 
en la tasa de éxito de sus iniciaciativas 
de ley en el Congreso. Estos avances 
relativos ocurren en un contexto de 
creciente complejidad para la gestión 
presidencial. 

Este escenario adverso del Gobierno 
ante el Congreso se explica por dos fac-
tores claves. Primero, destaca la ausencia 
de mayorías parlamentarias del partido 
oficialista, lo que dificulta el trámite ágil 
de su agenda. El segundo se relaciona 
con la baja capacidad que tiene el Eje-
cutivo para impulsar sus iniciativas en 
la Asamblea Legislativa. 

Antes del 2002 los partidos de gobierno 
solían tener altas proporciones de diputa-
dos, o incluso la mayoría en el Congreso, 
lo que, en principio, facilitaba el trámite 
y aprobación de sus proyectos. Con la 
llegada del multipartidismo el tamaño 
de los bloques oficialistas se redujo y, 
por ende, se hizo más difícil la gestión 
de la agenda gubernamental.

Por otro lado, los datos de largo plazo 
analizados por el Programa Estado de la 
Nación muestran un descenso signifi-
cativo de la participación del Ejecutivo 
en la agenda legislativa. En la época del 
bipartidismo, casi la mitad de las leyes 
aprobadas fue iniciativa de la Presidencia 
de la República (promedio anual de 47%); 
pero con la consolidación del multipar-
tidismo, la proporción se redujo a 32%.

Desde hace tres años, el Informe Es-
tado de la Nación viene evaluando la 
dinámica de las sesiones extraordinarias 

en la Asamblea Legislativa, cuando es 
potestad del Ejecutivo definir los temas 
de discusión parlamentaria. Con base en 
este análisis, los resultados confirman 
que, a partir de 2002, el Gobierno ha 
tenido más dificultades para consolidar 
una agenda de proyectos para discusión 
y aprobación en el Congreso. Durante 
el período de sesiones extraordinarias 
es frecuente la convocatoria y retiro de 
iniciativas legislativas, fenómeno que 
ha sido aún más pronunciado en los 
últimos dos años.

En el análisis se utilizaron datos para 
veintiún años (tres primeras legislatu-
ras de cada gobierno desde 1990) y se 
determinó que la cantidad de proyectos 
que conforman la agenda del Ejecutivo 
es muy variada, pero la administración 
Solís Rivera destaca como la que más 
iniciativas ha sometido a discusión en 
el Congreso.

	 En el último año, el Gobierno mejoró la tasa de éxito de su agenda en el Congreso, 
al pasar del 3% en el primer año al 8% en el segundo y 14% en el tercero; pero el 
indicador está por debajo del promedio de la serie histórica.

	 Los datos de largo plazo muestran un descenso significativo de la participación del 
Ejecutivo en la agenda legislativa. En la época del bipartidismo, casi la mitad de las 
leyes aprobadas fue iniciativa de la Presidencia de la República (promedio anual de 
47%). Con la consolidación del multipartidismo la proporción se redujo a 32%.

Poder Ejecutivo presenta mejoras  
en su gestión pese a dificultades  

del contexto político
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que se pretende medir es la complejidad 
de la situación que puede enfrentar el 
Ejecutivo al buscar la aprobación de su 
agenda, y el balance de su desempeño en 
la negociación con las y los legisladores.

Los datos de largo plazo no revelan un 
patrón definido; hay altibajos en toda la 
serie histórica. Sí se observa un descenso 
significativo en la tasa de aprobación del 
actual gobierno. En el último año hubo 
una leve recuperación, pero el indicador 
se mantiene en niveles por debajo del 
promedio. El gráfico 5.12 muestra que los 
gobiernos con mayor eficacia aseguraron 
la promulgación de al menos el 28% de su 
agenda. Así sucedió en los primeros años 
de las administraciones Calderón (1990-
1991), Figueres (1994-1995) y Chinchilla 
(2010-2011) y en el tercero de Rodríguez 
Echeverría (2000-2001). Destacan los 
buenos resultados en la primera legislatu-
ra, pues por lo general lo que se aprueba 
son iniciativas heredadas de administra-
ciones anteriores, cuyo trámite ya está 
avanzado. Por el contrario, las dos tasas de 
aprobación más bajas ocurrieron durante 
el tercer año del presidente Pacheco de 
la Espriella (2004-2005) y, en particular, 
en el primero de la administración Solís 
Rivera (2014-2015), en el que solo un 
3% de los 315 proyectos convocados tuvo 
éxito. 

Menor inestabilidad en el Gabinete
El Gabinete ministerial es un órgano 

muy relevante, pues sus miembros son los 
encargados de llevar a la práctica, desde 
diversos frentes, el proyecto político del 
Poder Ejecutivo. La designación de sus 
integrantes es, por tanto, una decisión 
estratégica4, y por ello interesa analizar su 
estabilidad, tal como ha venido haciendo 
este capítulo en los últimos años. En esta 
entrega se amplía el período de estudio 
y se incluyen nuevos insumos en la base 
de datos del PEN sobre rotación en el 
Gabinete (recuadro 5.5). 

La serie histórica muestra una alta pro-
porción de cambios. De 186 ministros y 
ministras designados entre 1978 y 2017, 
108 dejaron sus cargos, lo que equivale 
a un 58%. Esta primera evidencia refleja 
que las variaciones en el Gabinete son 
comunes.

El segundo componente por evaluar 
es la rotación, medida como la cantidad 

Distribucióna/ de la cantidad de convocatorias de proyectos de ley 
en sesiones extraordinarias
(primeros tres años de gobierno y valores extremos imputadosb/)

a/	Cada	área	representa	la	totalidad	de	proyectos	convocados	por	año.	Cuando	la	curva	es	más	alta,	significa	que	
hubo	más	proyectos	de	ley	con	esa	cantidad	de	convocatorias.			
b/	A	los	valores	extremos	de	cada	año	se	les	imputó	el	promedio	de	convocatorias	de	la	respectiva	legislatura.

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	de	datos	de	convocatorias	a	sesiones	extraordinarias	del	
PEN.
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GRÁFICO 5.11

Proyectos de ley convocados, leyes aprobadas y tasa de éxitoa/ 
del Poder Ejecutivo en sesiones extraordinariasb/

a/	Es	la	relación	porcentual	entre	el	número	de	leyes	aprobadas	y	el	total	de	proyectos	convocados	en	las	sesiones	
extraordinarias,	en	cada	legislatura.	
b/	Se	considera	la	primera,	segunda	y	tercera	legislatura	de	cada	administración.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	las	bases	de	datos	de	convocatorias	a	sesiones	extraordinarias	en	el	
Congreso	1990-2017	y	de	legislación	aprobada	1990-2017	del	PEN.
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En promedio se convocan 187 proyec-
tos de ley por año, aunque hay amplias 
variaciones a lo largo del período de 
estudio. La agenda más reducida fue en 
la primera legislatura de la administra-
ción Calderón Fournier (1990-1991), 
con 105 iniciativas. Las más abultadas, 
hasta el momento, han sido las del ac-
tual Gobierno, con 315 proyectos en el 
primer año, 203 en el segundo y el más 
reciente con 284. 

A pesar de las dificultades en el escenario 
político enfrentadas por el Ejecutivo, el 
análisis realizado para este Informe Estado 
de la Nación 2017 destaca las mejoras 
en su gestión durante 2016 e inicios del 
2017, con respecto a los dos años previos. 
Al analizar la tasa de aprobación de los 
proyectos de ley convocados, los datos de 
largo plazo permiten observar un descenso 
significativo en la tasa de aprobación de la 
presente administración. En el último año 
hubo una leve recuperación (al alcanzar 
un 14%), pero el indicador se mantiene 
en niveles por debajo del promedio.

Otro de los resultados positivos expe-
rimentado por el Gobierno, corresponde 
a la recuperación significativa en la eva-
luación ciudadana sobre su desempeño. 
De acuerdo con los datos del Centro de 
Investigación y Estudios Políticos (CIEP) 
de la Universidad de Costa Rica, entre 
noviembre de 2014 y noviembre de 2016 
se incrementaron de manera sustancial las 
opiniones negativas sobre el Gobierno. No 
obstante, en las más recientes mediciones 
de marzo y agosto de 2017, se observa 
una mejora significativa de las opiniones 
ciudadanas sobre su gestión.

Asimismo, el Informe destaca que el 
Gabinete presidencial no sufrió cambios 
que produjeran inestabilidad política, 

Proporción de la legislación aprobada, según iniciativa

Proyectos de ley convocados, leyes aprobadas y tasa de éxitoa/ del 
Poder Ejecutivo en sesiones extraordinariasb/
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la agenda del Congreso, con base en cator-
ce variables extraídas de la Constitución 
Política y los reglamentos. Toma valores 
de 0 a 1, donde 1 indica que el Ejecutivo 
cuenta con amplias prerrogativas institu-
cionales para influir sobre el Legislativo 
(García, 2009). En Costa Rica el IPIL es 
de tan solo 0,32, igual que el de México y 
el más bajo de América Latina. 

Antes del 2002 los partidos de gobierno 
solían tener altas proporciones de diputa-
dos, o incluso la mayoría en el Congreso, 
lo que, en principio, facilitaba el trámite y 
aprobación de sus proyectos. Con la llega-
da del multipartidismo el tamaño de los 
bloques oficialistas se redujo y, por ende, 
se hizo más difícil la gestión de la agenda 
gubernamental. 

Los datos de largo plazo respaldan esta 
afirmación. El balance general muestra un 
descenso significativo de la participación 
del Ejecutivo en la agenda legislativa. En 
la época del bipartidismo, casi la mitad 
de las leyes aprobadas fue iniciativa de la 
Presidencia de la República (promedio 
anual de 47%). Con la consolidación del 
multipartidismo la proporción se redujo 
a 32%. 

En el período 1990-2017, el manda-
tario que logró mayor efectividad en el 
Congreso durante sus cuatro años de 
gestión fue Rodríguez Echeverría (1998-
2002), con un 48% de su agenda aproba-
da, en promedio. El de menor influencia 
fue Pacheco de la Espriella (2002-2006), 
con tan solo un 28%. En la actual admi-
nistración −se consideran los tres años de 
mandato transcurridos hasta el momen-
to− la proporción es de 36%. El gráfi-
co 5.10 muestra los porcentajes de leyes 
iniciadas por los poderes Legislativo y 
Ejecutivo, y la relativa pérdida de efectivi-
dad de este último.
Agenda legislativa del Ejecutivo es 
inestable y con bajos niveles de éxito, 
a pesar de la mejora del último año

Desde hace tres años este capítulo eva-
lúa la dinámica de las sesiones extraordi-
narias en la Asamblea Legislativa, cuando 
es potestad del Ejecutivo definir los temas 
de discusión parlamentaria. Con base en 
ello es posible estudiar dos variables de 
interés: la estabilidad de la agenda de pro-
yectos convocados y la tasa de éxito en su 
aprobación. 

Con respecto a la primera variable, los 

Proporción de la legislación aprobada, según iniciativa

Fuente:	 Gómez	 Campos	 y	 Herrera,	 2017,	 con	 datos	 del	 Departamento	 de	 Servicios	 Parlamentarios	 de	 la	 Asamblea	
Legislativa
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resultados confirman que a partir del 
2002 el Ejecutivo ha tenido más dificul-
tades para consolidar una agenda de pro-
yectos para discusión y aprobación en el 
Congreso. Durante el período de sesiones 
extraordinarias es frecuente la convocato-
ria y retiro de iniciativas legislativas, fenó-
meno que ha sido aún más pronunciado 
en los últimos dos años.

La aprobación de proyectos del Ejecutivo 
no refleja un comportamiento claro en el 
largo plazo. No obstante, desde el 2014 
sí es evidente el deterioro en la tasa de 
éxito con respecto a los datos históricos, a 
pesar de una mejora en la legislatura más 
reciente. El análisis de este tema se hace 
con información de la base de datos de 
convocatorias en sesiones extraordinarias, 
construida por el PEN (recuadro 5.4).

Con datos para veintiún años (tres pri-
meras legislaturas de cada gobierno desde 
1990) se determinó que la cantidad de 
proyectos que conforman la agenda del 
Ejecutivo es muy variada, pero la adminis-
tración Solís Rivera destaca como la que 
más iniciativas ha sometido a discusión en 
el Congreso.

En promedio se convocan 187 proyectos 
de ley por año, aunque hay amplias varia-
ciones a lo largo del período de estudio. La 

agenda más reducida fue la de la primera 
legislatura de la administración Calderón 
Fournier (1990-1991), con 105 iniciativas. 
La más abultada, hasta el momento, ha 
sido la del primer año del actual Gobierno 
(2014-2015), con 315 proyectos. 

La estabilidad en la agenda se mide por 
la cantidad de veces que cada iniciativa fue 
presentada al Congreso, ya que, como se 
señaló anteriormente, en los últimos años 
se ha vuelto cada vez más común la prác-
tica de introducir y retirar un mismo pro-
yecto. Este es un indicador de la dificultad 
que enfrenta el Ejecutivo para consolidar 
su agenda legislativa: cuanto mayor es 
el número de veces que un proyecto se 
somete a discusión, mayor es la negocia-
ción o el ajuste estratégico que se requiere 
para impulsarlo. Por el contrario, cuanto 
menor es la cantidad de convocatorias 
de una iniciativa, se supone que su inclu-
sión en el debate parlamentario goza de 
algún grado de apoyo y, por ende, resulta 
más viable. En estos casos se dice que el 
comportamiento de la agenda es estable. 
Vale aclarar que este indicador no dice 
nada sobre la calidad de las propuestas, ni 
sobre sus posibilidades de aprobación. Eso 
depende de las negociaciones a lo interno 
del Congreso y del liderazgo que ejerza el 

tal y como sucedió en otros años. La 
nueva información obtenida, que cubre 
hasta abril de 2017, indica que en su 
tercer año la actual administración expe-
rimentó dos cambios de ministros, cifra 
inferior al valor promedio anual para la 
serie histórica (ninguno ocurrió por shocks 
políticos). Las salidas fueron en las carteras 

de Trabajo y Economía, y obedecieron a 
la incorporación de ambos jerarcas a la 
contienda electoral, como precandidatos 
del Partido Acción Ciudadana. En los 
primeros dos años del actual Gobierno 
hubo diez cambios, y en cuatro de ellos sí 
mediaron situaciones de alto perfil público 
que deterioraron la imagen del Ejecutivo.

Más información en página 264 
del Informe Estado de la Nación 
2017. Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con información de la base de datos de convocatorias a sesiones 

extraordinarias en el Congreso 1990-2017 y de legislación aprobada 1990-2017 del PEN.

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Campos y Herrera, 2017, con datos del Departamento de Servicios 
Parlamentarios de la Asamblea Legislativa.
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El alcance de los decretos ejecutivos, 
como herramienta del gobierno para 
generar cambios políticos y sociales 
sustantivos, es limitado; ya que estos 
enfrentan gran cantidad de restricciones 
normativas y controles institucionales.

En el 2016, el Programa Estado de la 
Nación (PEN) construyó una base de 
decretos ejecutivos con datos a partir de 
1990. Por medio de esta información fue 
posible determinar, por primera vez, la 
cantidad de decretos emitidos para los tres 
primeros años de gobierno. Los hallazgos 
mostraron que esta herramienta era usada 
con más frecuencia en la década de los 
noventa que en la actualidad. 

Un análisis a profundidad realizado 
para la edición Informe Estado de la 
Nación del 2017 amplió dicha base 
de datos, con información disponible 
que abarca los primeros tres años de 
las siete administraciones que ha tenido 
el país desde 1990, es decir, veintiún 
años. En esta ocasión se presenta una 
clasificación que agrupa los decretos en 

seis categorías, según sus alcances social 
y normativo: muy alto (reglamentos de 
servicio público, otros reglamentos y 
normas técnicas), alto (reglamentos de 
ley y acuerdos internacionales simplifi-
cados), medio alto y medio bajo (actos 
de considerable afectación social, pero 
baja normatividad, tales como los actos 
puntuales derivados de leyes previas, 
como la promulgación de políticas 
públicas), bajo y muy bajo (poseen 
menos grado de afectación social, ya 
que sus efectos se circunscriben a la 
administración y no a los administra-
dos, como los cambios en las leyes del 
Presupuesto Nacional).

De acuerdo con esta tipología, es par-
ticularmente evidente la reducción en 
el uso de decretos de alcance bajo. Una 
serie de acciones que, en el pasado las 
realizaba el Poder Ejecutivo vía decreto, 
hoy son atendidas por cada ministerio de 
forma individual. Por ejemplo, las auto-
rizaciones de expropiación de terrenos 
para obras de infraestructura, que son 

innecesarias a partir de 1995, cuando se 
aprobó la Ley de Expropiaciones. 

Otro de los hallazgos relevantes obte-
nidos corresponde a la disminución de 
los decretos de muy alto alcance, como 
los reglamentos de servicio público y 
técnicos, y también el incremento rela-
tivo en la categoría de alto alcance, que 
incluye las reglamentaciones específicas 
que se emiten por mandato legal.

Los decretos de alto alcance son las 
normas que otorgan mayor capacidad 
de incidencia al Ejecutivo, ya que pue-
den ampliar el ordenamiento jurídico 
y, con ello, las potestades del Gobierno. 
Por lo tanto, podría esperarse un uso 
más frecuente a medida que aumenta la 
dificultad para promover la agenda del 
Ejecutivo, como ha sucedido en Costa 
Rica en las últimas administraciones. 
Sin embargo, ello no ha ocurrido; tal y 
como se menciona previamente, el uso 
de los decretos de alto alcance se ha visto 
reducido por la existencia de mayores 
controles constitucionales.

	 En la actualidad se emiten menos decretos ejecutivos que en la década de los no-
venta.

	 Se evidencia la reducción del uso de los decretos de muy alto alcance, como los 
reglamentos de servicio público y técnicos; normas que otorgan mayor capacidad 
de incidencia al Ejecutivo.

Múltiples restricciones y controles 
institucionales limitan uso  

de decretos ejecutivos
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definición de políticas públicas concretas. 
Sin embargo, la información disponible 
sugiere que no es “la llave” para superar 
el inmovilismo legislativo o la ausencia de 
políticas sobre asuntos medulares para el 
desarrollo humano. 

Trámite legislativo cada vez más 
lento y distanciado de la demanda 
de la sociedad

En 2016 la Asamblea Legislativa aprobó 
normativa sobre temas que influyen posi-
tivamente en el desarrollo humano de la 
sociedad costarricense. También tuvo un 
desempeño positivo al reducir lo que este 
Informe denomina “promesa democrática 
sin sustento económico”, lo cual indica 

Cantidad de decretos por administración, según alcancea/

(primero, segundo y tercer año de gobierno)
 

a/	El	alcance	de	cada	decreto	se	establece	con	base	en	tres	criterios:	i)	la	afectación	social,	ii)	el	ámbito	de	aplicación	
jurídica,	o	normatividad,	y	iii)	la	discrecionalidad	del	Ejecutivo	para	activarlo.

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	Ramírez,	2017,	y	la	base	de	datos	de	decretos	ejecutivos1990-2017	del	
PEN.
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Efectos legales de una muestra 
de decretos ejecutivos 
de reglamentos de ley 
(muestra de 95 reglamentos)

 

Fuente:	Ramírez,	2017.
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RECUADRO 5.7

Desde	 la	 promulgación	 de	 la	 Ley	 de	

Jurisdicción	 Constitucional,	 en	 1989,	

Costa	 Rica	 cuenta	 con	 un	 tribunal	 espe-

cializado	 –la	 Sala	 Constitucional−	 encar-

gado	de	asegurar	que	las	leyes	y	decretos	

ejecutivos	 no	 transgredan	 los	 mandatos	

establecidos	 en	 la	 Carta	 Magna.	 Para	

ello	 la	 Sala	 cuenta	 con	 un	 sistema	 de	

control	que	le	provee	varios	mecanismos,	

entre	 ellos	 la	 acción	 de	 inconstituciona-

lidad,	 que	 permite,	 previo	 cumplimiento	

de	algunos	requisitos,	 impugnar	normas,	

actos	 y	 omisiones	 sujetos	 al	 Derecho	

Público.	

Para	 este	 capítulo	 se	 construyó	 una	

base	 de	 datos	 que	 tiene	 como	 unidad	

de	 análisis	 la	 norma	 impugnada	 por	 una	

acción	de	inconstitucionalidad,	ya	sea	en	

forma	 total	 o	 parcial	 (artículos,	 incisos,	

Análisis y base de datos sobre el control constitucional de decretos 
ejecutivos

títulos,	 párrafos	 e	 incluso	 una	 palabra).	

Se	 revisaron	 4.466	 sentencias	 dictadas	

por	 la	 Sala	 Constitucional	 entre	 el	 17	

de	 enero	 de	 1990	 y	 el	 21	 de	 diciembre	

de	 2016,	 en	 las	 cuales	 se	 emitió	 criterio	

jurídico	 sobre	 772	 leyes	 y	 953	 decretos	

ejecutivos.	

La	base	de	datos	consta	de	veintisiete	

variables,	 entre	 ellas	 el	 año	 y	 número	

de	 sentencia,	 las	 fechas	 de	 ingreso	 y	

resolución	 de	 los	 expedientes	 (y	 por	 lo	

tanto,	 la	 duración	 del	 trámite),	 el	 accio-

nante,	 el	 tipo	 de	 norma	 recurrida	 (ley,	

decreto,	acto	legislativo	y	artículos	de	la	

Constitución	Política)	y	el	resultado	de	la	

sentencia.	

Fuente:	 Elaboración	 propia	 a	 partir	 de	 la	 base	 de	

datos	de	control	constitucional	del	PEN,	2017		

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE 
USO DEL DECRETO EJECUTIVO 
Y CONTROL CONSTITUCIONAL
véase Brenes, 2017, en 
www.estadonacion.or.cr

Otra base de datos construida por 
el PEN también permitió analizar los 
distintos controles constitucionales sobre 
los decretos ejecutivos. Esta información 
sirvió para determinar cuántos de los 
actos del Ejecutivo fueron impugnados 
ante la Sala Constitucional por sospechas 
de roce con los derechos fundamentales. 
Se determinó que, de un total de 13.275 
decretos registrados –los emitidos duran-
te los tres primeros años de cada gobierno 

desde 1990−, solo 443 fueron objeto de 
cuestionamiento, lo que corresponde a 
una proporción de apenas un 3%. 

Los datos analizados reflejan que entre 
los recursos admitidos por la Sala Cons-
titucional predominan los referidos a 
actos ejecutivos de alcance alto y muy 
alto, precisamente los tipos de decretos 
que le brindan al Ejecutivo mayores 
posibilidades de incidir en normativa 
con alta afectación social. 

En conclusión, el decreto ejecutivo 
es un mecanismo útil para la acción 
coordinada de la institucionalidad y la 
definición de políticas públicas concretas. 
Sin embargo, la información disponible 
por parte del Programa Estado de la 
Nación sugiere que esta no es la la llave 
para superar el inmovilismo legislativo, 
o bien la ausencia de políticas sobre 
asuntos fundamentales para el desarrollo 
humano. 

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con información de Ramírez, 2017, y la base de datos de 
decretos ejecutivos 1990-2017 del PEN.

Cantidad de decretos por administración, según alcancea/

(primero, segundo, tercer año de gobierno)
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que las y los diputados fueron más respon-
sables y redujeron las presiones fiscales que 
genera la creación de leyes sin asignar el 
respectivo financiamiento. Sin embargo, 
gran cantidad de temas demandados por 
la sociedad civil siguieron sin respuesta. 
Un	análisis	realizado	con	información	de	
poco más de diez años permitió consta-
tar que iniciativas sobre ajuste tributario, 
reforma al reglamento legislativo y, más 
recientemente, contención del gasto 
público, de manera sistemática han sido 
señaladas como prioritarias por amplios 
sectores de la opinión pública y expertos 
nacionales. No obstante, el Congreso con-
tinúa sin legislar sobre esos asuntos.

Además, en los últimos años el proceso 
legislativo se ha caracterizado por una 
creciente lentitud, que dificulta la entrega 
de política pública efectiva y oportuna. 
Esta situación entorpece la coordinación 
entre el Ejecutivo y el Congreso. Dado que 
los tiempos para construir acuerdos son 
mayores, la ejecución del proyecto político 

del Ejecutivo se vuelve más compleja, en 
particular si las estrategias de negociación 
entre ambos poderes son insuficientes, 
como ha ocurrido en los últimos años. 
Estos son los principales hallazgos del 
análisis sobre la legislatura 2016-2017 y su 
comparación con la serie histórica desde 
1990 (recuadro 5.8).

Legislación sustantiva se concentra 
en derechos humanos, fomento de la 
producción y pensiones

Luego de dos años de una menor pro-
ducción de normativa, en la legislatura 
2016-2017 se retornó al promedio histó-
rico. En total se promulgaron 92 leyes, 
de las cuales 28 son sustantivas, es decir, 
reconocen o amplían los derechos de la 
población, o bien asignan nuevas compe-
tencias al Estado en temas esenciales para 
el desarrollo humano8. Estas representan 
el 30% de las normas aprobadas en el 
último año, similar a la tendencia que se 
observa desde 1990 (gráfico 5.19).  

En materia de derechos humanos y 
equidad social destacan dos leyes sobre 
igualdad de género, otra sobre derechos 
de las personas con discapacidad, una 
sobre acoso escolar y otra para fortale-
cer los comedores escolares. También se 
aprobaron cuatro normas sobre econo-
mía y fomento de la producción, entre 
ellas la Ley de Protección al Inversionista 
Minoritario (nº 9392) que, según el 
MEIC, busca favorecer la transparencia 
de los mercados y el resguardo de los 
pequeños inversionistas (MEIC, 2017). 
Además, tuvo trámite positivo la Ley 
9384, que ajusta la fórmula para el pago 
de los derechos por las patentes de licores. 
Para el Ejecutivo, esta ley es “más justa, 
racional y proporcional a la realidad eco-
nómica de cada negocio, sobre todo para 
las micro, pequeñas y medianas empresas 
del país” (Casa Presidencial, 2017). 

Otras cuatro leyes abordaron el tema 
de las pensiones, un asunto que ha estado 
en la agenda nacional desde hace varios 
años. Estas fueron parte de un paquete de 
iniciativas tendientes a reducir el déficit 
fiscal. Entre las modificaciones aproba-
das está una nueva fórmula para ajustar 
el monto de las pensiones de acuerdo 
con la inflación, la eliminación de bene-
ficios como la posibilidad de que los hijos 
de diputados hereden la pensión de sus 
padres, con algunas excepciones, la apli-
cación de un impuesto a las pensiones que 
superen ciertos montos y el aumento de la 
edad de jubilación. 

A lo anterior se suman otras veinte 
leyes que ratifican tratados y convenios 
internacionales y son parte de los compro-
misos asumidos por el país con el resto del 
mundo. También tienen efectos directos 
sobre el desarrollo humano, aunque en 
este análisis no se categorizan como legis-
lación sustantiva. 

Finalmente, sobresale la creación del 
cantón de Río Cuarto, en la provincia de 
Alajuela, mediante la Ley 9440. Con ello 
los cantones del país han pasado a ser 82. 
El Congreso no modificaba la división 
político-administrativa a este nivel desde 
1980, cuando se creó el cantón puntare-
nense de Garabito. El cuadro 5.5 desglosa 
la legislación sustantiva y los convenios 
internacionales aprobados en el período 
2016-2017.

Cantidad de decretos por administración, según alcancea/

(primero, segundo y tercer año de gobierno)
 

a/	El	alcance	de	cada	decreto	se	establece	con	base	en	tres	criterios:	i)	la	afectación	social,	ii)	el	ámbito	de	aplicación	
jurídica,	o	normatividad,	y	iii)	la	discrecionalidad	del	Ejecutivo	para	activarlo.

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	Ramírez,	2017,	y	la	base	de	datos	de	decretos	ejecutivos1990-2017	del	
PEN.
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GRÁFICO 5.18Cantidad de recursos de inconstitucionalidad contra decretos ejecutivos, por 
alcance, según resultado de admisibilidad de la Sala Constitucional. 1990-2017a/

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con información de Ramírez, 2017, y la base de datos de decretos 
ejecutivos y de control constitucional del PEN.

Más información en página 268 del Informe Estado de la Nación 2017.

a/ Se consideran los decretos emitidos durante los tres primeros años de los gobiernos del período 1990-
2017.
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Los tiempos para construir acuerdos 
en la Asamblea Legislativa son cada vez 
mayores, lo que dificulta significativa-
mente la gestión entre el Poder Ejecutivo 
y el Congreso. En los últimos años, el 
proceso legislativo se ha caracterizado 
por una creciente lentitud, que dificulta 
la entrega de política pública efectiva y 
oportuna.

Los datos muestran que, en promedio, 
se necesitan 575 días para aprobar una 
ley (1,6 años). De las 2.301 leyes regis-
tradas en la base de datos, se excluyeron 
103 casos (4,5%) que presentan valores 
extremos a fin de obtener una imagen 
más real del comportamiento general 
del proceso legislativo. 

Precisamente, un estudio del más re-
ciente Informe permite observar cambios 
en el tiempo promedio de aprobación 
por legislatura. Salvo dos años (1990-
1991 y 1993-1994), todos los demás 
períodos de la época del bipartidismo 
se ubicaron por debajo de la duración 

promedio. Al inicio del multipartidismo 
no hubo aumentos significativos, pero 
después de la legislatura 2005-2006 la 
prolongación del trámite no solo se hizo 
evidente, sino cada vez más habitual. 
El comportamiento por año refleja un 
notable incremento en el primer período 
de la actual Asamblea Legislativa (2014-
2015), y una paulatina reducción en los 
dos años siguientes, pero siempre por 
encima del promedio de toda la serie.

Estos hallazgos revelan que el sistema 
multipartidista tiene efectos en la gestión 
política. A partir de 2002 la democracia 
costarricense se fortaleció con la pre-
sencia de más partidos en el Congreso. 
No obstante, las reglas de discusión y 
toma de decisiones en el trámite de los 
proyectos no han sido modificadas, para 
ajustarlas a la nueva realidad. 

Además, el aumento en los tiempos 
de aprobación de las leyes en el largo 
plazo también genera efectos negativos 
en la relación entre los poderes Ejecutivo 

y Legislativo, dado que una creciente 
proporción de la normativa que es pre-
sentada en un gobierno no es aprobada 
sino hasta el siguiente. En estos casos 
puede ocurrir que la nueva legislación 
comience a aplicarse después de lo re-
querido por los actores políticos que la 
propusieron. 

Por ejemplo, dicha dinámica se man-
tiene desde 1990, pero se agravó a partir 
de 2010. En la administración Chinchilla 
Miranda (2010-2014), por primera vez 
desde que se tienen datos, la legislación 
heredada fue mayoritaria incluso duran-
te el segundo año. Hasta en la tercera 
legislatura la mayoría de las propuestas 
de ley fue iniciativa de las autoridades 
en funciones. Esto mismo ha sucedido 
durante la administración Solís Rivera. 
Ocurre así un desfase entre los tiempos de 
gestión del Ejecutivo y los de aprobación 
del Legislativo, que puede generar fuertes 
distorsiones en el desempeño agregado 
del sistema político.

	 En promedio, se necesitan 575 días para aprobar una ley (1,6 años).

	 En los últimos dos gobiernos la mayoría de las leyes aprobadas, en los dos prime-
ros años, provienen de administraciones anteriores (lo que se denomina legislación 
heredada).

Creciente lentitud del proceso legislativo 
entorpece coordinación  

entre el Ejecutivo y el Congreso
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de las leyes promulgadas, en promedio, 
presentaba esa característica. A partir del 
2002, con la llegada del multipartidismo, 
la proporción se redujo a 39%. Y en el 
último año (2016-2017) se registró el valor 
más bajo de toda la serie histórica: solo un 
14% de las leyes se convirtió en prome-
sa democrática sin sustento económico, 
como ilustra la línea azul del gráfico 5.22. 

Creciente duración de la aprobación 
de leyes en el largo plazo

En los últimos años ha aumentado con-
siderablemente el tiempo requerido para 
aprobar las leyes. Este fenómeno tiene 
efectos negativos en la gobernabilidad 
democrática, por cuanto la ejecución del 
proyecto político del Gobierno, en los 
componentes que requieren autorización 
legislativa, enfrenta crecientes demoras. 

Los datos muestran que, en promedio, 
considerando las 2.301 leyes de toda la 
serie histórica (1990-2017), se necesitan 
679 días para aprobar una ley, poco más 
de 1,9 años. Y si se trata de normativa que 
tiene efectos directos sobre el desarro-
llo humano, el tiempo requerido es aun 
mayor: 2,2 años. 

Sin embargo, la distribución de los 
tiempos es muy dispersa, debido a las 
grandes variaciones ocurridas a lo largo de 
los veintisiete años que cubre el estudio. 
La ley más expedita tomó solo dos días en 
ser aprobada, mientras que la más lenta 
requirió 6.373 días, poco más de diecisiete 
años. Esta situación dificulta el análisis 
preciso de la gran mayoría de las leyes, 
por la presencia de datos atípicos, muy 
alejados del promedio. En la serie histórica 
se identificaron 103 de estos casos, que 
representan un 4,5% del total. Dada la 
distorsión que generan, estos valores extre-
mos fueron eliminados, a fin de obtener 
una imagen más real del comportamiento 
general. 

Así pues, con base en la gran mayoría 
de las leyes registradas (el restante 95,5% 
de casos sin valores extremos) fue posi-
ble observar los cambios en el tiempo 
promedio de aprobación por legislatura 
(gráfico 5.23). Salvo dos años (1990-1991 
y 1993-1994), todos los demás períodos de 
la época del bipartidismo se ubicaron por 
debajo de la duración promedio. Al inicio 
del multipartidismo no hubo aumentos 
significativos, pero después de la legislatu-

Porcentaje de legislación sustantiva según asignación de recursos

Fuente:	Gómez	Campos	y	Herrera,	2017,	con	datos	del	Departamento	de	Servicios	Parlamentarios	de	 la	Asamblea	
Legislativa.
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GRÁFICO 5.22

Duración promedio de la aprobación de leyes, por legislaturaa/

 

a/	Se	reporta	el	promedio	de	duración	acotado.	De	las	2.301	leyes	registradas	en	la	base	de	datos,	se	excluyeron	103	
casos	(4,5%)	que	presentan	valores	extremos.	

Fuente:	 Gómez	 Campos	y	 Herrera,	 2017,	 con	datos	del	Departamento	de	Servicios	Parlamentarios	de	 la	Asamblea	
Legislativa.
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GRÁFICO 5.23

Duración promedio de la aprobación de leyes, por legislaturaa/

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos y Herrera, 2017, con datos del Departamento 
de Servicios Parlamentarios de la Asamblea Legislativa.
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ra 2005-2006 la prolongación del trámite 
no solo se hizo evidente, sino cada vez 
más habitual. El comportamiento por año 
refleja un notable incremento en el primer 
período de la actual Asamblea Legislativa 
(2014-2015), y una paulatina reducción en 
los dos años siguientes, pero siempre por 
encima del promedio de toda la serie. 

Estos datos revelan que el sistema mul-
tipartidista tiene efectos en la gestión 
política. A partir de 2002 la democracia 
costarricense se fortaleció con la presen-
cia de más partidos en el Congreso. No 
obstante, las reglas de discusión y toma de 
decisiones en el trámite de los proyectos 
no han sido modificadas, para ajustarlas a 
la nueva realidad. El resultado son plazos 
más largos para la aprobación de las leyes y, 
por consiguiente, la lentitud en la entrega 
de política pública a la sociedad. 

Duración afecta gestión de los 
poderes Legislativo y Ejecutivo

El aumento en los tiempos de aproba-
ción de las leyes en el largo plazo también 
genera efectos negativos en la relación 
entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, 
dado que una creciente proporción de la 
normativa que es presentada en un gobier-
no, no es aprobada sino hasta el siguiente. 
En estos casos puede ocurrir que la nueva 
legislación comience a aplicarse después 
de lo requerido por los actores políticos 
que la propusieron. Esta situación rela-
ciona de manera directa la agilidad del 
proceso legislativo con la gobernabilidad 
democrática. Por ello resulta de impor-
tancia resolver esta interrogante: ¿corres-
ponde la mayoría de las leyes aprobadas 
cada año a iniciativas de administraciones 
anteriores? 

En pasadas entregas de este capítulo se 
explicó que el primer año de una adminis-
tración es un período de acomodo, tanto 
para el Ejecutivo como para el Legislativo: 
las bancadas parlamentarias formulan sus 
principales proyectos y el Gobierno ini-
cia el planteamiento de sus prioridades 
políticas. En ese lapso, por lo general, 
las leyes que se aprueban son iniciativas 
“heredadas” de administraciones previas 
(PEN, 2012).

Esta dinámica se mantiene desde 1990, 
pero se agravó a partir de 2010. En la 
administración Chinchilla (2010-2014), 
por primera vez desde que se tienen datos, 

la legislación heredada fue mayoritaria 
incluso durante el segundo año. No fue 
sino hasta la tercera legislatura que la 
mayoría de las normas era iniciativa de las 
autoridades en funciones. Esto mismo ha 
sucedido durante la administración Solís 
Rivera. 

El gráfico 5.24 muestra, para cada año 
(un rectángulo), la proporción de leyes 
aprobadas que fueron propuestas por 
las autoridades del momento. En rojo se 
identifican los años en que la mayoría de 
esas leyes fue iniciativa de administra-
ciones anteriores, y en verde cuando más 
del 50% correspondió a proyectos que sí 
fueron formulados por el gobierno y los 
legisladores de turno. El escenario en las 
dos últimas administraciones ha sido de 
creciente dificultad, dado que buena parte 
de las iniciativas planteadas por las auto-
ridades en ejercicio se aprobó en el tercer 
año de gobierno. Ocurre así un desfase 
entre los tiempos de gestión del Ejecutivo 
y los de aprobación del Legislativo, que 
puede generar fuertes distorsiones en el 
desempeño agregado del sistema político.

Aumentan las alianzas partidarias 
en la iniciativa de ley en período de 
multipartidismo
Un	 análisis	 sobre	 las	 alianzas	 partida-

rias en la iniciativa de ley desde 1990 
denota un aumento en la cantidad de 
proyectos que fueron firmados por dos o 
más agrupaciones políticas. También se 
observa que la dinámica de formulación 
de leyes cambió, de un esquema bipolar en 
los años noventa, a uno multipolar a partir 
del 2002, en directa concordancia con la 
mayor pluralidad en la conformación de 
la Asamblea Legislativa. 

Entre mayo de 1990 y abril de 2017, el 
Poder Ejecutivo propuso 879 leyes. Otras 
1.058 fueron iniciativa de un único parti-
do,	 la	gran	mayoría	del	PLN	y	el	PUSC,	
las dos agrupaciones con mayor trayecto-
ria. Las restantes 363 normas −que repre-
sentan un 16% del total aprobado− fue-
ron propuestas por diputados de diversos 
partidos, es decir, por alianzas partidarias. 
De estas, 150 se tramitaron durante el 
período del bipartidismo (1990-2001) y 
213 en los años posteriores al 2002, en 
escenario de multipartidismo.

Proporción de leyes que fueron iniciativa de la administración en ejercicio, 
por legislatura y administración 

Fuente:	 Gómez	Campos	y	 Herrera,	 2017,	 con	datos	del	Departamento	de	Servicios	Parlamentarios	de	 la	Asamblea	
Legislativa.

2006−2007
2007−2008
2008−2009
2009−2010

1990−1991
1991−1992
1992−1993
1993−1994

2010−2011
2011−2012
2012−2013
2013−2014

1994−1995
1995−1996
1996−1997
1997−1998

2002−2003
2003−2004
2004−2005
2005−2006

1998−1999
1999−2000
2000−2001
2001−2002

2014−2015
2015−2016
2016−2017

Calderón

Figueres

Rodríguez

Pacheco

Arias

Chinchilla

Solís

Mayor a 50%
Menor a 50%

GRÁFICO 5.24

Proporción de leyes que fueron iniciativa de la administración en ejercicio, 
por legislatura y administración

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, Gómez Campos y Herrera, 2017, con datos del Departamento 
de Servicios Parlamentarios de la Asamblea Legislativa.

Más información en página 278 
del Informe Estado de la Nación 
2017.
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	 Concentración de votantes en dos generaciones impone una dificultad adicional a 
los partidos que competirán en las elecciones presidenciales de 2018.

	 El 85% de los electores nacidos entre 1965 y 1968 sufragó por primera vez en 1986 
y casi veinte años después, en 2014, su participación se redujo al 71%.

Cambios demográficos en electores  
afectan vínculos con partidos políticos  

e inclinación a votar

Los cambios demográficos en la com-
posición de la población en edad de votar 
han impactado de manera significativa 
la democracia del país, específicamen-
te, en dos aspectos fundamentales: los 
vínculos de los electores con los partidos 
políticos y la disposición de las personas 
a emitir el voto.

En la actualidad la sociedad costa-
rricense está inmersa en un proceso de 
envejecimiento ligado a su dinámica 
demográfica. Los cambios derivados de 
este tipo de procesos suelen tener fuertes 
repercusiones en los sistemas políticos 
que los experimentan, pues alteran la 
importancia relativa de las distintas ge-
neraciones de votantes.

El más reciente Informe Estado de la 
Nación 2017 llevó a cabo un análisis 
especial, que provee información no-
vedosa sobre las tendencias de largo 
plazo de la participación ciudadana en 
los procesos electorales. Su finalidad es 
contribuir a que los votantes tengan un 
mejor conocimiento sobre el contexto 

en que se desarrollará la nueva cam-
paña electoral, así como ofrecer a las 
autoridades electorales y a los partidos 
políticos elementos de juicio que pueden 
ser relevantes en la planificación de sus 
acciones. Adicionalmente, servirá como 
insumo de la plataforma electrónica 
“VotemosCR”, creada por el Programa 
Estado de la Nación (PEN) como parte 
del “Sistema de seguimiento de la oferta 
electoral”.

Hace tres décadas (en 1986) el votante 
promedio en Costa Rica tenía 37 años, 
para el 2017 tiene 42. Durante 1986, la 
pirámide de la distribución por edades 
simples del padrón electoral concentraba 
en su base a los electores más jóvenes; el 
padrón estaba dominado por el grupo 
que entonces tenía entre 18 y 34 años, 
y que pese a ser mayoritario, no era ne-
cesariamente el que más participaba en 
los comicios. En 2014, la representación 
de la población electoral perdió la forma 
tradicional de una pirámide. A la típica 
concentración de votantes jóvenes se 

agregó un segundo bloque: las personas 
de entre 44 y 54 años. Los primeros 
dejaron de ser el grupo dominante y 
entraron en competencia con los adultos 
de edad media, quienes, además, tienen 
mayores niveles de participación.

Ante esta realidad, el análisis realizado 
para este Informe destaca que la concen-
tración de votantes en dos generaciones, 
claramente delimitadas, impone una 
dificultad adicional a los partidos que 
competirán en las elecciones de 2018. Se 
trata de poblaciones en etapas diferentes 
de su ciclo vital, con aspiraciones, pre-
ocupaciones laborales y estilos de vida 
distintos, que pueden no reaccionar 
de la misma manera ante los mensajes 
políticos.

Uno de los principales efectos de la 
transición demográfica en los electores 
corresponde al creciente distanciamiento 
entre los partidos políticos y el elec-
torado. Los votantes que hoy tienen 
50 años o más, (nacieron en 1967 o 
antes) heredaron una sólida identidad 
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partidaria y un alto activismo político 
debido a los conflictos sociopolíticos 
de los años cuarenta y sus repercusiones 
posteriores. En sentido opuesto, entre los 
votantes menores de 50 años predomina 
el desarraigo con los partidos políticos. 
Incluso, entre los empadronados más 
jóvenes −los nacidos durante y después 
de la década de los ochenta− los víncu-
los son casi inexistentes, ya que fueron 
socializados en una época en que los 
conflictos de mediados de siglo XX eran 
ya un recuerdo lejano.

Las marcadas diferencias en el activismo 
político de los costarricenses entre 1980 
y 2017 son evidentes. Para este último 
año, además, una encuesta realizada por 
el Centro de Investigación y Estudios 
Políticos (CIEP) de la Universidad de 
Costa Rica encontró que solo un 11% 
de las personas consultadas ha cola-
borado en transportes de votantes, un 

13% ha visitado casas para convencer 
a otros electores y tan solo un 15% ha 
participado como guía de un partido en 
las afueras de los recintos de votación.

Por su parte, otro de los impactos del 
cambio demográfico en el padrón electoral 
se relaciona con la asistencia a las urnas. 
Al debilitarse las identidades partidarias, 
los votantes de mayor edad acuden menos 
a las urnas que en el pasado. A su vez 
los jóvenes, al integrarse al electorado, 
encuentran un ambiente de escasa par-
ticipación y poca motivación para votar. 
La combinación de estas circunstancias 
empuja la participación electoral a la baja 
en el largo plazo y, de no haber hechos o 
actores que modifiquen esos patrones, ese 
curso de evolución se mantendrá. 

Un análisis de la participación por 
edades en los nueve procesos realizados 
entre 1982 y 2014, revela grandes dife-
rencias entre y dentro de las generaciones 

de votantes. En el primer caso, el 85% 
del conjunto de electores nacidos entre 
1965 y 1968 sufragó por primera vez 
en 1986 y casi veinte años después, en 
2014, su participación se redujo al 71%. 
La generación que le sigue (nacidos entre 
1969 y 1972) muestra un patrón similar. 

En cuanto a las disparidades en los 
grupos etarios, el análisis indica que el 
81% de los votantes que nacieron entre 
1961 y 1964 sufragó cuando adquirió el 
derecho de hacerlo por primera vez, en 
1982. En cambio, la participación de los 
electores nacidos entre 1985 y 1988 fue 
sensiblemente inferior: el 64% asistió a 
las urnas en 2006 (17 puntos porcentua-
les menos). Cuando a esta población más 
joven le corresponda socializar a futuras 
generaciones de votantes, transmitirá un 
menor arraigo a la participación electoral 
que sus antecesores.

Los datos anteriores sirvieron de apoyo 
para el lanzamiento de la plataforma 
electrónica “VotemosCR”, desarrollada 
para los procesos electorales de 2018. 
Entre 2013 e inicios del 2014, el PEN 
presentó un sistema de seguimiento de 
la oferta electoral, concebido como una 
plataforma cívica −no partidaria− de 
información y análisis al servicio de la 
ciudadanía, para observar cómo eran 
tratados, durante la campaña, los desafíos 
en desarrollo humano señalados en el 
Informe Estado de la Nación. 

Para esta ocasión, la plataforma “Vo-
temosCR” continúa aportando en esa 
dirección, es decir, reprodujo la recopila-
ción de datos básicos sobre los partidos 
políticos que han inscrito candidaturas 
para la elección presidencial de 2018, 
sus estructuras e idearios, además de 
un estudio sobre los principales temas 
abordados por los candidatos, quienes 
para tal propósito fueron entrevista-
dos a profundidad. Asimismo, se han 
implementado nuevas y modernas he-
rramientas que facilitan el acceso a la 
información, tanto para el análisis como 
para la divulgación. 
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Contexto de las elecciones nacionales 
2018

El Informe Estado de la Nación 2017 se 

publica a un mes de que el TSE convocara 

las elecciones presidenciales y legislati-

vas de 2018. Atendiendo esa circunstancia, 

para esta edición se preparó un apartado 

especial de la “Sinopsis”, que provee infor-

mación y análisis novedosos sobre las ten-

dencias de largo plazo de la participación 

ciudadana en estos procesos. Su finalidad 

no solo es contribuir a que las y los votan-

tes tengan un mejor conocimiento sobre 

el contexto en que se llevará a cabo esta 

nueva campaña, sino también ofrecer a 

las autoridades electorales y a los partidos 

políticos elementos de juicio que pueden ser 

relevantes en la planificación de sus accio-

nes. Además, sirve de apoyo al lanzamiento 

del “Sistema de seguimiento de la oferta 

electoral”, una plataforma electrónica desa-

rrollada por el PEN, que se describe en el 

recuadro al final de esta sección. 

Profundos cambios demográficos 
en el electorado impactan la 
democracia

Hoy en día la sociedad costarricense está 

inmersa en un proceso de envejecimien-

to ligado a su dinámica demográfica. Los 

cambios derivados de este tipo de procesos 

suelen tener fuertes repercusiones en los 

sistemas políticos que los experimentan, 

pues alteran la importancia relativa de las 

distintas generaciones de votantes. En esta 

edición del Informe se analizan los efec-

tos de la transición demográfica en dos 

aspectos fundamentales de la convivencia 

democrática: los vínculos de los electores 

con los partidos políticos y la disposición de 

las personas a votar.  

Hace tres décadas (en 1986) el votante pro-

medio en Costa Rica tenía 37 años. En 2017 

tiene 42. El gráfico 1.1 muestra la pirámide de 

la distribución por edades simples del padrón 

electoral en dos momentos: 1986 y 2014. En 

el primer caso, la pirámide concentraba en su 

base a los electores más jóvenes. El padrón 

Pirámides de la población en edad de votar, por edades simples. 
1986 y 2014

Fuente: Elaboración propia con información del Registro Civil. Hombre 2014 Mujer 2014 Hombre 1986 Mujer 1986
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estaba dominado por el grupo que enton-

ces tenía entre 18 y 34 años, el cual, pese a 

ser mayoritario, no necesariamente era el 

que más participaba en los comicios. 

En 2014, la representación gráfica de la 

población electoral perdió la forma tradicional 

de una pirámide. A la típica concentración 

Pirámides de la población en edad de votar, por edades simples. 
1986 y 2014

Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, con información del Registro Civil.
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La finalidad es construir una plata-
forma virtual o en línea que permita a 
las personas conocer la oferta electoral, 
evaluarla y tomar decisiones informadas, 
exigir mejor calidad en el debate político 
y ser parte activa de la discusión sobre 
los principales desafíos nacionales. La 
herramienta no pretende “valorar”, “ca-
lificar”, “jerarquizar” o “comparar” esa 
oferta. Su objetivo es poner al alcance 
de la ciudadanía información que le 
permita observar antecedentes de los 
actores, saber cómo se abordan los temas 
centrales y qué tono y prioridades tiene 
la deliberación.

 La plataforma contendrá seis seccio-
nes: electores, partidos políticos, pro-
puestas de gobierno, clima electoral, 
elección en las redes sociales, y “Votó-
metro”. Esta última es una aplicación 

que permitirá a la ciudadanía contestar 
algunas preguntas e identificar el grado 
de coincidencia con el pensamiento de 
los candidatos. En todos los casos se 
trata de un espacio con datos y análisis 
cortos, en su mayoría complementados 
con gráficos interactivos que, se espera, 
ayuden a profundizar el conocimiento 
de los votantes. 

Más información en página 37 del Informe Estado de la Nación 2017.
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VALOrACIóN gENErAL >> CONTINUACIÓN

Simpatía partidaria y respaldo ciudadano a los partidos. 2016a/ 

a/ La información del gráfico recoge los resultados obtenidos al formular las siguientes preguntas: i) ¿Qué cree 
que pasaría si los partidos políticos dejaran de existir en Costa Rica?: la democracia funcionaria mejor, la demo-
cracia funcionaría igual, la democracia funcionaría peor, ya no habría democracia, ii) Para que nuestra democra-
cia funcione, usted cree que los partidos políticos son: ¿muy necesarios, algo necesarios, un poco necesarios o 
no hacen falta para nada?, iii) En Costa Rica algunas personas creen que sería mejor para nuestra democracia que 
todos los partidos políticos dejaran de funcionar o de existir. ¿Está de acuerdo o en desacuerdo con esa idea?, iv) 
¿Con cuál partido político simpatiza usted? 

Fuente: Lapop, 2016.
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aceptaría un puesto en una papeleta si se 

lo ofrecieran. Queda claro, entonces, que 

el severo cuestionamiento de la ciudadanía 

a los partidos políticos no tiene como fin 

acabar con ellos (gráfico 1.3). 

Los ciudadanos reconocen a los partidos 

como instituciones fundamentales de la 

democracia y no conciben una democracia 

sin partidos. Se sigue viendo a estas agru-

paciones como los canales formales y legí-

timos para acceder a la competencia elec-

toral y, finalmente, al poder político. Desde 

ese punto de vista los partidos no están en 

peligro de desaparición, pero sí enfrentan 

los desafíos de reinventarse como entida-

des confiables y reconstruir sus vínculos 

con amplios sectores de la sociedad.

Estructura del padrón electoral no 
favorece la participación

El segundo efecto esperado del cam-

bio demográfico en el padrón electoral se 

relaciona con la asistencia a las urnas. Una 

consecuencia directa del debilitamiento de 

las identidades partidarias, particularmen-

te entre los más jóvenes, es la caída de la 

participación en los comicios. Una fuerte 

adhesión a un partido facilita de manera 

sustancial la toma de dos decisiones clave 

en una democracia: por un lado, si ejercer o 

no el derecho al sufragio para designar a las 

autoridades gubernamentales y, por otro, 

a quién apoyar. En un contexto como el 

actual, las dificultades asociadas a estas dos 

decisiones se incrementan, porque muchos 

votantes no tienen una identidad partidaria 

que les sirva como guía para escoger, y 

necesitan procesar grandes cantidades de 

información para evaluar a los candidatos y 

sus propuestas, seguir con detenimiento las 

campañas, estar atentos a lo que publican 

los medios de comunicación y recibir un 

enorme volumen de publicidad electoral. 

Esto demanda tiempo y recursos, que por 

lo general son escasos. En esas condicio-

nes, es más probable que los individuos se 

abstengan de votar, que sus preferencias 

sean más cambiantes e incluso que las 

decisiones sean postergadas hasta el final 

de la campaña o el mismo día de la elección. 

Por el contrario, si la disposición a votar 

es alta, los electores se deciden temprano 

y sus preferencias son estables.

Al debilitarse las identidades partidarias, 

los votantes de mayor edad acuden menos a 

las urnas que en el pasado. A su vez los jóve-

nes, al integrarse al electorado, encuentran 

un ambiente de escasa participación y poca 

motivación para votar. La combinación de 

estas circunstancias empuja la participación 

electoral a la baja en el largo plazo y, de no 

haber hechos o actores que modifiquen esos 

patrones, ese curso de evolución se manten-

drá. El mayor riesgo para el país es que la ten-

dencia que se viene observando desde 1998 

se “congele” por varias décadas o hasta se 

profundice, e impacte aun con mayor fuerza 

a los votantes primerizos. 

El gráfico 1.4 muestra la evolución de la 

participación electoral de los costarricenses 

en los últimos 55 años, junto a una pro-

yección de la concurrencia a las urnas en 

las próximas cinco elecciones (entre 2018 

y 2034), basada en los datos de asistencia 

Participación electoral observada 
y estimadaa/

(porcentajes)

a/ Se excluye de este análisis la participación en 1953 
y 1958, dado que en esas dos elecciones existían 
condiciones atípicas, como por ejemplo, amplios sec-
tores del electorado que simpatizaban con partidos 
proscritos.

Fuente: TSE. La línea de tendencia es una estimación 
del PEN. 
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Fuente: Informe Estado de la Nación, 2017, TSE. 
La línea de tendencia es una estimación del PEN.
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